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EDITORIAL 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  publica  instruccio- 
nes para  que  los  Jueces  de  Paz  y  Municipales 
unifiquen  los  Procedimientos  y  Práctica  de 
las  Primeras  Diligenciasen  Materia  Criminal. 

Muchas  deficiencias  se  notan  en  la 
práctica  de  las  primeras  diligencias 
criminales,  de  parte  de  los  Jueces 
Menores,  encargados  de  iniciar  y  for- 
mar las  sumarias.  Ello  obedece  en  la 
mayoría  de  los  casos,  a  la  poca  ins- 
trucción de  muchos  de  los  que,  por 
ministerio  de  la  lny,  intervienen  en 
esos  primeros  momentos,  de  indiscu- 
tible importancia  para  apreciar  exac- 
tamente los  hechos  delictuosos,  y  que 
es  de  imprescindible  necesidad  apro- 
vechar con  sensatez  y  prudente  tino 
para  hacer  evidente  la  culpabilidad  o 
inocencia  de  los  que  aparezcan  sindi- 
cados; o  bien,  para  grabar  con  carac- 
teres permanentes  la  existencia  de 
hechos  que  en  todo  tiempo  manten- 
gan viva  y  fija  la  reconstrucción  de 
los  actos  que  determinen,  sin  lugar  a 
dudas,  la  intervención  del  iufractoi". 
Esas  instrucciones  tienden  a  evitar 
irregularidades  y  omisiones  que  en  la 
prosecución  de  la  causa  y  su  senten- 
cia defiuitiva,  hacen  complicada  y 
difícil  la  labor  de  los  Jueces  y  Magis- 
trados Superiores.  De  manera  prác- 
tica urge  poner  remedio,  para  que  la 
aplicación  estricta  de  la  ley  sea  eficaz 
y  a  ello  contribuye  la  tramitación 
bien  dirigida  de  las  diligencias  iui 
ciales,  que  constituyen  la  base  en  que 
descansa  la  máquina  procesal  de  la 


criminalidad  y  sobre  la  cual  se  desen- 
vuelve y  desarrolla  la  pesquisa  en  to- 
das sus  ramificaciones  posteriores.  La 
ley  señala  las  disposiciones  que  deben 
tenerse  presente  y  establece  las  dili- 
gencias que  deben  practicarse  para 
el  mejor  resultado;  pero  quizá  por  la 
forma  de  su  exposición  y  el  tecnicis- 
mo jurídico  que  se  emplea,  no  es'én 
al  alcance  de  los  .Jueces  Instructores, 
especialmente  al  de  los  Alcaldes  Mu- 
nicipales, quienes  eu  su  mayor  parte, 
incurren  eu  lamentables  omisiones 
que  redundan  en  detrimento  público, 
porque  de  esas  omisioues,  que  algunas 
veces  ya  no  es  posible  subsanar, 
depende  la  incierta  aplicación  de  la 
ley,  obstaculizando  la  acción  de  los 
Tribunales  para  que  la  administra- 
ción de  justicia  sea  pronta  y  cumplida. 

La  Suprema  Corte,  tomando  en 
considera  ióu  estas  razones,  que  traen 
graves  consecuencias  para  la  repre- 
sión recta  y  bien  intencionada  de  las 
infracciones  punibles,  trata  de  evitar 
hasta  donde  le  sea  posible  las  deficien- 
cias actuales  y  hacia  esa  couclusióu  di- 
rigen sus  actos  los  Señores  Magistra- 
dos, al  publicar  las  instrucciones  que 
apareceu  en  el  presente  número  de 
la  Gaceta,  las  cuales  tienen  como 
fundamento  las  emitidas  por  el  mis- 
mo Tribunal,  el  año  de  1893  con 
las  enmiendas  pertinentes  para  amol- 
darlas a  las  disposiciones  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  vigente. 
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Mirtos  o  los  Jueces  de  Poz  j  Municipales 


Instrucciones  dirigidas  por  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  a  los  Jueces  de  Paz  y  Jueces  Muni- 
cipales para  unificar  los  Procedimientos  y 
Práctica  de  las  Primeras  Diligencias  en 
Materia  Criminal. 


APERTURA  DEL  PROCESO 


Toda  causa  comienza  por  el  auto 
cabeza  del  proceso,  motivado  por  la 
acusación  o  denuncia  de  un  delito. 
(Arts.  210  a  232  Cod.  Ps.  Pls.) 

Los  Tribunales  están  en  el  deber 
de  tomar  declaración  al  acusador  o 
denunciante,  y  al  bacerlo  cuidarán 
de  que  se  expliquen  con  la  mayor 
amplitud  y  claridad,  acerca  de  las 
circunstancias  del  hecho  que  se  acusa 
o  denuncia  y  de  la  persona  del  pre- 
sunto culpable,  para  ordenar  la  deten- 
ción de  éste  en  su  caso. 

No  debe  olvidarse  que  esa  declara- 
,  ción  y  la  indagatoria  del  ofendido, 
son  las  que  sirven  de  base  principal 
a  la  averiguación  que  debe  seguirse 
acerca  del  hecho  denunciado,  y  que 
mientras  mayor  sea  el  número  de 
datos  conducentes  que  comuniquen, 
mayores  facilidades  hallará  el  Juez 
en  la  instrucción  del  proceso  respec- 
tivo, averiguación  del  delito  y  descu- 
brimiento del  delicuente. 

Es  indispensable  en  la  declaración 
de  todo  acusador,  hacer  constar  si  se 
constituye  formalmente  como  tal, 
interrogándolo  sobre  el  particular. 

Cujjíido  el  proceso  se  inicia  en  vir- 
tud de  parte  oficial  de  un  Jefe  de 
policía  o  de  autoridad  competente, 
que  se  refieren  a  lo  manifestado  por 
el  agente  o  agentes,  o  particulares 
que  presenciaron  la  perpetración  del 
delito,  o  las  circunstancias  anteriores 
o  posteriores  al  acto  punible,  o  bien 
prendieron  al  presunto  culpable;  es 
necesario,  después  de  ratificado  el 
parte,  tomar  lo  más  pronto  posible 
su  declaración  a  dichos  agentes  o 
personas  citadas,  que  pueden  sumi- 
nistrar datos  oportunos  y  muchas 


veces  de  vital  importancia-  para  faci- 
litar la  averiguación  de?  delito  de- 
nunciado y  el  descubrimiento  de  su 
autor. 

Debe  en  seguida,  y  antes  de  inte- 
rrogar al  reo,  tomar  su  declaración  al 
ofendido,  porque  sin  los  datos  que 
éste  sumistra,  en  la  mayor^  parte  de 
los  casos  se  carece  de  base  sólida  pa^a 
formular  la  indagatoria  del  preve- 
nido, y  se  ignoran  los  puntos  acerca 
de  los  cuales  deba  ser  preguntado. 

Al  tenerse  noticia  de  la  comisión 
de  un  delito,  deberá  también  procu- 
rarse inmediatamente  la  práctica  de 
toda  diligencia  que  pueda  dar  luz  en 
el  esclarecimiento  del  hecho,  averi- 
guándolo por  las  personas  que  pueden 
informar  y  tomando  nota  minuciosa 
del  lugar  y  accidentes  que  puedan 
variar  con  el  transcurso  del  tiempo  o 
por  cualquier  accidente. 

Además  debe  cuidarse  de  llamar  en 
el  acto,  médico  o  cirujano,  cuando 
hubiere  paciente  que  necesitase  de 
sus  auxilios,  que  se  le  prodigarán  aún 
cuando  no  haya  llegado  la  autoridad, 
cuidando  de  hacerse  constar  inme- 
diatamente por  diligencia  judicial, 
las  huellas  del  delito.  Pero  si  hubie- 
re cadáver,  será  la  autoridad  la  que 
deba  levantarlo,  cuidándose  de  que 
en  el  acta  de  reconocimiento  quede 
constancia  de  todos  los  pormenores 
nocesarios.  En  todos  los  casos  la 
identificación  del  cadáver  se  verifica- 
rá de  toda  preferencia,  expresándose 
el  nombre  del  muerto,  su  edad,  domi- 
cilio, profesión,  etc.  y  si  fuese  desco- 
nocido, se  le  expondrá  en  sitio  público, 
para  que  pueda  ser  visto  y  recono- 
cido, examinándose  a  los  que  puedan 
expresar  su  nombre  y  vecindad,  y  no 
habiendo  quien  le  conozca,  se  proce- 
derá a  darle  sepultura,  precediendo 
el  examen  de  testigos  o  quedando 
razón  en  la  causa,  de  las  señas  de  su 
persona,  edad,  estatura,  pelo,  cica- 
trices y  señas  particulares;  se  guar- 
darán las  ropas  que  tenía  el  difunto,  y 
se  fotografiará  cuando  fuere  posible. 
(Arts.  233  a  251  Cod.  Pr.  Pls.) 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


347 


ACTAS  DE  RECONOCIMIENTO 


La  mayor  parte  de  los  delitos  dejan 
vestigios  materiales,  por  los  que  casi 
siempre  se  facilita  la  manera  de  ave- 
riguar cómo  fue  perpetrado  el  hecho 
y  a  determinar  esas  circunstancias 
tiende  la  inspección  ocular  que  el 
Juez  debe  practicar  en  el  lugar  del 
crimen,  las  cuales  se  harán  constaran 
el  acta  descriptiva. 

Para  que  ésta  llene  su  objeto,  debe 
contener  una  relación  detallada  y 
completa  de  lo  que  so  haya  observado. 
(Arte.  260-261-262-  Cod.  Pr.  Pls). 

Así,  en  los» casos  de  homicidio,  es 
necesario  consignar  la  posición  en 
que  se  halle  el  cadáver,  las  heridas 
que  presente,  el  vestido  que  lleve, 
especificando  los  girones  o  señales  de 
lucha,  las  armas  u  objetos  que  junto 
a  él  se  hallaren,  la  posición  y  direc- 
ción de  las  manchas  de  sangre,  si  hu- 
biere señales  de  haber  andado  alguna 
o  algunas  personas  en  la  proximidad 
del  cadáver,  si  las  lesiones  que  pre- 
sente parecen  haber  sido  causadas  en 
lugar  en  que  se  halla  o  en  otro  dis- 
tinto, y  con  las  armas  recogidas  cerca 
de  él,  etc.  etc.  y  todas  las  otras  cir- 
cunstancias que  tiendan  a  establecer 
lo  más  precisa  y  detalladamente  posi- 
ble, la  manera  cómo  se  efectuó  la 
muerte.  En  los  casos  de  heridas 
proceden  iguales  diligencias,  descri- 
biendo el  número  y  situación  de  las 
lesiones.  Es  así  mismo  oportuno  el 
reconocimiento  de  las  armas  o  instru- 
mentos con  que  se  hubiere  perpetrado 
el  delito  y  las  que  se  recojan  a  los 
ofendidos.— (Arte.  265  y  268  Cod. 
Pr.  Pls.) 

En  los  delitos  de  robo  es  esencial 
reconocer  el  sitio  en  que  fue  cometido 
el  hecho,  a  fin  de  hacer  constar  los 
vestigios  que  revelen  haberse  emplea- 
do violencia,  fractura  de  puertas, 
cerraduras,'  etc.  o  escalamiento  de 
pared  al  perpetrarlo  el  ladrón,  reco 
giendo  los  objetos  que  hubiere  dejado. 
(Arte.  281  y  282  Cod.  Pr.  Pls  ) 


Cuando  se  trate  de  hurtos  de  semo- 
vientes y  de  objetos  muebles  que  se 
recojan,  es  conveniente  hacer  valorar 
cuanto  antes  por  expertos  las  espe- 
cies o  animales  hurtados,  y  hacer  que 
los  que  se  dicen  sus  dueños  comprue- 
ben su  propiedad,  para  que  les  sean 
entregados  en  depósito  provisional, 
evitando  aáí  el  que  estén  por  largo 
tiempo  privados  del  uso  de  ellos,  y  se 
graven  con  gastos  de  alimentación. 

Deben  así  mismo  hacerse  reconocer 
los  ganzúas,  o  llaves  falsas  que  se 
api'ehendan  a  ciial  quiera  oersona,  ya 
que  constituye  un  hecho  punible  la 
sola  portación  de  aquellos  objetos. 
En  los  casos  de  robo  se  comprende 
desde  luego  que  es  indispensable  el 
reconocimiento  de  ganzúas  o  llaves 
falsas  aprehendidas  a  los  sindicados, 
porque  de  ese  reconocimiento  muchaa 
veces  depende  se  caracterice  el  delito 
que  se  pesquisa. 

En  los  delitos  contra  la  honestidad 
(violación,  estupro,  abusos  deshones- 
tos), por  regla  general,  desaparecen 
pronto  los  vestigios  materiales  que 
dejan,  y  de  ahí  la  necesidad  que  hay 
de  que  el  Juez  instructor,  como  dili- 
gencia urgente,  decrete  y  haga  prac- 
ticar cuanto  legalmente  proceda,  el 
reconocimiento  de  la  pei\sona  ofen- 
dida, cuidando  de  que  se  efectúe  con 
los  requisitas  que  para  esos  casos 
determina  la  ley.  (Art.  285  Cod. 
Pr.  Pls.)  • 

En  los  casos  de  incendio,  se  averi- 
guará el  modo,  lugar  y  tiempo  en  que 
se  efectuó,  la  calidad  de  la  materia 
que  lo  produjo  y  las  circunstancias 
por  las  cuales  pueda  conocerse  que 
haya  sido  intencional.  (Art.  286  Cod. 
Pr.  Pls.) 

En  una  palabra,  la  comprobación 
del  cuerpo  del  delito  por  medio  de  re- 
conocimiento judicial  es  una  de  las 
más  urgentes  diligencias  del  juicio, 
que  debe  practicarse  desde  los  prime- 
ros momentos,  a  fin  de  poder  apreciar 
y  hacer  constar  vestigios  o  señales 
que  en  muchos  casos  desaparecen  con 
el  transcurso  de  poco  tiempo;  y  de 
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consignar  ciertas  circunstancias  que 
son  características  del  delito  y  revelan 
desde  luego  de  un  modo  decisivo  la 
manera  cómo  aquél  se  perpetró  y  a 
la  vez  la  persona  del  delieuente.  (Art. 
287  Cod.  Pr.  Pis.) 

Interrogatorio  de!  Procesado 

En  el  interrogatorio  del  reo  deberá 
hacerse  consta!1:  sus  calidades  per- 
sonales, especificando  el  número  de 
años  que  tiene,  o  el  que  represente; 
caso  de  ignorarlo.su  nombre,  apellido 
paterno  y  materno,  su  vecindario  o 
residencia,  el  lugar  de  su  origen,  su 
profesión,  oficio  o  manera  de  propor- 
cionarse la  subsistencia,  si  es  o  no 
militar  y  a  qué  cuei-po  pertenece,  si 
ha  sido  procesado  anteriormente,  por 
qué  delito,  en  qué  Tribunal,  si  cum- 
plió la  condeua  que  le  fue  impuesta, 
y  por  último,  si  sabe  o  no  leer  y  es- 
cribir y  si  tiene  o  no  apodo  conocido. 
Tales  datos  sirven  no  sólo  para  los 
estudios  de  estadística  criminal,  sido 
en  muchos  casos  también  para  llenar 
formalidades  judiciales,  como  el  nom- 
bramiento de  tutor  en  el  pleuario,  y 
para  identificar  en  todo*  caso  la  per- 
sona del  procesado.  (Arts.  288-289 
290-291  y  subsiguiente.  Cod.  Pr.  Pls) 

La  iudagatoria  se  toma  amones- 
tándole para  decir  vardad  (Art.  306 
Cod.  Pr  Pls.)  por  medio  de  intérprete 
protestado,  cuando  el  que  ha  de  pres- 
tarla no  habla  castellano;  y  como 
tiene  por  objeto  averiguar  si  el  que 
la  da  es  autor  del  delito  que  ee  pes- 
quisa, debe  interrogársele  lo  más 
detallamente  acerca  de  la  culpabilidad 
que  se  imputa,  del  lugar  en  que  se 
hallaba  cuando  el  delito  ee  perpetró, 
de  los  testigos  con  quienes  comprue- 
ba haber  estado  en  esos  momentos  o 


excepciones  que  indique  para  excul- 
parse, de  los  que  presenciaron  la  co- 
misión del  hecho  punible,  y  de  todas 
las  demás  circunstancias  que  tiendan 
a  demostrar  la  culpabilidad  o  lo  ino- 
cencia del  interrogado.  Como  la 
variedad  de  los  delitos  es  tanta,  im- 
posible sería  consignar  reglas  precisas 
acerca  de  las  interrogaciones  que 
deben  hacerse  a  los  reos;  pero  el  buen 
criterio,  y  el  celo  del  Juez  instructor, 
inspirado  en  la  idea  de  que  el  juicio 
criminal  tiene  como  uno  de  los  obje- 
tivos el  convencer  al  delincuente,  si 
lo  fuere,  por  todos  los  medios  legales 
posibles,  de  la  culpabilidad  que  se  le 
imputa,  indicarán  al  propio  Juez  las 
circunstancias  y  hechos  sobre  los  que 
convenga  interrogar  al  enjuiciado, 
dando  la  debida  importancia  a  los 
que  puedan  revelar  los  caracteres 
esenciales  y  la  manera  de  ejecución 
del  hecho  pesquisado,  y  omitiendo 
las  que  sin  positivo  buen  resultado 
práctico  sólo  tiendan  a  embrollar  la 
averiguación.  Se  cuidará  de  consig- 
nar en  términos  claros,  y  precisos,  la 
declaración  del  reo,  procurando  cuan- 
do fuere  posible  y  útil  emplear  sus 
mismas  o  parecidas  expresiones  y 
palabras.  (Arts.  304  a  325  Cod.  Pr. 
Pls.) 

Cuando  negare  el  hecho  y  expresare 
que  el  día  y  la  hora  en  que  aquél  se 
verificó  se  hallaba  en  un  lugar  dis- 
tinto, del  en  que  se  perpetró  el  delito, 
se  le  preguntará  con  qué  personas 
puede  comprobar  esa  circunstancia; 
para  evitar  así,  que  en  el  plenario  los 
defensores  maliciosos,  por  medio  de 
testigos  sobornados,  establezcan  la 
indicada  excepción  alegando  que  por 
olvido,  atribulación  u  otro  motivo  no 
lo  propuso  en  su  indagatoria. 
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TESTIGOS 


Al  interrogar  durante  el  sumario  a 
los  testigos  que  aparezcan  citados, 
debe  concretarse  el  examen  al  de 
aquellos  cuyos  dichos  puedan  refe- 
rirse a  las  circunstancias  o  hechos 
que  tengan  conexión  con  el  que  se 
averigua;  evitando  consignar  las  citas 
notariamente  inconducentes.  (Arts. 
326  a  329  Cod.  Pr.  Pls.) 

El  Juez  debe  hacer  comparecer  a 
su  presencia  a  cada  testigo,  uno  des- 
pués del  otro,  y  antes  de  examinarlos, 
si  fueren  mayores  de  ]6  años,  les 
recibirá  la  siguiente  protesta:  ¿  Protes- 
táis solemnemente  decir  la  verdad  en  lo 
que  fuereis  preguntado  f  Respondiendo 
el  testigo  «Sí  protesto,»  el  Juez  agre- 
gará: «Si  así  no  lo  hiciereis  seréis  respon- 
sable de  falsedad.» 

El  testigo  menor  de  16  años  será 
solamente  amonestado  para  decir 
verdad. 

Es  indispensable  que  declaren  di- 
chos testigos  haciendo  una  relación, 
lo  más  detallada  y  minuciosa  que  sea 
dable,  de  las  circunstancias  y  hechos 
que  presenciaron  o  sobre  que  son 
llamados  a  prestar  su  testimonio, 
procurando  consignaréste  de  un  modo 
claro  y  preciso;  usando,  si  es  posible, 
de  las  mismas  frases  y  palabras  del 
testigo,  y  cuidando  de  que  las  decla- 
raciones sean  concisas,  pero  que 
abracen  todo  lo  conducente  a  la  ave- 
riguación del  hecho.  (Arts.  343  y 
344  Cod.  Pr.  Pls.) 

Siendo  la  prueba  de  testigos  de  las 
que  más  aplicación  tienen  en  el  juicio 
criminal,  deben  los  Jueces,  con  par- 
ticular empeño,  cuidar  de  que  al 
practicarla  se  llenen  siempre  los 
requisitos  de  ley,  para  evitar  que  por 


falta  de  alguno  de  éstos  se  anule  o 
desestime.  (Arts.  346  a  358  Cod.  Pr. 
Pls.) 

Cuando  el  testigo  diga  que  sabe  el 
hecho  por  el  rumor  público,  deberá 
preguntársele  qué  personas  se  lo  refi- 
rieron o  a  quiénes  se  les  oyó  decir. 

Antes  de  recibir  la  declaración  de 
cada  testigo,  debe  leerles  los  Arts. 
211-212  y  213  del  Código  Penal. 


Formalidades  que  deben  tenerse 
muy  presentes  en  las  actua- 
ciones 


Para  las  actuaciones  en  materia 
criminal  no  se  reconocen  días  feria- 
dos; siendo  hábiles  por  consecuencia, 
todas  los  días  y  horas.  (Art.  148 
Cod.  Pr.  Pls.) 

Las  entrerrenglonaduras  deben 
transcribirse  literalmente  antes  de 
la  suscripción;  en  caso  contrario, 
se  considerarán  como  no  puestas. 

Queda  prohibido  hacer  rascaduras 
en  las  actuaciones  judiciales,  bajo  las 
penas  que,  para  la  alteración  de  docu- 
mentos, establece  el  Código  Penal 
Art?  150  Cod.  Pr.  Pls. 

Para  que  las  tostaduras  no  sean  con- 
sideradas como  una  suplantación,  se 
tirará  una  línea  sobre  ellas  de  modo 
que  quede  legible  su  contenido,  sal- 
vándose al  fin.  (Art.  151  Cod.  Pr.  Pls.) 

En  todo  escrito  cuidará  el  Secre- 
tario de  poner  la  fecha  y  la  hora  de 
su  presentación .  (Art.  152  Cod.  Pr. 
Pls.) 

Las  páginas  serán  foliadas.  Todas 
las  hojas  deberáu  sellarse  y  rubricar- 
se por  el  Secretario.  Las  diligencias 
deberán  aseutarse  unas  a  continua- 
ción de  otras.  (Arts.  153-154-155 
Cod.  Pr.  Pls.) 
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Nunca  y  por  ningún  motivo  se 
entregarán  los  autos  en  confianza. 
El  Juez,  o  Secretario  que  infrinja 
este  artículo  sufrirá  una  multa  de 
diez  a  cincuenta  pesos,  quedando  su- 
jeto a  las  demás  sanciones  que  esta- 
blece el  Art.  158  Ood.  Pr.  Pls. 

Las  providencias,  llevarán  la  fecha, 
cita  de  ley  en  que  se  funde,  media 
firma  del  Juez  y  firma  entera  del  Se- 
cretario. (Arts.  160  y  162  Cod.  Pr. 
Pls.) 


Artículos  del  Código  Penal  que 
deben  leerse  a  los  testigos 
antes  de  dar  su  declaración 


Artículo  211.— Al  que  en  causa  cri- 
minal diere  falso  testimonio  contra 
el  reo,  se  le  impondrá  la  mitad  de  la 
pena  señalada  al  delito  imputado  a 
aquel  contra  quien  diere  falso  testi- 
monio. 

Artículo  212.— Si  el  falso  testimo- 
nio que  se  diere  en  causa  criminal 
fuere  en  favor  del  reo,  se  impondrá 
al  que  lo  produjere  la  tercera  parte 
de  la  pena  que  corresponda  al  delito 
imputado  a  aquel. 

Artículo  213. — Al  que  en  causa  cri- 
minal diere  falso  testimonio  que  no 
perjudicare  ni  favoreciere  al  reo  o  se 
abstuviere  de  declarar  constándole 
un  dicho,  o  hecho,  o  bien,  con  el 
objeto  de  ocultar  la  verdad,  la  tergi- 
versare, se  le  impondrá  la  quinta 
parte  de  la  pena  que  corresponda  al 
delito  que  se  averigua. 


SUPLEMENTOS 


Cuando  la  denuncia  de  un  delito 
fuere  por  escrito  se  proveerá  (Modelo 
N?  1): 


«J uzgado  Municipal  o  de  Paz  de  

Ratifiqúese  e  instrúyase  la  averi- 
guación que  corresponde.  Art9  228 
Cod.  Pr.  Pns.» 

Cuando  la  denuncia  fuere  verbal  o 
de  palabras  se  proveerá  (Modelo  N?  2): 

«Juzgado  Municipal  o  de  Paz  de  

Por  cuanto:  en  estos  momentos,  las. . 

t 

se  presenta  Don  dando  parte  de 

haberse  cometido  un  delito. 

Por  tanto:  previas  las  formalidades 
de  ley,  instrúyase  la  averiguación  co- 
rrespondiente. Arts.  218-236  y  239  Cod. 
Pr.  Pns.» 

A  continuación  de  la  anterior  de- 
nuncia verbal  'se  levantará  el  acta,  en 
forma  de  declaración  siguiente  (Mo- 
delo N?  3)   (Art.  218  Cod.  Pr.  Pns.): 

«En   a  del  mes  de  

mil  novecientos  veintidós,  ante  mí  el 
infrascrito  Juez  de  Paz  y  Secretario 

compareció  de ... .  años  de  edad, 

{estado)  oficio  ,  vecino  de  

fue  protestado  como  la  ley  lo  establece, 
le  fueron  leídos  los  Arts.  211-212-213 
del  Código  Penal  y  expresó:  (se  hará 
una  narración  detallada  en  jornia  de 
declaración  de  lodo  cuanto  sepa  relacio- 
nado con  el  delito). — No  teniendo  más 
que  exponer,  ratificó  lo  que  deja  decla- 
rado y  firmó  (o  no  supo  firmar)  de  que 
doy  fé. —  Inmediatamente  después  y 
cuando  fuere  procedente,  se  constituirá 
el  Juez  en  el  lugar  donde  se  cometió 
el  delito  y  levantará  el  acta  descriptiva 
que  exige  el  Art?  252  Cod.  Pr.  Pls.» — 

Acta  Descriptiva    (Modelo  N9  4.): 

«En  a  de  de  mil 

novecientos  veintidós,  constituido  el 
infrascrito  Juez  y  Secretario  en  el  lugar 

de   situado  en  esta  jurisdicción, 

con  el  objeto  de  levantar  el  acta  des- 
criptiva de  ley,  se  procedió  de  la 
manera  siguiente:  {Describirá  con  loa 
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mayores  detalles  el  lugar  o  paraje.  En 
caso  de  homicidio,  hará  constar  la  posi- 
ción del  cadáver,  vestidos,  lesiones  que 
presente,  objetos  que  se  hallaren  inme- 
diatos a  él,  si  el  hecho  pudo  cometerse 
en  el  lugar  donde  está  u  otro:  consignan- 
do el  motivo  que  lo  induzca  a  apreciarlo 
asi;  ya  por  las  huellas  que  observare  o 
los  signos  de  riña',  se  identificará  por 
medio  de  testigos  que  a  su  oista  den 
razón  satisfactoria  de  su  conocimie/ito. 
Según  el  delito,  así  hará  constar  todo 
cuanto  tenga  relación  con  él. 

En  ningún  caso  estarán  demás  los 
detalles  más  amplios  relacionados  con 
el  hecho  que  se  pesquise. )  No  habiendo 
otros  hechos  que  hacer  constar,  se  dio 
por  concluida  esta  acta  que  autoriza  el 
infrascrito  Juez  y  Secretario  de  que 
doy  fé.» — 

Declaración  de  Testigo  (Modelo 
N?  5): 

«En  la  misma  fecha,  presente  el  tes- 

t¡£°  <ie  años  de  edad,  {estado) 

vecino  de  oficio...  ,  con  las 

formalidades  de  ley,  el  Señor  Juez  le 
recibió  la  protesta  respectiva,  ofreció 
producirse  sólo  con  verdad;  le  fueron 
leídos  los  Arts.  211-212  y  213  del  Có- 
digo Penal  y  examinado  con  relación 
al  hecho  que  ge  pesquisa,  expreso:  (se 
hará  constar  de  la  manera  más  amplia 
y  detallada  cuanto  sepa  o  tenga  noticia, 
procurando  consignar  lo  que  declare  con 
la  mayor  claridad,  expresando  las  ideas, 
hasta  donde  fuere  posible  con  sus  pro- 
pias palabras.  — Conviene  que  el  Juez 
tenga  presente  para  ésta  diligencia  lo 
que  dice  el  Artf  346  Cod.  Pr.  Pns.) 
Leído  que  le  fue  ratificó  lo  escrito,  sin 
modificación,  reprodujo  sus  generales 
y  firmó  (o  no  supo  firmar)  de  que  doy 
Í6.>— 


Indagatoria  del  reo    (Modelo  N?  5.): 
«En  la  misma  fecha  fue  extraído  de 
la  detención  un  hombre  quien  amones- 
tado para  producirse  con  verdad,  ex- 
presó: llamarse  de...    años  de 

edad  (estado),  oficio,  hijo  (legítimo  o 

ilegítimo)  de  y  sabe  leer  y 

escribir  (o  no  sabe)  tiene  por  apodo  

(o  no  tiene  apodo  conocido),  es  ciudada- 
no inscrito  en  el  Registro  Civil  de  

y  vecino  de,  ;  fue  indagado  como 

sigue: 

¿Ha  sido  procesado?  en  este  caso,  ¿en 
qué  Tribunal?  ¿por  qué  delito?  si  fue  o 
no  sentenciado  y  si  cumplió  condena. 
Contestó:  (se  hará  constar  detallada' 
mente  lo  que  exprese,  haciendo  referencia 
a  cada  uno  de  los  conceptos  de  la  pre- 
gunta). 

¿Dónde  se  encontraba  (el  día  del  he- 
cho y  a  la  hora  que  tuvo  lugar),  en  qué 
se  ocupó,  de  qué  personas  se  asoció? 
Contestó:  (se  tendrá  especial  cuidado  de 
que  se  especifique  detalladamente  lo  que 
exprese,  relativo  a  cada  punto. — A  con- 
tinuación  se  le  dirigirán  todaa  aquellas 
preguntas  que  aparezcan  del  proceso, 
las  cuales  servirán  para  esclaracer  su 
culpabilidad  o  inocencia. — En  esta  dili- 
gencia tan  importante  es  donde  el  Juez  y 
Secretario  darán  a  conocer  su  inleligente 
tino  para  mejor  apreciar  la  delincuencia 
del  reo. — Se  debe  procurar  antes  de  esta 
diligencia,  hacer  un  estudio  del  procedo  y 
prepirar  previainente  las  preguntas  que 
se  le  deban  dirigir,  sin  omitir  las  que  naz- 
can de  las  contestaciones  que  dé  en  ese 
propio  acto).     Se  leyó  al  prevenido 
cuanto  se  deja  escrito  y  sin  enmienda 
lo  ratificó  y  firmó  (o  no  supo  firmar) 
de  que  doy  fó.— 


(Principales  Funcionarios  del  (Poder  Judicial  y  Secretarios 
respectivos,  residentes  en  la  capital,  y  dirección 
de  cada  uno  de  ellos 


Corte  Suprema  de  Justicia 


Presidente,  Licenciado  Don  José  A.  Medrano   12  Avenida  Sur,  No.  20. 

Magistrado,        ,,         .,    Quirino  Flores  y  Flores   Callejón  del  Colegio,  No.  2. 

José  Serrano  Muñoz   5*  Avenida  Norte,  No.  11. 

Abel  Paredes   4a  Avenida  Sur,  No.  66. 

Juan  de  Dios  Castillo   Avenida  Central,  No.  2lA. 

Tomás  Posadas  0.  •   12  Avenida  Sur,  No.  13. 


Secretario, 


Sala  i*  de  la  Corte  de  Apelaciones 


Presidente,  Licenciado  Don  Carlos  Castellanos  R   2*  Avenida  Norte,  No.  15. 

Magistrado,        „        ,,  José  A.  Medina   12  Avenida  Norte,  No.  5. 

,,  Darío  Molina  P   9?  Avenida  Sur,  No.  32. 

Fiscal,  ,,         ,,  Benjamín  Gómez  Urruela  . .  Chalet  Pamplona. 

Procurador,        ,,         ,,  Alfredo  Alarcón   5*»  Avenida  Norte  No.  11. 

Secretario,         ,,         ,,  Encarnación  Mazariegos.. . .  9*  Calle  Oriente,  No.  36. 


Sala  2a  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  Don  Adalberto  Aguilar  Fuentes.  5a  Avenida  Norte,  No.  7. 

Magistrado,        ,,         „    Filadelfo  de  León   Avenida  de  S.  José,  No.  28. 

,,    Guillermo  Sáenz  de  Tejada.  11  Avenida  Sur,  No.  60a. 

Fiscal,  ,,         ,,    Daniel  Menéndez   4a  Avenida  Norte,  No.  12. 

Procurador,        ,,         ,,    Francisco  Medina   10  C.  O.  N°  34J. 

Secretario,         ,,         ,,    Rodolfo  Gálvez  Molina          13  Avenida  Sur,  No.  19. 


Sala  3a  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  Don  J.  Daniel  Ramírez   5a  Calle  Poniente,  No.  11. 

Magistrado,        ,,         „    Manuel  García  Alvarado  ...  4a  Avenida  Norte,  No.  16. 

,,    Juan  J.  Pérez   Prolongación  7a  A.  N.  No  5j>. 

Fiscal,  ,,        ,,    Leopoldo  Rosales   Avenida  Central  N°  78. 

Procurador,        ,,        ,,    Manuel  Franco   Banco  Colombiano. 

Secretario,         „         ,,   Valentín  Alvarez  P  

Jueces  de  Ia  Instancia  de  la  Capital 

Juez  1?,  Licenciado  Don  Miguel  Alfredo  Gil   5a  Catle  Poniente,  No.  36. 

2°,        ,,  ,,  Leopoldo  Sandoval   Avenida  del  Golfo,  No.  5. 

39,  ,,  ,,  Francisco  Menéndez   11  Calle  Oriente  No.  26. 

40,  ,,  ,,  Avelino  Mariscal   13  Calle  Oriente,  No.  33. 

5o,        ,,  Lisandro  de  León  M   4a  Calle  Oriente,  No.  24. 

69,        ,,  ,,  Celso  D.  Cerezo   17  Calle  Oriente,  No.  31. 


NOTA:— La  Corte  Suprema  de  Justicia  y  las  Salas  1»,  2»  y  3«  de  la  Corte  de  Apelaciones,  están  insta- 
ladas en  la  casa  N»  37  de  la  9»  Calle  Oriente;  los  Juzgados  1»,  2?  y  3»  de  1»  Instancia  del  Kamo  Civil,  en  la 
casa  N*  6  de  la  11  Avenida  Sur  y  los  Juzgados  4°,  6°  y  6»,  de  1 '  Instancia  dal  Ramo  Criminal,  se  encuentran 
en  el  edificio  situado  en  la  7*  Avenida  Sur,  entre  16  y  17  Calle  Oriente . 
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PROYECTO  DE  CODIGO  PENAL 

(Continúa) 


MODO  EXCEPCIONAL  DEL  ARRESTO 

Artículo  189.— Cumplirán  la  pena  de  arres- 
to en  su  propia  casa  las  mujeres  honestas,  las 
madres  durante  los  seis  primeros  meses  de  la 
lactancia  y  las  personas  ancianas  o  valetudi- 
narias. Los  funcionarios  públicos  y  los  Mi- 
nistros de  cualquier  culto  permitido  en  la 
República,  la  descontarán  en  su  oficina  o  en 
sus  casas,  según  lo  determina  la  sentencia, 
con  la  reserva  de  ser  trasladados  a  la  cárcel 
pública  respectiva,  si  dejaren  de  guardar  en 
esa  forma  la  reclusión  impuesta. 

capitulo  rV 

DE  LA  LIBERTAD  CONDICIONAL  Y  DE  LA 
PROLONGACION  DE  ALGUNAS  PENAS 


CASOS  DE  LIBERTAD  CONDICIONAL 

Artículo  190. — El  penado  con  relegación 
después  de  cuatro  años  de  sufrirla;  el  penado 
con  presidio  indeterminado,  que  hubiere 
cumplido  diez  y  seis  años  de  condena,  y  el 
penado  con  más  de  tres  años  de  presidio 
temporal  o  prisión  que  hubiere  descontado  la 
mitad  de  la  pena,  obtendrá  libertad  condi- 
cional, si  del  libro  de  registro  de  la  prisión  y 
de  los  informes  del  Consejo  de  la  misma, 
apareciere  que  han  observado  con  regularidad 
los  reglamentos  penales;  que  su  conducta  en 
lo  demás  ha  sido  buena,  y  que  debe  estimár- 
seles como  corregidos  de  sus  tendencias  crimi- 
nales o  hábitos  perversos. 

OBLIGACIONES  CONSIGUIENTES  A  LA  CONCE- 
SIÓN DE  LA  LIBERTAD  CONDICIONAL 

Artículo  191. — El  penad  que  obtuviere  la 
libertad  condicional,  queda  sujeto  por  todo 
el  tiempo  que  falte  de  la  condena,  a  las 
siguientes  obligaciones: 

1' — A  residir  en  el  lugar  que  determine  el 
auto  de  soltura. 

29 — A  someterse  a  vigilancia  especial  de  la 
autoridad,  conforme  a  las  reglas  que  fije  el 
mismo  auto. 

3? — A.  adoptar  en  el  plazo  que  él  señale, 
oficio,  arte,  industria  o  profesión,  si  no 
tuviere  medios  propios  de  subsistencia 

EXTINCIÓN  DE  LA  PENA 

Artículo  192. — Transcurrido  el  término  de 
la  condena  sin  que  la  libertad  condicional  haya 
sido  revocada,  la  pena  quedará  extinguida. 


REVOCACIÓN 

Artículo  193.— La  libertad  condicional  será 
revocada,  cuando  el  penado  cometiese  nuevo 
delito  o  violare  las  obligaciones  que  le  imponen 
los  incisos  l9  y  3o  del  artículo  191 

La  infracción  repetida  por  más  de  dos  veces 
de  las  reglas  de  vigilancia  a  que  se  refiere  el 
inciso  29  del  mismo  artículo,  será  también 
motivo  para  dicha  revocación,  cuando  la  falta 
no  se  deba  a  enfermedad  u  otro  impedimento 
suficiente. 

CONSECUENCIA  DE  LA  REVOCACIÓN 

Artículo  194.— Revocada  la  libertad  condi- 
cional, no  se  computará  el  tiempo  que  ella 
haya  durado  en  el  término  de  la  condena  y  el 
penado  ingresará  de  nuevo  en  el  estableci- 
miento penal.  Ningún  penado  cuya  libertad 
haya  sido  revocada,  podrá  obtenerla  nue- 
vamente. 

CASOS  EN  QUE  LA  LIBERTAD  CONDICIONAL 
NO  PUEDE  CONCEDERSE 

Artículo  195.— El  beneficio  de  la  libertad 
condicional  no  puede  otorgarse  a  los  reinci- 
dentes, salvo  lo  dispuesto  en  el  artículo  190 
respecto  de  los  sometidos  a  relegación. 

COMO  SE  CONCEDE  LA  LIBERTAD 
CONDICIONAL 

Artículo  196.- La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia tiene  exclusivamente  la  atribución  de 
conceder  la  libertad  condicional,  de  oficio  o 
a  solicitud  de  parte  del  Ministerio  Público, 
con  conocimiento  de  las  notas  de  conducta 
del  penado,  según  aparezcan  del  Registro  del 
establecimiento  penal,  oyendo  el  dictamen  del 
Consejo  Nacional  de  l'risiones  y  en  auto 
motivado. 

COMO  SE  REVOCA 

Artículo  197.- Corresponde  también  a  la 
misma  Corte  la  facultad  de  revocar  ese  favor, 
de  oficio  o  a  petición  del  Ministerio  Público 
o  de  cualquier  ciudadano,  sin  más  trámite 
que  el  necesario  para  establecer  la  causal 
respectiva. 

PROLONGACIÓN    DE  LAS   PENAS  POR  UNA 
CUARTA  PARTE  MÁS 

Artículo  198. — Las  penas  de  presidio  tem- 
poral y  prisión  implican  la  posibilidad  de 
retención  del  penado  en  el  establecimiento 
por  un  tiempo  igual  a  la  cuarta  parte  del 
fijado  en  la  sentencia,  y  esa  retención  se  hará 
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efectiva,  cuando  en  la  segunda  mitad  de  su 
condena  hubiere  observado  notable  mala  con- 
ducta, ya  en  hábitos  perversos,  ya  resistién- 
dose al  trabajo  o  incurriendo  en  graves  faltas 
de  disciplina. 

CASOS  EN  QUE  LA  PROLONGACIÓN  NO  - 
PROCEDE 

Artículo  199. — La  retención  indicada  en  el 
artículo  anterior  no  podrá  decretarse  contra 
los  penados  que  conforme  a  los  artículos  144 
y  146,  hayan  de  sufrir  la  pena  de  relegación 
después  de  cumplida  la  principal. 

COMO  SE  DECRETA  ¿A  RETENCIÓN 

Artículo  200. — Corresponde  a  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  la  facultad  de  decretar 
la  retención  penal  indicada  en  los  artículos 
anteriores,  pudiendo  para  ello  proceder  de 
oficio  o  a  solicitud  del  Ministerio  Público  o 
del  Consejo  Nacional  de  Prisiones,  y  con  tal 
objeto  el  Director  de  cada  establecimiento  de 
presidio  o  prisión  dará  a  la  Corte,  al  Minis- 
terio Público  y  a  dicho  Consejo,  informe 
completo  acerca  de  los  penados  cuya  punición 
estuviere  al  terminarse,  en  la  forma  y  con  la 
anticipación  que  los  reglamentos  de  la  materia 
establezcan. 


CAPITULO  V 

EXTINCINO  DE  LA  PENA 


ENUMERACION 

Artículo  201.— Aparte  de  lo  establecido 
para  los  casos  de  condena  con  aplazamiento  o 
suspensión  y  de  libertad  condicional,  la  pena 
sé  extingue: 

1?   Por  la  muerte  del  reo. 

2*    Por  el  cumplimiento  de  la  condena. 

3*    Por  el  indulto  o  amnistía. 

4'  Por  el  perdón  del  ofendido,  si  la  puni- 
ción correspondiere  a  delito  privado. 

5'    Por  prescripción. 

PRESCRIPCIÓN 

Artículo  202. — A  condición  de  que  el  con- 
denado observe  buenu  conducta,  las  penas  se 
prescribirán  por  el  transcurso  del  tiempo, 
según  las  reglas  siguientes: 

1'  La  de  presidio  por  término  indetermi- 
nado, a  los  veinticinco  años. 

2V  Las  de  presidio  temporal,  prisión, 
arresto,  extrañamiento,  confinamiento,  des- 
tierro y  caución,  cuando  haya  transcurrido 
un  tiempo  igual  al  máximum  del  grado  penal 
impuesto  en  el  fallo,  más  un  tercio. 


3°  La  de  multa  mayor  en  sus  grados 
cuarto  o  sexto,  en  cuatro  años,  y  en  sus 
grados  primero  a  tercero  en  dos  años. 

49  La  de  multa  menor  en  sus  grados 
cuarto  y  sexto,  en  un  año  y  en  sus  grados 
primero  a  tercero,  en  seis  meses. 

5°  Las  penas  de  interdicción  de  derechos 
no  son  susceptibles  de  prescripción. 
.  6°  Si  por  haber  habido  acumulación  de 
delitos,  la  sentencia  hubiere  impuesto  al  reo 
dos  o  más  penas  principales,  el  término  de  la 
prescripción  será  el  aplicable  a  la  pena  más 
grave  aumentando  en  un  tercio  de  su  duración. 

DESDE  CUANDO  CORRE  EL  TÉRMINO 

Artículo  203. — La  prescripción  de  la  pena 
comienza  a  correr  desde  el  día  en  que  la 
sentencia  sea  ejecutoria,  o  desde  el  quebranta- 
miento de  la  condena,  si  esta  hubiere  comen- 
zado a  cumplirse,  y  en  su  cómputo  ae 
observará  lo  dispuesto  en  el  artículo  80. 

PÉRDIDA  DEL  TIEMPO  TRANSCURRIDO 

Artículo  204 — Si  en  el  curso  del  término 
señalado  en  el  artículo  202,  el  penado  incu- 
rriere en  delito  o  falta  que  le  sean  imputados 
en  sentencia,  perderá  todo  el  tiempo  transcu- 
rrido hasta  la  fecha  de  la  nueva  delincuencia, 
y  mientras  el  proceso  se  tramita  quedará  en 
suspenso  la  prescripción. 

LA   PRESCRIPCIÓN  DE   LOS  REINCID ENTES 

Artículo  205. — No  gozarán  del  beneficio  de 
la  prescripción  de  la  pona,  los  que  hubieree 
sido  condenados  por  más  de  una  reincidencia. 

REI1AJA  EN  CASO  DE  PARCIAL  DESCUENTO 
..   DE  LA  PENA 

Artículo  206  Cuando  no  se  tratare  de  la 

totalidad  de  la  pena,  sino  de  parte  de  ella,  por 
haber  ocurrido  quebrantamiento,  y  la  pena 
infligida  fuere  privativa  de  la  libertad  per- 
sonal, el  tiempo  de  la  prescripción  será  el 
que  falte  de  la  condena,  más  un  tercio. 


TITULO  SEXTO 

DEL  REGIMEN  DE  LA  GRACIA 


CAPITULO  UNICO 


ENUMERACIÓN 

Artículo  207. — El  poder  do  gracia  com- 
prende la  amnistía,  el  indulto  total,  el  indulto 
parcial  o  rebaja  de  pena  y  la  conmutación. 
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AMNISTÍA 

Artículo  208. — La  amnistía  implica  dero- 
gación de  ley  penal  respecto  del  hecho  o 
hechos  sobre  que  recae;  extingue  la  acción 
pública  a  ellos  relativa,  así  como  la  pena,  si 
ya  hubiere  sido  pronunciada,  y  sólo  puede 
otorgarse  por  delitos  políticos  o  conexos  con 
ellos,  mediante  decreto  de  la  Asamblea 
Legislativa. 

DELITOS  CONEXOS 

Artículo  209. — Se  estimará  como  conexos, 
en  los  términos  del  artículo  anterior,  los 
delitos  comunes  que  sirvieron  de  medio  para 
perpetrar  el  atentado  político  o  que  fueren 
su  natural  consecuencia. 

PRINCIPIO    REFERENTE  A    TODAS   LAS  FORMAS 
DE  LA  GRACIA 

Artículo  210. — El  otorgamiento  -de  una 
gracia,  cualquiera  que  ella  sea,  no  afecta  en 
modo  alguno  los  derechos  del  ofendido  res- 
pecto de  la  reparación  civil  de  los  daños 
provenientes  del  hecho  punible. 

REGLAS  COMUNES  AL   INDULTO,  CONMUTACIÓN 
Y  REHABILITACIÓN 

Artículo  211. — El  ejercicio  de  la  gracia  por 
indulto  especial  y  conmutación  de  penas,  se 
somete  a  las  siguientes  reglas: 

1°  No  podrá  ser  otorgado  a  los  reos  de 
traición  a  la  patria  ni  a  los  de  homicidio 
perpetrado  en  un  ascendiente  o  descendiente, 
o  en  el  cónyuge  o  hermano. 

2°  No  procede  en  beneficio  de  los  reos 
que  hubieren  incurrido  en  más  de  una  rein 
cidencia,  o  que  hubieren  quebrantado  alguna 
condena,  o  hubieren  violado,  con  la  fuga  la 
prisión  preventiva  en  cualquier  causa,  o 
fueren  ausentes  o  rebeldes. 

39  A  uná  misma  persona  no  podrá  conce- 
derse más  de  una  gracia  por  el  mismo  delito 
y  paga. 

40  La  concesión  de  una  gracia  debe  tener 
por  objeto  satisfacer  graves  y  evidentes  nece 
sidades  de  moralidad  o  de  conveniencia 
pública,  o  de  adecuación  de  la  condena  respecto 
de  condiciones  o  circunstancias  que  no  fueren 
o  no  pudieren  ser  materia  del  pronunciamiento 
judicial. 

5°  Ninguna  gracia  será  otorgada  por  el 
Poder  Ejecutivo  sin  haber  oído  antes  el  pare- 
cer de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,salvo  que 
se  trate  de  indulto  recomendado  por  el  tri- 
bunal sentenciador,  ni  se  ejecutará  antes  de 
que  se  [dé  publicidad  *1  acuerdo  respectivo. 

69  El  acuerdo  de  concesión  expresará  las 
razones  que  motiven  la  gracia  y  hará  mención 
del  parecer  emitido  por  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 


REGLA  COMÚN  AL  INDULTO  Y  A  LA  CONMUTACIÓN 

Artículo  212. — No  podrá  agraciarse  con 
indulto  o  conmutación  a  los  que  hubieren  sido 
condenados  con  beneficio  de  suspensión  o 
aplazamiento  de  la  pena,  ni  a  los  que  obtengan 
la  libertad  condicional. 

CLASIFICACIÓN  DEL  INDULTO 

Artículo  213. — El  indulto  es  especial,  si  se 
refiere  a  la  pena  infligida  al  reo  o  reos  por  un 
delito  determinado,  y  su  concesión  corres- 
ponde al  Poder  Ejecutivo. 

Es  general,  cuando  sin  fijación  ni  de  per- 
sonas, ni  de  procesos  o  fallos,  comprende  a 
todos  los  condenados  con  motivo  de  un  suceso 
-o  acción  compleja,  y  sólo  puede  ser  otorgado 
por  el  Poder  Legislativo. 

RESTRICCIÓN   DEL  INDULTO  GENERAL 

Artículo  214. — El  indulto  general  es  apli- 
cable exclusivamente  a  los  delitos  políticos  o  a 
los  conexos  con  ellos,  según  la  definición  que 
de  éstos  se  da  en  el  artículo  209. 

KEGLAS  ESPECIALES  DEL  INDULTO 

Artículo  215. — Sin  perjuicio  de  lo  que  sobre 
esta  materia  se  estatuye  en  otros  artículos,  el 
indulto  está  regido  por  los  siguientes  pre- 
ceptos: 

1'  El  indulto  de  la  pena  principal  llevará 
consigo  el  de  las  accesorias,  excepto  la  inha- 
bilitación para  cargos  u  oficios  públicos  o 
profesiones  titulares,  que  no  debe  estimarse 
comprendida,  si  el  acuerdo  do  concesión  no 
lo  establece  expresamente. 

2°  Cabe  indultar  al  reo  de  las  penas  acce- 
sorias con  exclusión  de  la  principal,  cuando 
por  su  naturaleza  o  efectos  no  sean  insepa- 
rables. 

39  El  indulto  de  la  pena  pecuniaria  exime 
al  reo  del  pago  de  la  cantidad  no  satisfecha 
aún,  sin  constituir  derecho  para  obtener  la 
devolución  de  lo  pagado. 

49  Salvo  en  los  casos  figurados  en  loa 
incisos  1',  3'  y  49  del  artículo  siguiente,  la 
comisión  de  nuevo  delito  dentro  del  término 
que  hubiere  sido  necesario  para  prescribir  la 
pena  remitida,  trae  como  consecuencia  la 
revocación  de  la  gracia  por  resolución  judicial. 

RECOMENDACIÓN   DE  INDULTO 

Artículo  216. — El  tribunal  que  pronuncie 
la  sentencia  definitiva  podrá  en  la  misma 
recomendar  al  Poder  Ejecutivo  la  remisión 
total  o  parcial,  en  cualquiera  de  los  casos 
siguientes: 

1'  Cuando  a  pesar  de  lo  que  resulte  de  la 
causa,  tuviere  conviccióu  de  que  el  delito  es 
falso  o  muy  inferior  al  imputado. 
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2'  Cnando  el  reo  haya  prestado  servicios 
eminentes  a  la  República  y  su  conducta  haya 
sido  constantemente  buena  antes  del  delito, 
debiendo  contarse  en  este  número,  desde 
luego,  a  los  que  por  la  ley  hubieren  sido 
declarados  Beneméritos  de  la  Patria. 

39    Cuando  el  delicuente  sea  un  pueblo. 

4*  Cuando  sea  un  cuerpo  de  tropas  o  una 
multitud  de  individuos  que  pase  de  cincuenta. 

CONMUTACIÓN 

Artículo  217. — La  pena  de  presidio  por 
tiempo  indeterminado  puede  ser  conmutada 
por  el  Poder  Ejecutivo,  cuando  el  reo  la 
hubiere  sufrido  por  quince  años,  imponiendo, 
en  su  lugar  la  de  relegación.  La  facultad  de 
otorgar  dicha  gracia  en  cuanto  a  las  demás 
penas  corresponde  a  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  y  se  ejercerá  conforme  a  las  reglas 
siguientes: 

l9  La  pena  de  relegación,  transcurridos 
los  dos  primeros  años,  puede  ser  cambiada  por 
extrañamiento  en  su  grado  sexto. 

29  Las  penas  de  presidio  temporal,  pri- 
sión, extrañamiento,confinamiento  y  destierro, 
una  vez  descontada  la  mitad  de  la  condena, 
pueden  ser  conmutados:  la  primera  por  pri- 
sión que  durará  el  tiempo  correspondiente  a 
la  otra  mitad  o  por  extrañamiento  que  com- 
prenderá doble  tiempo;  la  .  segunda,  por 
extrañamiento  que  comprenderá  un  lapso 
igual  al  que  falte  de  la  primitiva  condena  o 
por  confinamiento  que  comprenderá  dicho 
resto  aumentado  en  un  tercio;  la  tercera 
por  multa  mayor  en  sus  grados  cuarto  o  sexto; 
la  cuarta  por  multa  mayor  en  sus  grados 
primero  a  tercero,  y  la  quinta  por  multa 
menor  en  sus  grados  cuarto  a  sexto. 

3°  La  pena  de  arresto  podrá  ser  cambiada 
por  la  de  multa,  que  se  computará  a  razón  de 
dos  pesos  por  día. 

4'  Para  cualquier  caso  de  conmutación 
por  multa  es  indispensable  que  el  penado 
pruebe  que  tiene  recursos  para  pagarla. 

CONCESIONES  QVB  NO  IMPLICAN  CONMUTACIÓN 

Artículo  218. — La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia podrá  cambiar  el  paraje  de  un  confina- 
miento, sea  éste  la  condena  en  sentencia,  sea 
el  resultado  de  una  conmutación,  cuando  a  su 
juicio  hubiere  razón  poderosa  para  disponerlo 
así. 

También  podrá,  por  motivo  de  enfermedad 
grave,  suficientemente  comprobada,  y  que 
fuera  indispensable  para  la  curación  o  alivio 
del  reo,  decretar  su  traslado  del  estableci- 
miento en  que  cumple  su  condena*  al  que 
posea  mejores  recursos  para  el  tratamiento 
del  caso,  en  donde  sólo  permanecerá  el  tiempo 
necesario  para  el  íin  indicado. 


REVOCACIÓN 

Artículo  219. — La  conmutación  es  revoca- 
ble siempre  que  el  reo  quebrantare  en  cual- 
quier momento  la  pena  con  que  se  haya 
sustituido  la  del  fallo  e  incurra  en  nuevo 
delito. 

EEIIAIilLITACIÓN 

Artículo  220.— Los  reos  que  hubieren  sido 
condenados  a  inhabilitación  absoluta  o  espe- 
cial perpetua  para  cargos  y  oficios  públicos  o 
profesiones  titulares,  pueden  solicitar  del 
Poder  Ejecutivo  su  rehabilitación  después  de 
haberla  sufrido  cuatro  años  a  lo  menos,  si  esa 
pena  hubiere  sido  impuesta  como  principal,  o 
cuando  siendo  accesoria  se  hubiere  indultado 
toda  la  pena  principal. 

En  ningún  caso  se  otorgará  la  rehabili- 
tación, si  el  penado  no  hubiere  con  su  conducta 
mostrado  arrepentimiento  y  enmienda. 

FACULTAD  DE  REVOCAR  EL  INDULTO  O  LA 
CONMUTACIÓN  CIVIL. 

Artículo  221. — La  facultad  de  revocar  el 
indulto  o  la  conmutación  corresponde  exclu- 
sivamente a  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 


TITULO  SEPTIMO 
DE  LA  RESPONSABILIDAD  CIVIL 

CAPITULO  UNICO 

EXTENSIÓN  DE  LA  RESPONSABILIDAD 

Artículo  222. — El  delincuente  está  obligado 
a  reparar  todos  los  daños  que  haya  causado 
al  ofendido  con  la  acción  u  omisión  punibles, 
y  de  consiguiente  a  restituirle  las  cosas  de 
que  en  virtud  del  delito  o  falta  hubiere  sido 
privado  y  a  indemnizarlo  de  todos  los  per- 
juicios o  pérdidas  que  hayan  sido  su  consi- 
guiente. 

restituí:  iún 

Artículo  223. — Deberá  el  delincuente  resti- 
tuir al  ofendido  con  abono  de  todo  deterioro 
o  menoscabo,  la  cosa  o  los  bienes  que  le 
hubieren  sido  arrebatados  o  quitados;  y  si  eso 
no  fuere  posible  por  haber  ellos  desaparecido 
o  perecido,  o  por  haber  pasado  a  poder  de  un 
tercero  de  quien  no  quepa  reinvindicarlos 
civilmente,  estará  obligado  a  satisfacer  su 
valor  conforme  a  estimación  pericial  referida 
a  la  fecha  del  delito  o  falta. 

RESPONSABILIDAD  CIVIL  COMPATIBLE   CON  LA 
RESPONSABILIDAD  PENAL 

Artículo  224. — La  exención  de  responsabi- 
lidad penal  en  los  casos  previstos  en  los 
incisos  1*.  2<\  3?,  4<\  5'  y6'  del  artículo  63 
no  perjudica  el  ejercicio  de  la  acción  civil 
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relativa  a  los  daño9  causados  por  el  irres- 
ponsable y  en  tal  caso  estarán  obligados  los 
padres,  tutores  o  guardadores  del  loco,  menor 
o  incapaz,  cuando  se  probare  que  han  podido 
evitar  el  daño  o  que  han  descuidado  notable- 
mente la  guarda  de  los  dichos  locos,  menores 
o  incapaces. 

RESTITUCIÓN  DE  LA    COSA  QUE   SE  HALLE  EN 
PODER  DE  UN  TERCERO 

Artículo  225 — La  restitución  se  hará  aún 
cuando  la  cosa  se  halle  en  poder  de  un  tercero 
que  la  haya  adquirido  por  un  título  legal, 
salvo  siempre  el  derecho  ^de  repetir  contra 
quien  corresponda. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  cuando 
haya  prescrito  la  acción  reinvidicatoria  o 
cuando  la  cosa  sea  irreivindicable  de  poder 
del  tercero,  según  las  reglas  del  Derecho 
Civil. 

EN  CASO  DE  HOMICIDIO 

Artículo  226. — Si  se  tratare  de  homicidio, 
el  importe  de  la  reparación  del  daño  se  fijará 
atendiendo  a  las  reglas  siguientes: 

1*?  Si  el  occiso  fuere  un  padre  de  familia 
o  fuere  su  esposa,  comprenderá  el  pago  al 
cónyuge  sobreviviente,  o  en  su  defecto  a  los 
hijos,  y  a  falta  de  éstos  a  los  nietos,  de  una 
pensión  mensual  equivalente  a  la  suma  que 
en  la  condición  y  capacidades  del  interfecto 
podría  él  proporcionar  cada  mes  a  su  familia 
o  en  que  debe  apreciarse  de  la  asistencia  fami- 
liar si  se  tratare  de  la  esposa,  durante  todo  el 
tiempo  que  transcurra  mientras  el  menor  de 
los  hijos  o,  en  su  caso,  los  nietos,  no  llegue  a 
su  mayor  edad.  , 

Dicha  pensión  no  podrá  bajar  nunca  de 
sesenta  pesos  mensuales. 

29  Si  el  homicidio  se  cometiere  en  persona 
soltera  o  viuda  y  sin  hijos,  ni  nietos,  la  repa- 
ración se  cumplirá  pagando  el  penado  a  los 
herederos  del  ofendido  una  suma  que  debe 
regularse  teniendo  en  cuenta  la  fortuna  del 
reo  y  las  necesidades  de  dichos  herederos, 
sin  que  pueda' ser  inferior  a  mil  pesos. 

EN   CASO   DE  LESIONES 

• 

Artículo  227. — Cuando  el  delito  consiste 
en  daño  contra  la  salud  o  la  integridad  cor- 
poral, se  observarán  las  reglas  siguientes: 

1'  El  delincuente  pagará  los  gastos  de  la 
curación  del  ofendido  y  lo  que  hubiere  dejado 
de  ganar  durante  el  período  en  que  por  mo- 
tivo del  atentado,  no  haya  podido  trabajar, 
en  la  proporción  de  uno  a  cincuenta  pesos 
por  día,  según  el  oficio  o  profesión  del  per- 
judicado. 

2o  Si  por  resultas  del  delito  quedare  el 
ofendido  en  incapacidad  absoluta  de  trabajar, 
le  pagará  además  el  delincuente  una  pensión 


vitalicia,  que  se  fijará  sobre  la  base  de  lo  que 
hubiere  sido  el  producto  del  trabajo  diario 
del  incapacitado,  sin  que  pueda  bajar  de  dos 
pesos  al  día. 

39  No  quedando  el  ofendido  en  completa 
libertad  para  trabajar,  pero  con  evidente 
pérdida  de  su  anterior  habilidad  o  resistencia, 
la  pensión  se  fijará  teniendo  en  cuenta  la  base 
fijada  y  la  profesión  u  oficio  del  ofendido  en 
proporción  al  decrecimiento  efectivo  del  poder 
de  trabajar. 

SOBRE  INDEMNIZACIÓN  EN  LOS  DELITO»  CONTRA 
LA  HONESTIDAD  O  LA  HONRA 

Artículo  228. — En  los  hechos  cuyo  daño 
recaiga  sobre  la  honestidad,  la  honra,  la 
dignidad  o  la  buena  fama  de  una  persona,  el 
juez  fijará  prudencinlmente  la  indemnización 
pecuniaria,  estimando  para  ello  las  circuns- 
tancias de  la  infracción,  las  de  la  persona 
ofendida  y  la  naturaleza  y  consecuencias 
habidas  o  posibles  del  agravio  sufrido,  sin 
que  pueda  en  ningún  caso  de  delito  bajar  de 
quinientos  pesos. 

Cuando  hubiere  resultado  el  nacimiento  de 
un  niño  a  consecuencia  de  violación  o  estupro, 
la  indemnización  no  bajará  de  mil  pesos, 

ESTIMACIÓN  DE  COSAS  Y  PERJUICIOS 

.  Artículo  229. — Siempre  que  por  haber  sido 
destruido  o  por  haber  desaparecido  la  cosa 
sujeta  a  restitución,  no  fuere  practicable  su 
estimación  por  peritos,  el  juez  fijará  según  su 
arbitrio  el  valor  respectivo,  atendiendo  a  los 
datos  del  proceso.  De  igual  manera  deter- 
minará el  monto  de  la  reparación,  en  los 
delitos  contra  la  honra,  la  dignidad,  la  hones- 
tidad u  otros  casos  de  daño  a  intereses  de 
orden  moral,  y  siempre  que  aún  tratándose 
de  perjuicios  materiales  fuere  imposible,  en 
todo  o  en  parte,  su  valuación  por  expertos. 

INSOLVENCIA  DEL  REO 

Artículo  230.  —  En  caso  de  insolvencia 
total  o  parcial  del  delincuente  condenado  a 
presidio,  prisión  o  arresto,  la  reparación  se 
harácon-el  producto  del  trabajo  del  penado, 
según  se  establece  en  los  artículos  95  y  98, 
y  en  su  caso,  con  los  fondos  de  la  Caja  de 
Indemnizaciones,  a  que  se  refiere  el  artículo 
136,  a  los  cuales  se  acudirá  subsidiariamente, 
cada  vez  que  no  haya  otro  medio  de  realizar 
la  reparación  civil. 

TRASMISIÓN  DEL  DERECHO   T   LA  OBLIGACIÓN 
EN  ESTA  MATERIA 

Artículo  231. — La  obligación  de  restituir, 
reparar  el  daño  e  indemnizar  perjuicios,  se 
trasmite  a  los  herederos  del  responsable  y  la 
acción  correlativa  se  trasmite  igualmente  a 
los  herederos  del  ofendido. 
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SOLIDARIDAD  DE  LA  OBLIGACIÓN 

Artículo  232. — En  el  caso  de  ser  dos  o  más 
los  responsables  de  un  hecho  punible,  los 
tribunales  señalarán  la  cuota  que  deba  atri- 
buirse a  cada  uno,  atendiendo  a  su  tna.yor  o 
menor  responsabilidad;  pero  en  cuanto  al 
ofendido,  todos  son  «solidariamente  deudores 
de  la  totalidad  de  la  suma  correspondiente  a 
la  reparación  civil  del  daño. 

El  co-responsable  que  voluntariamente  o 
por  demanda,  pagare  esa  totalidad,  tendrá 
derecho  para  repetir  de  los  otros  la  parte  que 
a  cada  uno  corresponde. 

RESPONSABILIDAD  POR  PARTICIPACIÓN    EN  EL 
EFECTO   DEL  DELATO 

Artículo  233. — El  que  por  título  lucrativo 
participe  de  los  efectos  de  un  delito  o  de  una 
falta,  aunque  no  le  sean  imputables  penal- 
mente, está  obligado  a  reparar  el  daño  hasta 
la  cesantía  en  que  hubiere  participado. 

OTROS  CASOS  DE  RESPONSABILIDAD  CIVIL 

Artículo  234. — Están  así  mismo  obligados 
a  la  reparación  civil,  solidariamente  con  el  reo: 

19  El  Estado,  las  Municipalidades  y  demás 
corporaciones  de  administración  local,  por  los 
hechos  u  omisiones  en  que  incurrieren  sus 
funcionarios  con  motivo  del  ejercicio  de  sus 
cargos. 

2" — Las  sociedades  anónimas,  por  las  esta- 
fas, falsificaciones  o  defraudaciones  de  cual 
quier  clase  que  en  el  ejercicio  de  sus  facultades 
perpetren  sus  gerentes,  sus  administradores, 
sus  cajeros  o  factores. 

39  Las  sociedades  colectivas  o  en  coman- 
dita y  conjuntamente  los  miembros  que  las 
compongan,  por  las  estafas,  falsificaciones, 
defraudaciones  y  todo  otro  hecho  punible  en 
que  incurrieren  sus  gerentes  o  administra- 
dores, y  los  dependientes  de  éstos  en  el  servicio 
de  la  sociedad. 

40  Las  compañías  de  ferrocarriles  y  tran- 
vías y  los  dueños  de  cualquier  empresa  de 
transporte»  de  personas  o  de  objetos  por 
tierra  o  por  mar,  así  como  do  casas  de 
comisión  o  agencias  aduaneras  o  almacenes 
generales,  en  cuanto  a  los  actos  u  omisiones 
punibles  relativos  al  servicio  de  la  empresa, 
que  se  imputaren  a  sus  gerentes,  administra- 
dores, conductores,  capitanes,  agentes,  facto 
res  y  demás  dependientes  suyos. 

5°  Los  dueños  de  hoteles,  fondas,  casas 
de  salud  y  demás  establecimientos  destinados 
a  recibir  huéspedes  por  paga,  respecto  de  los 
robos,  hurtos,  daños  en  las  cosas  que  en  ellos 
se  cometan  por  sus  administradores,  depen- 
dientes o  criados. 

6°  Los  dueños  de  establos  para  el  cuido  de 
animales  ajenos  por  paga,  en  cuanto  a  los 
daños  punibles  ocurridos  en  dichos  animales 


y  que  se  imputen  a  los  administradores  y 
mozos  del  establecimiento,  y  por  los  robos  o 
hurtos  que  los  mismos  perpetren  en  los  semo- 
vientes o  aperos  depositados  en  el  establo. 

REGLAS    APLICABLES    A  LA  EXTINCIÓN  DE  LA 
RESPONSABILIDAD  CIVIL 

Artículo  235. — Las  obligaciones  concer- 
nientes a  la  restitución  de  bienes  e  indemni- 
zaciones de  perjuicios,  tratado.s  en  este 
Capítulo,  se  extinguen  con  arreglo  a  las 
previsiones  del  Código  Civil  sobre  obliga- 
ciones personales. 


LIBRO  SEGUNDO 

de  los  delitos  y  sus  penas 

TITULO  PRIMERO 
Delitos  contra  las  personas 


CAPITULO  I 
DELITOS  CONTRA  LA  VIDA 
HOMICIDIO  CALIFICADO 

Artículo  23G. — Se  aplicará  presidio  por 
tiempo  indeterminado: 

1'  Al  que  matare  a  su  ascendiente,  des- 
cendiente o  cónyuge,  sabiendo  que  lo  son. 

2o  Al  que  matare  a  otro  con  alevosía  o 
ensañamiento,  o  a  causa  de  sevicias  graves, 
o  por  precio,  promesa  remuneratoria,  o 
impulso  de  perversidad  brutal,  o  empleando 
veneno,  incendio,  inundación,  descarrilamien- 
to, explosión  o  cualquiera  otro  medio  capaz 
de  causar  graves  estragos. 

3"  Al  que  matare  a  una  persona  para 
preperar,  facilitar,  consumar  u  ocultar  otro 
delito,  o  para  asegurar  sus  resultados  o  la 
impunidad  para  sí  y  sus  cómplices,  o  por 
no  haber  obtenido  el  fin  que  se  propuso  al 
intentar  el  otro  hecho  punible. 

HOMICIDIO   EN   EL   HERMANO  O  KIENIIEOHOR 

Artículo  237- — Será  castigado  con  presidio 
temporal  en  sus  grados  cuarto  a  sexto  el  que 
matare  a  su  hermano  o  bienhechor. 

HOMICIDIO  CON  ATENUACIONES 

Artículo  238. — Se  impondrá  prisión  en  su 
grado  cuarto: 

lv  Al  que  matare  a  otro  si  la  víctima 
provocó  el  acto  homicida  con  ofensas  o  inju- 
rias graves. 
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2'  A  la  madre  soltera  y  de  buena  fama 
que,  para  ocultar  su  deshonra,  matare  a  su 
hijo  durante  el  nacimiento  o  hasta  tres  días 
después,  y  a  los  padres  y  hermanos  que,  para 
•ocultar  la  deshonra  de  su  hija  soltera  y  He 
buena  fama,  cometieron  el  mismo  delito 
durante  el  lapso  dicho,'  siempre  que  la  madre 
haya  ocultado  su  embarazo  y  que  el  niño  no 
haya  sido  todavía  bautizado  públicamente  o 
inscrito  en  el  Registro  Civil,  o  mostrado  á 
extraños  que  no  sean  el  médico  o  la  obsté 
trica  que  hubieren  intervenido  prestando  sus 
servicios  profesionales. 

39  Al  que  con  el  propósito  de  causar  sola- 
mente daño  en  el  cuerpo  o  en  la  salud, 
produjere  la  muerte  de  alguna  persona. 

HOMICIDIO  POE  IMPRUDENCIA 

Artículo  239. — .Será  reprimido  con  multa 
mayor  en  sus  grados  primero  a  segundo  o 
inhabilitación  temporal  en  su  grado  primero 
del  cargo  o  de  la  profesión,  si  los  tuviere,  en 
cuyo  ejercicio  hubiere  contraído  la  responsa 
bilidad  penal,  el  que  sea  por  imprudencia  o 
negligencia,  sea  por  impericia  en  su  arte, 
oficio  o  profesión,  o  sea  por  observancia  de 
reglamentos  o  deberes,  causare  a  otro  la 
muerte. 

HOMICIDIO    SIN    ESPECIALES  CIRCUNSTANCIAS 

Artículo  240. — Se  aplicará  presidio  tem- 
poral en  sus  grados  primero  a  tercero,  al 
que  matare  a  otro  y  no  estuviere  comprendido 
en  ninguno  de  los  anteriores  artículos,  ni  en 
otros  casos  en  que  se  señale  pena  distinta. 

HOMICIDIO  EN  RIÑA    DE  VARIOS 

Artículo-241. — Cuando  en  riña  o  agresión 
en  que  pelearen  varios  contra  varios,  o  varios 
contra  uno,  resultare  muerte,  sin  que  conste 
quien  la  causara,  se  aplicará  a  todos  los  que 
hubieren  ejercido  violencia  sobre  el  ofendido, 
la  pena  inferior  en  un  grado  a  la  que  hubiere 
correspondido  al  autor  del  homicidio. 

INCULPADO  DE  HOMICIDIO,  HKRIDO 

Artículo  243. —  Para  la  imputación  de 
homicidio  es  preciso  establecer  que  la  muer- 
te es  en  efecto  consecuencia  de  la  lesión 
o  de  la  omisión  atribuida  al  delincuente, 
y  así  se  estimará  en  los  casos  siguientes: 

l9  Cuando  una  lesión  produzca  la  muerte 
en  el  acto. 

2V /  Cuando  habiéndola  producido  con  pos- 
terioridad, la  lesión  sea  calificada  de  necesa- 
riamente mortal,  y  cuando  aunque  la  muerte 
provenga  inmediatamente  de  una  causa  dis- 
tinta, esta  se  haya  desarrollado  como  conse- 
cuencia natural  de  la  lesión.  En  los  casos  de 
los  incisos  anteriores  no  valdrá  alegar  contra  ¡ 


la  imputación  que  la  muerte  ha  podido  evi- 
tarse con  auxilios  suficientes  u  oportunos,  o 
que  la  lesión  no  hubiere  sido  mortal  en  otra 
persona  o  que  lo  fue  a  causa  de  la  constitución 
física  de  la  víctima  o  de  las  circunstancias  en 
que  la  lesión  fe  produjo. 

No  se  tendrá  por  mortal  la  lesión,  aunque 
durante  la  enfermedad  por  ella  producida 
muera  el  paciente,  cuando  la  muerte  se  deba 
a  una  causa  preexistente,  en  cuyo  desarrollo 
no  hubiera  influido  la  lesión,  o  cuando  no 
teniendo  aquella  gravedad  por  sus  caracteres, 
se  haya  vuelto  mortal  por  causa  posterior  e 
independiente  de  su  particular  importancia 
como  la  aplicación  de  medicamentos  nocivos, 
operaciones  quirúrgicas  desgraciadas  o  exce- 
sos o  imprudencias  del  paciente  o  de  los  que 
lo  asisten. 

INSTIGACIÓN  AL  SUICIDIO 

Artículo  244.-— Será  reprimido'  con  prisión 
en  sus  grados  primero  a  tercero  el  que  insti- 
gare a  otro  al  suicidio,  o  le  ayudare  a  efec- 
tuarlo, si  el  suicidio  se  consumare. 

Igual  pena  se  impondrá  al  que  diere  muerte 
a  otro,  accediendo  a  expreso  y  formal  ruego 
suyo. 

ABORTO  SIN  CONSENTIMIENTO  DE  LA  MUJER 

Artículo  245. — El  que  hiciere  abortar  a 
una  mujer  sin  su  consentimiento,  será  repri- 
mido con  prisión  en  sus  grados  segundo  a 
cuarto;  pero  si  el  hecho  fuere  s  ¿ruido  de  la 
muerte  de  ella,  la  pena  se  aplicará  en  sus  gra- 
dos quinto  a  sexto.  Si  el  delincuente  ejerciere 
fuerza  o  violencia  sobre  la  mujer  para  obli- 
garla a  someterse  al  tratamiento  abortivo,  las 
penas  indicadas  se  infligirán  en  un  grado. 

ABORTO  CON  CONSENTIMIENTO  DE  LA  MUJER 

Artículo  246. — El  que  con  anuencia  de  la 
mujer  y  sin  seguirse  la  muerte  de  ésta,  cau- 
sare un  aborto,  será  castigad/»  con  prisión  en 
su  grado  segundo,  y  si  se  siguiere  la  muerte, 
con  prisión  en  su  sagrado  tercero. 

ABORTO    RESULTANTE  DE  UNA  VIOLENCIA 

Artículo  247. — Se  infligirá  prisión  en  su 
grado  primero,  cuando  el  hecho  no  ameritare 
responsabilidad  mayor  por  lesiones  u  homici- 
dio, al  que  por  un  acto  de  violencia  determi- 
nare un  aborto,  sin  haber  tenido  propósito  de 
producirlo,  si  el  estado  de  embarazo  do  la 
paciente  le  constare  al  agresor  o  fuere  notorio 
o  evidente. 

PUNICION  DE  LA  MUJER 
Artículo  248.— Sufrirá  prisión  en  sus  gra- 
dos primero  a  segundo  la  mujer  que  causare 
su  propio  aborto  o  que  consintiere  en  que 
otro  se  4o  cause. 

La  tentativa  de  la  mujer  soltera  no  es  pu- 
nible, cuando  fuere  su  primer  preñez. 
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ABORTO  NECESARIO 

Artículo  249.— El  aborto  necesario  no  es 
punible,  y  por  tal  se  tendrá  el  que  se  efec- 
tuare para  librar  de  la  muerte  a  la  mujer 
preñada,  siempre  que  el  peligro  sea  cierto 
conforme  a  dictamen  previo  del  médico  que 
la  asista,  asociado  del  médico  forense,  y  por 
falta  o  ausencia  de  éste,  asociado  de  cualquier 
otro  médico.  Pero  el  facultativo  u  obstétrica 
que  no  existiendo  dicha  necesidad  y  obede- 
ciendo a  móviles  de  otra  naturaleza  causare  a 
sabiendas  un  aborto  o  cooperaren  para  cau- 
sarlo, incurrirán  en  las  penas  que,  a  propor- 
ción del  daño,  estatuyen  los  artículos  245  y 
246,  y  si  el  aborto  fuere  el  resultado  de 
imprudencia,  descuido  o  impericia  profesio- 
nales, serán  penados  conforme  a  lo  dispuesto 
en  el  artículo  239,  cuando  sobreviniere  la 
muerte  de  la  mujer,  y  con  multa  mayor  en  su 
grado  primero  e  inhabilitación  temporal  para 
el  ejercicio  de  su  profesión,  aplicada  en  el 
mínimum  de  su  grado  primero,  cuando  no 
sobreviniere  dicha  muerte. 


CAPITULO  II. 
LESIONES 

DEFINICION 

Artículo  250.— Para  los  efecto  de  la  ley 
penal  se  comprende  bajo  el  nombre  de  lesio- 
nes no  sólo  las  heridas,  sino  toda  alteración 
en  la  salud  y  cualquier  otro  daño  que  deje 
huella  o  resultado  en  el  cuerpo  humano,  si 
tales  efectos  son  producidos  por  unu  causa  o 
agentes  externos. 

LESIONES  GRAVES 

Artículo  251.—  Se  aplicará  prisión  en  sus 
grados  cuarto  a  sexto  al  que  causare  daño  o 
lesión  cuyo  resultado  fuere  una  enfermedad 
mental  u  otro  padecimiento  de  por  vida  o 
probablemente  incurable,  o  la  inutilidad  per- 
manente para  el  trabajo,  o  la  pérdida  de  un 
seDtido,  de  un  órgano  o  de  un  miembro  im- 
portante, o  de  la  palabra,  o  de  la  capacidad  de 
engendrar  o  de  concebir. 

Dicha  pena  se  aplicará  en  sus  grados  quinto 
a  sexto  cuando  ha  habido  inutilización  de  un 
sentido  o  mutilación  de  un  órgano  o  miembro 
importante,  y  estos  males  hayan  sido  causados 
con  especial  propósito. 

LESIONES  MENOS  GRAVES 

Artículo  252. — Se  impondrá  prisióu  en  sus 
grad  s  segundo  a  cuarto  si  uta  lesión  produ- 
jere ui  a  debilitación  permanente  de  la  salud 
o  de  un  sentido,  o  de  uo  órgano  o  miembro 


importante,  o  una  dificultad  permanente  de  la 
palabra;  o  si  hubiere  puesto  en  peligro  la 
vida  del  ofendido  o  le  hubiere  dejado  contra- 
hecho con  una  deformación  permanente  en  e' 
rostro,  o  si  le  hubiere  inutilizado  para  el 
trabajo  por  treinta  o  más  días . 

LESIONES  QUE  SOLO  DETERMINAN  ENFER- 
MEDAD DE  CORTA  DURACIÓN 

Artículo  253. — Se  infligirá  prisión  en  sus 
grados  primero  a  segundo  en  el  caso  de  que 
la  lesión  no  tenga  ninguna  de  las  consecuen- 
cias previstas  en  los  dos  artículos  anteriores, 
pero  determine  enfermedad  o  imposibilidad 
para  el  trabajo  habitual  del  ofendido  por  un 
término  mayor  de  diez  días  pero  menor  de 
treinta. 

FORMAS  DE  ESPECIAL  PERVERSIDAD 

Artículo  254. — Cuando  se  icfiriere  una  le- 
sión con  alevosía  o  por  precio  o  promesa 
remuneratoria,  la  pena  correspondiente  se 
aplicará  en  su  máximum  y  cuando  se  perpe- 
trare empleando  veneno,  o  sirviéndose  de  un 
medio  de  extenso  o  general  peligro,  la  con- 
dena se  pronunciará  con  aumento  de  un 
grado  en  la  escala  respectiva,  si  para  el  caso 
no  estuviere  señalada  mayor  pena  en  otra 
disposición. 

Iííual  agravación  se  hará  siempre  que  el 
dicho  delito  se  perpetre  contra  las  personas 
indicadas  en  los  artículos  236  y  237. 

LESIONES  POR  IMPRUDENCIA 

Artículo  255. — Sufrirá  la  pena  de  multa 
mayor  en  su  grado  primero  e  inhabilitación 
temporal  en  el  mínimum  de  su  grado  primero, 
del  cargo  o  de  la  profesión,  si  los  tuviere,  en 
cuyo  ejercicio  hubiere  causado  el  daño,  el  que 
sea  por  imprudencia  o  negligencia,  sea  por  im- 
pericia en  su  arte  o  profesión,  o  sea  por 
inobservancia  de  reglamentos  o  deberes,  cau 
sare  a  otro  en  el  cuerpo  o  en  la  salud  uno  de 
los  daños  indicados  en  los  artículos  anteriores. 

LESIONES  EN  RIÑA  DE  VARIOS 

Artículo  256.^- En  el  caso  de  causarse  le- 
siones en  una  riña  en  que  intervinieren  más 
do  dos  personas,  sin  poder  determinar  quien 
haya  sido  su  autor,  se  aplicará  a  todos  los 
que  hubieren  acometido  al  lesionado  la  pena 
inferior  en  un  grado  a  la  correspondiente  a  la 
especie. 
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CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


RESOLUCIONES 
CIVIL 

Los  Agentes  Consulares  Guatemaltecos,  acredita- 
dos en  el  extranjero,  no  pueden  autorizar 
testamentos  en  escritura  pública. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Gua- 
temala, diez  y  nueve  de  agosto  de  mil 
novecientos  veintidós. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con 
sus  respectivos  antecedentes,  la  sen- 
tencia fecha  quince  de  mayo  del  co- 
rriente año  en  que  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones,  revoca  la  que  dictó  el 
Juez  1^  de  Primera  Instancia  de  este 
departamento,  en  el  juicio  ordinario 
seguido  por  doña  Soledad  Valdizón, 
como  representante  de  sus  hijas  Ber 
ta  y  Olivia  Vega, contra  doña  María 
y  doña  Matilde  Vega  de  Rendueles, 
sobre  nulidad  de  un  testamento  otor- 
gado por  el  Licenciado  don  José  A. 
Vega,  y  declara:  que  es  nulo  el  testa- 
mento otorgado  por  el  referirlo  señor 
Vega,  con  fecha  veinte  y  seis  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  seis,  ante 
el  Cónsul  de  Guatemala  en  Bilbao. 

Resultando:  que  con  fecha  diez  de 
mayo  de  mil  novecientos  veinte,  y  con  ni 
carácter  ya  indicado,  se  presentó  al 
Juzgado  1?  de  Primera  Instancia  de 
esie  departamento  doña  Soledad  Val- 
dizón,manifestando:  que  el  testamento 
otorgado  por  el  Licenciado  José  A. 
Vega,  ante  el  Cónsul  de  Guatemala  en 
Bilbao,  don  Ricardo  Sánchez  Santeliz, 
con  fecha  veintisiete  de  septiembre  de 
mil  novecientos  seis,  que  había  pre- 
sentado ante  el  Juzgado  3P  de  Primera 
Instancia  doña  María  Vega  de  Ren- 
dueles, y  que  pasó  por  incompentencia 
de  dicho  Tribunal  al  que  ahora  se 
dirigía,  tenía  que  impugnarlo  en  su 
validez  y  legalidad,  porque  no  Be 
habían  llenado  los  requisitos  que  para 
el  otorgamiento  del  referido  instru 
mentó  prevenían  las  leyes  de  Guatema- 
la, ni  tampoco  las  de  España,  una  vez 
que  el  testimonio  acompañado  carecía 


de  firmas;  y  que  por  tal  razón  presen- 
taba el  siguiente  dilema:  rj  las  firmas 
estaban  en  la  escritura  matriz  y  no 
fueron  transcritas  en  el  testimonio,  y 
en  tal  caso,  ésta  no  era  copia  fiel  de  su 
original  y  nada  valía,  o  el  documento 
era  copia  exacta  y  entonces  la  matriz 
carecía  de  firmas.  Que  concediendo 
hipotéticamente  que  el  mencionado 
testamento  fuera  bueno  y  que  aunque 
sin  firma  fuera  valedero,  aun  en  ese 
caso,  tampoco  había  testamento,  por 
que  estaba  revocado  por  otro  que  con 
posterioridad  al  de  Bilbao  había  otor- 
gado el  señor  Vega,  lo  que  demostraba 
acompañando  la  ampliación  del  testa- 
mento de  diez  y  nueve  de  mayo  de  mil 
novecientos  doce  hecho  en  forma  cerra- 
da ante  los  testigos  Benigno  del 
Carril,  Modesto  Cortavio,  Wenceslao 
Borda,  Francisco  J.  Medina,  Leopoldo 
Borda,  Domingo  Borda  y  Domingo 
Gonell,  autorizando  el  acta  de  la  plica 
el  Cónsul  de  Guatemala  en  París  señor 
Lardizábal,  y  cuya  ampliación  se  hizo 
ante  los  testigos  Antonio  Batres  Jáu- 
regni,  Heury  Lonis  Pecanbets  y  Mau- 
rice  Pre;  y  que  con  esos  fundamentos 
ocurría  demandando  a  la  señora  de 
Rendueles  para  que  en  definitiva  se 
declarara,  que  el  testamento  otorgado 
en  Bilbao,  era  nulo  porque  carecía  de 
firmas  y  había  sido  revocado  por  el  que 
posteriormente  otorgó  en  París  el  refe- 
rido señor  Vega. 

Resultando:  que  después  de  resuelta 
una  excepción  de  incompetencia  se 
corrieron  los  traslados  respectivos  y  al 
evacuarlo  doña  María  Vega  de  Ren- 
dueles, expuso:  que  en  el  testimonio 
del  testamento  que  acompañó  están 
transcritas  las  firmas  del  testador  y  de 
cinco  testigos  instrumentales  selladas 
y  legalizadas  por  el  Cónsul  de  Gua- 
temala en  Bilbao,  que  en  virtud  de  las 
facultades  que  le  dá  la  ley  actuó  como 
Notario:  y  que  aunque  pudiera  decirse 
que  las  firmas  no  están  en  el  lugar  que 
les  corresponde,  pues  tiguran  a  conti- 
nuación de  la  coustaucia  de  haberse  ex- 
pedido una  copia  en  cinco  hojas  al  tes- 
tador, a  esa  argumentación  responde: 
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que  insertaren  el  cuerpo  del  testamento 
razón  de  haBerse  dado  copia  no  lo  vicia 
absolutamente  en  nada  como  tampoco 
lo  vicia  la  duplicación  de  fecha.  Que 
después  de  conceder  las  demandantes 
aunque  hipotéticamente  que  el  testa- 
mento de  veintisiete  de  septiembre  de 
rail  novecientos  seis,  aun  sin  firmas  es 
bueno  y  valedero,  se  veían  en  la  nece 
sidad  de  afirmar  que  fué  revocado  por 
otro  posterior;  que  no  bastaba  afirmar, 
sino  probar,  y  para  ello  era  necesario 
que  se  acompañara  un  testamento  pos- 
terior al  presentado  por  la  señora  Vega 
de  Rendueles;  pues  la  ampliación  que 
se  había  acompañado  carecía  de  valor 
legal  por  no  haberse  presentado  el 
testamento  a  que  se  refería,  y  que  con 
fundamentos  de  las  razones  aducidas 
negaba  la  demanda  en  todas  sus  partes. 

Resultando:  que  conferida  audiencia 
a  don  José  Vega  Martínez,  manifestó: 
que  el  testamento  era  nulo  no  sólo  por 
que  carecía  de  firmas,  sino  que  además 
porque  siendo  un  testamento  privado 
no  se  llenaron  las  formalidades  legales 
que  para  esa  clase  de  instrumentos 
exije  la  ley,  como  eran  la  de  la  legali- 
zación de  las  firmas  de  los  testigos, 
hecha  inmediatamente,  y  la  de  su  rati- 
ficación en  forma  legal  para  que  pudie- 
ra elevarse  a  instrumento  público;  y 
que  por  tales  razones  pedía  que  se  le 
tuviera  como  coayuvante  en  la  acción 
de  nulidad  y  que  se  declarara  ésta 
como  punto  de  derecho. 

Resultando:  que  corrido  traslado  a 
don  Joaquín  V.  Gallámez  represen- 
tante de  la  mortual  de  doña  Julia  Vega 
Fontaine,  expuso:  que  no  se  habían 
legalizado  inmediatamente  las  firmas 
de  los  testigos  que  aparecían  en  el  tes- 
tamento, las  cuales  fueron  puestas  al 
final  de  la  petición  de  su  copia,  que  se 
dice  fue  extendida  en  cinco  fojas  de 
las  cuales  solamente  fueron  presenta- 
das dos.  jQue  si  estaría  la  legalización 
en  las  tres  fojas  que  faltaban?  Que 
llenado  el  requisito  de  la  legalización 
inmediata  el  Cónsul  Santelís  debió 
haber  mandado  el  testamento,  con  la 
partida  de  defunción  del  señor  Vega 


al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 
de  Guatemala  para  que  previos  los 
trámites  fijados  por  la  ley  se  procedie- 
ra a  su  protocolización.  Que  no  sólo 
por  los  vicios  apuntados,  sino  además 
porque  el  señor  Vega  había  otorgado 
con  posterioridad  otros  dos  testamentos, 
que  invalidan  el  otorgado  en  Bilbao, 
se  adhería  a  la  demanda  presentada  por 
la  señora  Valdizón  y  pedía,  que  en 
defiuitiva  se  declarara  la  nulidad  soli- 
citada. 

Resultando:  que  doña  Matilde  Vega 
de  Rendueles  al  evacuar  el  traslado 
que  se  le  confiriera  expuso:  que  el  tes- 
tamento que  había  dado  origen  a  la  « 
controversia  fué  suscrito  porel  testador, 
testigos  y  Cónsul,  estando  las  firmas  en 
el  lugar  que  legalmente  les  corresponde; 
y  que  consignadas  las  cláusulas  relati- 
vas a  la  última  voluntad  del  causante,» 
el  Cónsul  advirtió  a  continuación  de 
ellas  y  antes  de  la  fecha  que  por 
segunda  vez  puso  antes  de  ser  firmado 
el  testamento,  que  a  petición  del  testa- 
dor le  extendía  una  copia  del  mismo, 
constante  de  cinco  hojas  útiles;  copia 
que  había  sido  debidamente  confron- 
tada y  que  estaba  conforme  con  la 
matriz;  que  esa  advertencia  que  prece- 
dió a  la  firma  del  testador,  testigos  y 
Cónsul,  en  nada  alteraba  el  acto,  ni 
rompía  la  unidad  de  contesto  como 
erróneamente  afirmaban  los  coayuvan- 
tes;  que  esa  advertencia  que  ninguna 
ley  prohibía  y  que  bien  pudo  ponerse 
en  forma  de  nota  marginal,  no  tenfa 
nada  de  irregular  ni  de  incorrecta. 
Que  tampoco  se  encuentra  establecido 
que  haya  sido  revocado  el  testamento 
de  Bilbao,  porque  lo  que  presentó 
la  señora  Valdizón  no  es  más  que  la 
copia  do  una  acta  autorizada  el  diez 
y  nueve  de  mayo  d«  mil  novecientos 
doce,  por  el  Cónsul  de  Guatemala 
en  París  y  en  la  que  aparece  que  el 
señor  Vega  dijo:  que  ampliando  un 
testamento  cerrado  que  con  misma 
fecha  había  otorgado  ante  el  propio 
Cónsul  nombraba  como  Albacea  a  don 
Federico  Urruela  Coloma;  que  si  algu- 
no de  los  herederos  instituidos  en  dicho 
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testamento  promovía  acción  judicial, 
exigiendo  más  o  cosa  distinta  de  la  que 
le  estaba  asignada  perdería,  por  ese 
solo  hecho,  toda  acción  o  reclamo  a 
cosa  alguna;  que  éste  era  el  famoso 
testamento  con  el  que  se  pretendía 
destruir  el  que  el  señor  Vega  había 
otorgado  ante  el  Cónsul  de  Guatemala 
en  Bilbao,  pero  que  faltando  el  testa 
mentó  a  que  dicha  acta  se  refiere  no 
merecía  esta  ser  discutida.  Que  el 
número  de  testigos  que  concurren  al 
otorgamiento  de  una  escritura,  no 
puede  establecer  la  categoría  o  clase  a 
que  pertenezca,  y  que  si  la  ley,  consul- 
tando la  seguridad  de  que  deben  reves- 
tirse los  actos  Notariales  y  su  autenti 
cidad,  fija  el  número  de  personas  ante 
quitnes  como  testigos  deben  pasar 
aquellos,  además  del  funcionario  auto- 
rizante, no  se  sigue  que  cuando  el 
número  de  dichos  testigos  fuere  mayor 
que  el  fijado,  haya  de  cambiar  la  natu- 
raleza del  acto  y  colocarse  en  una 
categoría  distinta  de  la  que  le  corres- 
ponde, atendidas  las  formalidades  o 
solemnedades  que  Jo  han  rodeado:  que 
todas  las  que  contiene  el  testamento  de 
que  se  trata  son  las  prevenidas  por  la 
ley  para  el  testamento  abierto  en  escri- 
tura pública,  correspondiendo  por  lo 
'  mismo  a  esta  categoría  j  urídica  sin  que 
obste  para  ello  la  circunstancia  de 
haber  estado  presentes  al  acto  y  sus 
crítolo  más  de  los  testigos  requeridos 
por  la  ley,  lo  cual  es  un  abundamiento 
que  en  nada  lo  altera  ni  modifica,  im 
primiécdole  así  mayor  solemnidad;  que 
estuvo  muy  bien  otorgado  el  testamen- 
to en  escritura  pública,  ya  que  es  falso 
el  argumento  de  que  los  Agentes  Diplo- 
máticos y  Consulares  sólo  pueden  au- 
torizar testamentos  privados,  incu- 
rriendo así  en  imperdonable  error;  que 
la  ley  preceptúa  que  valdrá  el  testa 
mentó  que  un  guatemalteco  hiciere  en 
país  extranjero  ante  el  Agente  Diplo- 
mático o  en  su  falta  ante  el  Agente 
Consular,  observándose  en  cuanto  al 
número  de  testigos  y  demás  solemni 
dades,  las  disposiciones  del  Código 
Civil;  que  era  indiscutible  que  loa 


Agentes  Diplomáticos  y  Consulares, 
pueden  autorizar  toda  clase  de  testa- 
mentos, ya  sean  públicos,  privados  y 
privilegiados;  que  demostrado  que  el 
testamento  fué  otorgado,  en  escritura 
pública  y  no  en  escritura  privada,  era 
innecesaria  la  legalización ;  que  la  razón 
de  entrega  de  la  copia  del  testamento 
al  testador  puesta  al  final  del  mismo 
testamento,  no  rompe  en  manera  algu- 
na la  unidad  de  contesto;  y  concluyó 
pidiendo  que  se  deseche  la  demanda  y 
se  declare  la  legitimidad  del  testamento. 

Resultando:  que  a  los  autos  corre 
agregada  la  certificación  que  contiene 
las  disposiciones  que  el  Licenciado 
Vega  consignó  en  París  el  diez  y  seis  de 
agosto  de  mil  novecientos  doce,  ante  el 
Cónsul  de  Guatemala  y  los  testigos 
don  Antonio  Batres  Jáuregui,  don 
Henry  Louis,  Pecabents  y  don  Maurice 
Pre,  mediante  los  cuales  amplía  y  rati- 
fica el  testamento  cerrado  que  otorgó 
el  diez  y  nueve  de  mayo  de  ese  mismo 
año,  y  al  efecto  nombra  como  Albacea 
para  que  cumpla  dicho  testamento 
cerrado  en  todas  sus  partes  a  don 
Federico  Urruela  Coloma,  y  dispone 
que  si  alguno  o  algunos  de  los  herede- 
ros en  él  nombrados  promoviere  acción 
judicial,  exigieudo  más  o  cosa  distinta 
de  lo  que  consta  en  el  referido  testa- 
mento, perderá  por  ese  sólo  hecho  la 
acción  a  reclamar  cosa  alguna. 

Resultando:  que  después  de  corridos 
los  traslados  para  alegar  y  de  citadas 
las  partes  para  sentencia,  doña  Matilde 
Vega  de  lieiidueles  p^entó  otro  tes- 
timonio del  testamento  impugnado. 

Resultando:  que  el  Juez  falló  decla- 
rando la  validez  del  testamento:  pero 
que  la  sucesión  del  Licenciado  Vega 
debe  reputarse  intestada  mientras  no 
se  resuelva  lo  que  corresponda  acerca 
del  otro  testamento  a  que  se  refiere  la 
ampliación  presentada  por  la  deman- 
dante. 

Resultando:  que  elevados  los  autos  a 
la  Sala  Primera  por  aplicación  de  una 
de  las  partes,  después  de  resueltos 
varios  incidentes  propuestos,  durante 
el  trámite  de  la  segunda  instancia,  se 
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pronunció  el  fallo  de  que  al  principio 
se  hizo  relación  y  contra  el  cual  inter- 
pusieron el  presente  recurso  doña  Ma- 
tilde y  doña  María  Vega  de  Rendueles 
citando  como  violados  los  Artículos  8, 
13,  14,  772,  789,  2426,  Código  Civil  153 
Dto.  No.  272,  165,  170,  157,  487,  673, 
683,  712,  877  fracciones  5*  y  6^  del 
Cod.  de  Prs.  Cvls.  48,  51  fracción  últi- 
ma y  40  también  en  su  última  fracción 
del  Dto.  No.  273. 

Considerando:  que  según  lo  dispone 
el  Artículo  45  del  Reglamento  Consu- 
lar en  consonancia  con  lo  que  precep- 
túan los  Artículos  1688,  1689,  1690  del 
Cod.  de  Prs  Civiles,  los  Cónsules  Gua- 
temaltecos en  el  extranjero  solamente 
pueden  autorizar  testamentos  en  escri- 
tura privada;  y  por  esa  razón,  al  esti- 
mar la  Sala  como  escritura  pública  el 
otorgado  por  el  Licenciado  José  A. 
Vega,  ante  el  Cónsul  de  Bilbao,  y  ana- 
lizarlo en  ese  concepto  para  declarar 
su  nulidad,  violó  los  Artículos  772,  y 
789  del  Código  Civil,  por  lo  que  proce- 
de casar  y  anular  el  fallo  recurrido  y 
resolver  lo  que  en  derecho  corresponde, 

Considerando:  que  según  aparece  de 
las  copias  que  corren  agregadas  en 
autos,  en  el  testamento  referido  ee 
llenaron  las  formalidades  que  la  ley 
señala;  concurriendo  el  número  de 
testigos  exigidos  para  los  que  se  otor- 
gan en  escritura  privada,  todos  los 
cuales  firmaron  juntamente  con  el  tes- 
tador y  el  Cónsul  después  de  que  leído 
el  instrumento  por  éste  y  el  testigo 
don  Antonio  de  Mendiola,  designado 
para  el  efecto,  por  el  señor  Vega,  fué 
aprobado  y  ratificado  por  el  testador; 
que  en  consecuencia  y  una  vez  que  en 
la  copia  presentada  aparece  que  en  el 
original  se  llenaron  las  formalidades 
de  ley,  no  procede  declarar  la  nulidad 


solicitada.  Artículos  775  y  789  Código 
Civil. 

Considerando:  que  aunque  dicho 
testamento  no  es  nulo  no  puede  surtir 
sus  efectos  legales  mientras  no  se  eleve 
a  escritura  pública,  para  lo  cual  deben 
llenarse  previamente  en  el  original  los 
requisitos  exigidos  por  la  ley.  Artícu- 
los 1682,  1688,  1689  Prs.  Cvls.  y  45  del 
Reglamento  Consular. 

Considerando;  que  la  ampliación  del 
testamento  acompañado  por  las  actoras 
y  que  hace  referencia  a  otro  que  se 
dice  fue  otorgado  por  el  señor  Vega, 
con  posterioridad  al  de  que  ahora  se 
trata,  no  tiene  ningún  valor  legal  por 
no  haberse  acompañado  el  instrumento 
a  que  se  refiere.  Artículos  932  Cod. 
Civil  y  685  inciso  lo.  del  Cod.  de  Prs. 
Cvls. 

Por  Tanto:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia  con  fundamento  de  las  leyes 
citadas  y  de  lo  que  disponen  los  Artí- 
culos 1889  Prs.  Cvls.  y  330  Dto.  N9  273 
casa  y  anula  el  fallo  recurrido  y  decla- 
ra: l9 — que  no  es  nulo  el  testamento 
privado  otorgado  por  el  Licenciado  don 
José  A.  Vega,  ante  el  Cónsul  de  Gua- 
temala en  Bilbao  don  Rufino  de  Urbe, 
y  2°  -  que  dicho  testamento  no  puede 
producir  sus  efectos  mientras  no  se 
llenen  en  el  original,  los  requisitos 
que  previene  el  Artículo  1689  del  Cod. 
de  Prs.  Cvls.  y  se  eleve  a  escritura  pú- 
blica. Notifíquese,  duvuólvase  el  de- 
pósito constituido  y  los  autos  con'cer- 
tificación  al  Tribunal  de  su  origen. 
José  A.  Medrano. — Quirino  Flores  y 
Flores. — José  Serrano  Muñoz. — Abel 
Paredes. — J.  de  D.  Castillo. — Tomás 
Posadas  O. — Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, Guatemala,  treinta  de  septiembre 
de  mil  novecientos  veintidós. 
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Vistas  y  considerando  que  la  sen- 
tencia proferida  por  este  Tribunal,  con 
fecha  diez  y  nueve  de  agosto  próximo 
pasado,  en  el  juicio  ordinario  sobre 
nulidad  de  un  testamento  otorgado 
por  don  José  A.  Vega,  está  concebida 
en  términos  claros  y  precisos,  pues  en 
ella  se  determina  que  dicho  testamento 
es  válido,  pero  que  siendo  privado  no 
"puede  surtir  sus  efectos,  mientras  no 
se  eleve  a  instrumento  público;  por 
tanto,  laCorte  Suprema  de  Justicia 
con  fundamento  de  lo  que  dispone  el 
Artículo  883  Pr3.  Cvls.  declara  impro- 
cedente la  aclaración  que  de  dicho 
fallo,  solicitó  doña  María  Vega  de 
Rendueles. — Notifíquese  y  devuélvan- 
se los  autos  con  certificación. 

Medrano. 

Flores  y  Flores. 

Serrano  Muñoz. 

Paredes. 

Castillo. 

Tomás  Posadas  0. 


Los  actos  o  contratos  que  se  ejecuten  u  otorguen 
por  persona  que  en  el  Registro  aparezca  con 
derecho  para  ello,  una  vez  inscritos,  no  se  in- 
validarán en  cuanto  a  tercero,  aunque  después 
se  anule  o  resuelva  el  derecho  del  otorgante 
en  virtud  de  título  anterior  no  inscrito,  o  de 
causas  que  no  resulten  claramente  del  mismo 
Registro. 


Corte  Suprema  de  Justicia;  Gua- 
temala, veintidós  de  septiembre  de  mil 
novecientos  veintidós. 

Vista  por  recurso  de  casación,  con 
los  antecedentes  de  que  procede,  la 
sentencia  que  dictó  la  Sala  4*  de  Ape- 
laciones el  veinticuatro  de  agosto  de  mil 
novecientos  diez  y  ocho,  confirman- 
do la  que  pronunció  el  Juez  l9  de  1* 
Instancia  de  Quezaltenango  el  diez  de 
mayo  de  mil  novecientos  diez  y  siete  en 
el  juicio  seguido  por  don  Eugenio  Va- 
lladares contra  Luis  B.  Monzón  y  Celso 
de  León  Rivera,  sobre  nulidad  de  la 
venta  de  un  inmueble,  en  la  que  decla- 
ra:— lp  que  la  acción  de  nulidad  in- 
tentada por  don  Eugenio  Valladares, 
como  causa  habiente  de  don  Plácido 
Luis  López, es  improcente  en  virtud  del 


desistimiento  expreso  hecho  por  el  cau- 
sante.— 2P  que  la  venta  hecha  por  dqn 
Plácido  Luis  López,  a  favor  de  don 
Luis  B.  Monzón  y  que  consta  en  las 
escrituras  autorizadas:  la  primera  por 
el  Notario  don  Alberto  Asturias,  el 
treinta  de  mayo  de  mil  novecientos 
once  y  la  segunda  por  el  Notario  don 
Francisco  Fuentes  el  veintidós  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  trece,  no  es 
nula. — 3P  que  no  proceden  las  cancela- 
ciones de  las  inscripciones  de  dominio 
hechas  en  el  Registro  de  Inmuebles  a 
favor  de  don  Luis  B.  Monzón  y  don 
Celso  de  León  Rivera,  de  la  finca  rús- 
tica número  21,768,  folio  292,  tomo  133 
de  Quezaltenango. — que  es  impro- 
cedente la  inscripción  de  dominio  de 
tal  finca  a  favor  de  don  Eugenio  Va- 
lladares.— 5o  que  no  están  obligados 
los  señores  Monzón  y  de  León  Rivera 
al  pago  de  los  gastos,  daños  y  perjui- 
cios ni  a  la  devolución  de  frutos  ni  a 
entregar  el  inmueble  motivo  de  la 
cuestión. — 69  que  quedan  a  salvo  los 
derechos  del  señor  Valladares  para 
reclamar  contra  la  sucesión  de  don 
Plácido  Luis  López,  por  la  doble  venta 
que  este  señor  hizo. — 7*-'  que  debe 
cancelarse  en  el  Registro  de  Inmuebles, 
la  anotación  de  la  demanda  hecha  en  la 
finca  mencionada  y — 8°  que  no  hay  es- 
pecial condenación  en  costas. 

Resultando:  que  el  diez  y  ocho  de 
mayo  de  mil  novecientos  diez  y  seis, 
don  Eugenio  Valladares,  se  presentó 
al  Juez  l9  de  1*  Iustaucia  de  Quezalte- 
nango, demandando  se  declarara  la  nu- 
lidad de  la  venta  de  la  finca  número 
21,768  folio  292,  tomo  133  de  Quezalte- 
nango, hecha  por  don  Plácido  Luis 
López  a  favor  de  don  Luis  B.  Monzón 
ante  el  Notario  don  Alberto  Asturias  el 
treinta  de  mayo  de  mil  novecientos 
once;  la  nulidad  de  la  venta  que  de  la 
misma  finca  hizo  el  señor  Monzón  a  don 
Celso  de  León  Rivera  ante  el  propio 
Notario  el  siete  de  junio  de  mil  nove- 
cientos trece;  la  cancelación  de  las 
inscripciones  y  gravámenes  de  las  mis- 
mas, impuestos  por  los  señores  Monzón 
y  de  León  Rivera;  la  inscripción  de 
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dicha  finca  a  favor  del  demandante;  el 
pago  de  los  gastos,  daños  y  perjuicios, 
así  como  la  devolución  de  la  finca  con 
sus  frutos  y  usufructos  que  han  recogi- 
do desde  que  la  poseen.  Fundó  su  de 
manda  el  actor  en  los  hechos  siguientes: 
que  el  señor  López  vendió  la  finca  al 
señor  Monzón  cuando  era  menor  de 
edad,  sin  llenarse  las  formalidades  de 
ley  a  que  estaba  obligado  aun  cuando' 
estaba  emancipado;  que  el  mismo  señor 
López,  siendo  ya  mayor  de  edad  vendió 
al  demandante  la  propia  finca,  y  que  pa- 
ra asegurar  sus  derechos  el  propio  ven- 
dedor inició  el  juicio  de  nulidad  de  la 
anterior  venta  contra  el  señor  Monzón, 
juicio  que  esta  Corte  Suprema  declaró 
nulo  desde  la  interposición  de  la  de 
manda,  pero  dejando  a  salvo  los  dere- 
chos del  señor  Valladares;  que  entonces 
Monzón  vendió  la  finca  a  Rivera,  y 
aunque  el  Registrador  se  negó  a  inscri- 
bir la  escritura  por  viciada  y  defec- 
tuosa, tuvo  que  hacerlo  por  mandato 
de  Juez;  que  a  pesar  de  la  evidencia 
de  sus  derechos,  reforzaba  su  acción 
con  la  cesión  que  le  hizo  doña  Raquel 
Vielman  v.  de  López  como  única  here- 
dera de  su  esposo  don  Plácido  Luis 
López,  de  sus  derechos  a  la  herencia  de 
éste,  por  escritura  autorizada  por  el 
Notario  Fernando  ü.  Ramírez,  el  siete 
de  octubre  de  mil  novecientos  quince. 
Que  siendo  nula  la  venta  hecha  por 
López  al  señor  Monzón,  es  nulatambión 
la  que  éste  hizo  a  Rivera  y  nulas  las 
respectivas  inscripciones.  Acompañó 
a  su  demanda  la  escritura  de  venta  a 
favor  del  señor  Monzón  y  la  de  cesión 
de  derechos  hereditarios  que  a  su  favor 
hizo  la  viuda  y  heredera  de  López. 

Resultando:  que  corrido  traslado  en 
vía  ordinaria,  dpn  Dionisio  Santiago 
como  apoderado  de  don  Luis  Monzón, 
negó  la  demanda  en  todas  sus  partes; 
Be  tuvo  por  contestada  negativamente 
la  misma  demanda  por  parte  del  señor 
Rivera,  y  ee  recibió  el  juicio  a  prueba 
por  el  término  de  cuarenta  días,  térmi- 
no que  transcurrió  sin  que  ninguna 
prueba  fuera  presentada  por  las  partes. 


Resultando:  que  al  evacuar  el  tras- 
lado que  se  corrió  para  alegar  de  buena 
prueba,  el  demandado  señor  Rivera 
manifestó:  que  no  apareciendo  en  el 
Registro  la  causa  motivo  de  nulidad  de 
la  venta  hecha  por  López  a  Monzón,  no 
puede  perjudicarle  a  él, tener  poseedor, 
tal  causa  o  motivo  de  nulidad  con- 
forme el  Artículo  2101  del  C.  Civil,, 
que  la  escritura  de  compra  a  favor  de 
Monzón  fué  debidamente  inscrita;  que 
en  el  asiento  de  inscripción  no  consta 
la  edad  de  los  contratantes,  como  tatn 
poco  la  circunstancia  de  ser  menor 
emancipado  el  vendedor.  El  actor 
entre  otras  cosas  alegó;  que  el  señor 
Monzón  nunca  había  sido  ni  podía  ser 
dueño  del  inmueble  relacionado,  por- 
que su  derecho  se  fundaba  en  un 
contrato  sin  valor,  y  como  no  le  perte- 
necía no  podía  venderlo;  que  cuando 
ya  se  había  iniciado  la  nulidad  de  esa 
venta,  Monzón  vendió  la  finca  al  señor 
de  León,  pero  aquel  debe  haber  ins- 
truido a  éste  de  que  se  trataba  de  una 
cosa  litigiosa  y  por  lo  mismo  estaba 
sujeto  a  las  consecuencias;  y  que  la 
inscripción  no  hace  válidos  los  actos 
nulos.  El  apoderado  del  señor  Monzón 
también  presentó  su  alegato,  sostenien- 
do la  eficacia  de  la  escritura  de  venta 
a  su  favor,  aún  cuando  fue  otorgada 
poruña  persona  menor  de  edad,  porque 
ésta,  había  ratificado  la  venta  siendo 
ya  mayor  de  edad,  con  lo  que  la  prime- 
ra venta  había  quedado  perfecta.  Que 
el  documento  presentado  por  el  actor 
para  demostrar  que  es  comprador  del 
inmueble  no  debe  tomarse  en  cuenta 
por  no  constar  en  escritura  pública. 
Al  mismo  tiempo  presentó  Iob  docu- 
mentos siguientes: — l9  un  testimonio 
de  la  escritura  autorizada  por  don 
Francisco  Fuentes  el  veintidós  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  trece,  en  la 
que  Plácido  Luis  López,  de  veintitrés 
años  de  edad,  confirma  el  contrato  de 
venta  contenido  eu  la  escritura  de 
treinta  de  mayo  de  mil  novecientos  once 
ante  el  Notario  Asturias  y  manifiesta 
además.el  señor  López,  que  estádispues- 
to  a  desistir  y  desiste  de  la  demanda  que 
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entabló  ante  el  Juzgado  l9  de  1?  Ins- 
tancia de  Quezalteuango,  sobre  nulidad 
de  esa  venta  obligándose  a  firmar  la 
correspondiente  solicitad  para  el  sobre- 
seimiento del  asunto.  Don  Luis  Mon- 
zón compareció  al  otorgamiento  de  esta 
escritura  aceptando  la  declaración  y 
ratificación  hechas  por  el  señor  López; 
y  posteriormente  en  escritura  autori- 
zada por  el  Notario  Asturias,  el  once 
de  octubre  del  mismo  año,  el  señor 
Monzón  amplió  la  relacionada  escritura 
haciendo  constar  que,  la  finca  de  que 
se  trata,  la  había  dado  ya  en  venta  a 
don  Celso  de  de  León  Rivera. — 2°  una 
certificación  del  ocurso  presentado  por 
don  Dionisio  Santiago  contra  el  Regis- 
trador de  la  propiedad  Inmueble  de 
Quezaltenango,  por  haber  negado  la 
inscripción  de  la  escritura  de  ratifica- 
ción del  contrato  de  venta,  recurso  que 
el  Juez  l9  de  1*  Instancia  del  propio 
departamento  resolvió  en  auto  fecha 
treinta  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos catorce,  ordenando  que  se  hiciera  la 
inscripción,  operación  que,  en  cumpli- 
miento de  esta  resolución,  se  efectuó  el 
veinte  de  octubre  siguiente. 

Resultando:  que  a  solicitud  de  don 
Celso  de  León  Rivera  se  dispuso  que 
se  tuviera  a  la  vista  el  juicio  que  siguió 
Plácido  Luis  López  contra  Monzón, 
sobre  nulidad  del  contrato  de  venta 
que  habían  celebrado  y  en  este  juicio 
aparece  lo  siguiente:  que  el  trece  de 
marzo  de  mil  novecientos  trece  López 
demandó  ante  el  Juez  1?  de  1?  Instancia 
de  Quezaltenango  la  milidad  del  con- 
trato de  venta  que  el  propio  López, 
siendo  menor  de  edad,  había  celebrado 
con  Monzón  ante  el  Notario  señor 
Asturias.  Para  comprobar  su  acción  el 
actor  presentó. — 1"?  una  certificación 
expedida  por  el  Registrador  de  la  Pro- 
piedad en  la  que  aparece  el  asiento  de 
presentación  a  dicha  oficina,  de  la  pri 
•mera  escritura  de  venta,  autorizado 
dicho  asiento  por  el  Director  Licencia- 
do Ricardo  Castañeda, el  cinco  de  junio 
de  mil  novecientos  once,  haciéndose 
constar  también  en  dicha  certificación, 
que  en  la  fecha  en  que  se  expidió,  la 


finca  pertenecía  a  don  Celso  de  León 
Rivera  y  que  sobre  ella  pesaban  dos 
hipotecas  a  favor  de  Maegli  y  Cía.  por 
cincuenta  mil  marcos,  cada  una. — 2° 
una  certificación  de  la  partida  del 
Registro  Civil  de  Quezaltenango  en  que 
consta  que  Plácido  Luis  López  nació  el 
trece  de,  noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  uno,  de  donde  se  deduce 
que  cuando  celebró  el  contrato  de  venta 
con  el  señor  Monzón  tenía  diez  y  nueve 
años  de  edad.  El  Juez  dictó  sentencia 
en  este  juicio  el  nueve  de  septiembre 
de  mil  novecientos  trece,  declarando 
nulo  y  rescindido  el  contrato  de  venta 
de  que  se  trata;  pero  sin  estar  notifica- 
do ese  fallo,  el  actor  y  reo  se  presenta- 
ron en  memorial  fecha  veintidós  de 
septiembre  de  mil  novecientos  catorce, 
el  primero  desistiendo  de  la  demanda 
y  el  segundo  aceptando  el  desistimien- 
to. En  ese  estado  el  juicio,  se  presentó 
Eugenio  Valladares  mostrándose  parte 
en  él  y  acompañando  a  su  solicitud,  un 
segundo  testimonio  de  la  protocolación 
que  hizo  el  Notario  Fernando  D.  Ramí- 
rez, el  primero  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos trece,  a  solicitud  de  Valladares, 
de  un  documento  autenticado  por  el 
Notario  Francisco  J.  Fuentes,  otorgado 
por  los  señores  López  y  Valladares  el 
diecisiete  de  abril  del  mismo  año,  por 
el  que  el  primero  de  los  nombrados 
vende  al  segundo  la  finca  de  que  se 
trata  por  el  precio  de  quince  mil  pesos 
moneda  nacional.  Se  hizo  constar  en 
este  documento  que  López  había  ven- 
dido esa  misma  finca  a  Monzón,  en 
escritura  pública,  pero  que  el  propio 
López,  fundado  en  que  era  menor  de 
edad  cuando  hizo  la  enajenación,  ha- 
bía iniciado  la  acción  de  nulidad  del 
expresado  contrato,  juicio  que  López 
se  comprometía  a  seguir  formalmente  o 
por  medio  de  su  apoderado  a  satisfac- 
ción de  Valladares;  y  que  de  el  precio 
convenido,  se  reservaba  el  comprador 
ocho  mil  pesos  para  reintegrarlos  a 
Monzón.  En  escrito  fecha  cinco  de 
abril  de  mil  novecientos  catorce,  Va- 
lladares pidió  que  se  le  tuviera  como 
tercero  coadyuvante  en  la  acción  de 
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López  contra  Monzón,  y  el  Juez  así  lo 
resolvió,  pero  posteriormente  y  por 
haber  manifestado  Valladares  que  él 
era  actor  principal  y  no  tercero  coad- 
yuvante, el  propio  Juez  resolvió  que 
Valladares  no  tenía  ninguna  interven- 
ción en  la  contienda.  Apelado  este  auto 
y  apelada  la  sentencia,  la  Sala  Cuarta 
revocó  el  primero  dando  a  Valladares 
intervención  en  segunda  instancia  y 
revocó  también  el  fallo  absolviendo  a 
Monzón  de  la  demanda,  pero  en  virtud 
de  recurso  de  casación,  esta  Corte  fun- 
dada en  que  en  el  juicio  debieron  ser 
citadas  todas  las  personas  que  tienen 
interés  directo  en  la  validez  o  nulidad 
de  la  venta  de  que  se  trata,  y  en  que 
no  había  sido  citado  el  actual  poseedor 
del  inmueble,  que  según  certificación 
del  Registro  había  comprado  la  finca 
a  Monzón,  en  sentencia  fecha  veinti 
nueve  de  mayo  de  mil  novecientos 
quince,  declaró  nulo  todo  lo  actuado 
desde  la  interposición  de  la  demanda, 
dejando  a  salvo  los  derechos  de  Valla- 
dares y  de  cualquiera  otras  personas 
para  que  se  ventilaran  en  la  forma 
correspondiente. 

Resultando:  que  el  Juez  de  Primera 
Instancia  pronunció  sentencia  en  la 
forma  expresada  al  principio  e  inter 
puesto  recurso  de  apelación  por  el 
actor,  fué  confirmada  por  la  Sala  4 11  de 
Apelaciones  y  contra  el  fallo  de  este 
último  Tribunal,  el  propio  actor,  auxi- 
liado por  el  Abogado  Ernesto  Eiras 
introdujo  el  recurso  de  casación  por 
estimar  que  fueron  infringidos  los  Arts. 
9^-10,  28,  29,  1406  inciso  2?,  1422, 
1424  y  1425  del  Código  Civil,  100  y 
245  del  Decreto  N9  272. 

Considerando:  que  aunque  la  venta 
hecha  por  don  Plácido  Luis  López  a 
favor  de  don  Luis  Monzón,  por  escritura 
que  autorizó  el  Notario  don  Alberto 
Asturias,  adolecía  del  defecto  de  ha- 
berse verificado  cuando  el  vendedor 
aunque  emancipado  era  menor  de  edad, 
tal  defecto  que  pudo  causar  la  nulidad 
del  contrato  solo  en  interés  del  mismo 
menor,  no  se  hizo  constar  en  el  Rigis- 
tro,  y  ya  por  eBta  circunstancia  como 


porque  la  finca  se  encentraba  libre  de 
anotaciones  cuando  la  adquirió  don 
Celso  de  León  Rivera,  no  puede  resol- 
verse o  anularse  en  perjuicio  de  éste, 
que  es  tercero,  el  expresado  contrato 
celebrado  entre  López  y  Monzón. — Que 
si  bien  es  cierto  el  principio  alegado 
por  el  actor,  de  que  la  inscripción  no 
hace  válidos  los  actos  nulos  según  las 
leyes,  también  debe  tenerse  en  cuenta 
que  a  pesar  de  esa  declaración  la  ley 
dispone  que  los  actos  o  contratos  que 
se  ejecuten  u  otorguen  por  persona 
que  en  el  Registro  aparezca  con  dere- 
cho para  ello,  una  vez  inscritos,  no  se 
invalidarán  en  cuanto  a  tercero, aunque 
después  se  anule  o  resuelva  el  derecho 
del  otorgante,  en  virtud  de  título  ante- 
rior no  inscrito,  o  de  causas  que  no  re-  ,  i 
sulten  claramente  del  mismo  Registro 
(Artículos  2106  y  2107  C.  C).  En 
consecuencia  y  con  arreglo  a  estas  dispo- 
siciones y  por  no  haberse  comprobado 
que  el  contrato  a  favor  del  señor  Rivera 
haya  sido  fraudulento,  no  pueden  esti- 
marse como  infringidos  los  artículos  9, 
10  y  1406  del  C.  (J.  y  100  del  Decreto 
272. 

Considerando:  que  sin  perjuicio  de 
lo  consignado  en  el  párrafo  anterior  es 
de  tenerse  presente  que  el  contrato  de 
venta  celebrado  entre  López  y  Monzón, 
quedó  revalidado  mediante  la  confir- 
mación que  de  él  hizo  el  vendedor 
siendo  mayor  de  edad  y  con  capacidad 
para  todos  los  actos  de  la  vida  civil, 
sin  que  menoscabe  su  valor  el  contrato 
que  sobre  venta  del  mismo  inmueble 
celebró  López  con  Valladares,  porque 
éste  último  contrato  no  celebró  con  las 
formalidades  de  ley,  es  decir  en  escri- 
tura pública;  y  si  bien  el  documento 
privado  con  legalización  de  firmas  en 
que  se  hizo  constar  dicha  venta  fue 
protocolado  a  solicitud  de  uno  solo  de 
los  contratantes  y  con  posterioridad  a 
la  confirmación  hecha  por  López  a- 
favor  de  Monzón,  no  estando  inscrito, 
no  produce  ningún  efecto,  en  cuanto  a 
tercero.  (Artículos  2066  y  2068  C.  C.) 
En  consecuencia,  no  se  infringió  el 
artículo  245  del  Decreto  número  272 
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que  se  invoca  en  el  memorial  de  intro- 
ducción del  recurso,  sino  que  por  el 
contrario,  se  hizo  recta  aplicación  de  él 
al  reconocer  la  preferencia  de  los  dere- . 
chos  al  inmueble,  de  don  Celso  de  León 
Rivera,  en  virtud  de  estar  consignados 
en  eseritura  pública  debidamente  ins- 
crita en  el  Registro. 

Considerando:  que  tampoco  fueron 
violados  los  artículos  1422,  1424  y  1425 
del  C.  C.  porque  no  se  atacó  el  contrato 
celebrado  entre  López  y  Monzón  por 
persona  con  derecho  a  ello  por  no  tener 
causa,  o  por  tener  causa  falsa  o  ilícita, 
ni  se  presentó  prueba  a  este  respecto 
por  lo  que  debe  estarse  a  lo  dispuesto 
en  el  artículo  1423  del  misino  cuerpo 
de  leyes  que  supone  que  en  todo  con- 
trato hay  causa  lícita  aunque  no  se 
exprese  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trario. 

Considerando:  que  los  artículos  28  y 
29  de  C.  C.  solo  se  refieren  a  que  la 
mayoría  de  edad  se  adquiere  a  los 
veintiún  años  y  que  los  que  han  llegado 
a  ella  adquieren  capacidad  para  los 
actos  de  la  vida  civil;  y  como  no  existe 
contradicción  en  estos  puntos  ni  en  la 
sentencia  que  se  examina  se  hacen  dis- 
tintas declaraciones  de  lo  consignado 
en  ellos  no  pueden  estimarse  como 
infringidos. 

Por  Tanto:  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  con  fundamento  en  lo  dispues- 
to por  los  artículos  1868  y  1877  del 
Cod.  Prs  Cvls.  desestima  por  improce- 
dente el  recurso  interpuesto,  manda 
ingresar  a  la  Receptoría  de  los  fondos 
de  Justicia  el  depósito  constituido  y 
condena  al  recurrente  en  las  costas  de 
la  casación. 

Notifíquese  y  devuélvanse  los  autos 
con  certificación  al  Tribunal  de  su 
procedencia. 

José  A.  Medrarlo. 
Quirino  Flores  y  Flores.  José  Serrano  Muñoz. 
Jlbel  Paredes.  Benj.  Urruela. 

'üomds  Posadas  O. 


CRIMINAL 

Cuando  en  los  autos  no  apareciere  más  prueba  que 
la  confesión  del  reo;  los  requisitos  que  la  ley  exi- 
je  para  estimar  la  legítima  defensa  deben  dedu- 
cirse de  la  misma  confesión  en  concordancia  con 
los  demás  pasajes  del  proceso. 


"Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  septiembre  de  mil  novecientos  vein- 
tidós..— Por  recurso  de  casación  .v  con  sus 
antecedentes,  se  examina  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  3*  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  la 
criminal  que  por  homicidio  procede  contra 
Víctor  Manuel  Samayoa  Cobos,  condenán- 
dolo a  sufrir,  por  tal  infracción,  la  pena  de 
seis  años  ocho  meses  de  prisión  correccional, 
inc  nmutables,  con  abono  de  la  sufrida  y  de- 
más declaratorias  de  ley. 

Resulta:  que  el  Juez  4°  de  Paz  de  esta  ciu- 
dad, inició  este  proceso  el  quince  de  septiem- 
bre del  año  antepasado,  en  virtud  de  parte 
que  dio  la  Policía  de  que  en  la  estación  del 
Ferrocarril  se  encontraba  el  cadáver  de  un 
hombre,  muerto  trágicamente.  Se  mandó 
instruir  la  pesquisa  y  acto  seguido  se  consti- 
tuyó el  Juez  en  el  lugar  del  crimen  y  en  el 
interior  del  carro  de  equipajes  marcado  con 
el  número  ''4,"  yacía  el  cadáver  de  un  indi- 
viduo, como  de  treinta  a  treinta  y>dos  años, 
moreno,  barba  poco  poblada,  calzaba  zapatos 
amarillcs,  vestía  pantalón  de  lona  azul,  camisa 
del  mismo  color.  El  cuerpo  estaba  boca  arri- 
ba, las  extremidades  superiores  un  poco  sepa- 
radas y  las  inferiores  ligeramente  retraídas, 
la  cabeza  girada  hacia  el  Oriente.  Examina- 
do el  exterior  le  fueron  reconocidas,  varias 
lesiones,  producidas  por  arma  corto-punzante. 
colocadas:  una  en  la  cara  posterior  del  ante- 
brazo izquierdo,  otra  sobre  el  dedo  índice, 
dos  abajo  de  la  tetilla  izquierda  y  un  golpe 
en  la  frente:  en  el  piso  del  carro  se  encon- 
traban varias  botellas  llenas,  varias  vacías  y 
algunos  fragmentos,  de  otras  lo  que  induce  a 
creer  que  la  escena  se  desarrolló  en  el  interior 
del  mismo. 

Resulta:  que  en  parte  que  dió  en  la  misma 
fecha  el  Comandante  de  la  Cuarta  Sección  de 
Policía,  expresa:  que  a  esa  Sección  dió  aviso 
el  Inspector  Salvador  Rivas  Arias  que  el 
agente  de  la  Estación  Federico  Bonilla,  le  ha- 
bía comunicado  que  en  el  interior  de  la  Esta- 
ción y  en  un  carro  de  equipajes  se  encontraba 
muerto,  con  dos  heridas  en  la  tetilla  M ¡truel 
Iriondo  y  que  presumía  que  el  autor  del  he- 
cho fuera  Manuel  Samayoa,  que  trabajaba  jun- 
tamente con  el  occiso,  y  lo  había  visto  salir 
por  la  puerta  Oriente  de  la  Estación,  lleno  de 
lodo  y  con  araños  en  la  cara  y  que  al  salir 
tomó  por  la  Décima  AveDÍda  Sur,  casi  en 
precipitada  fuga. 
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Resulta:  que  examinado  Mr.  Wm.  H.  Hill 
dice:  que  conoce  a  Manuel  Samayoa  y  a  José 
Miguel  Iriondo,  por  ser  empleados,  pero  que 
nada  le  consta  respecto  al  hecho  de  pesquisa, 
aunque  supone  que  la  muerte  del  segundo 
provino  de  riña  con  el  primero  en  el  carro  de 
equipajes  número  "4;''  que  Samayoa  desapa- 
reció inmediatemente  después  del  suceso, 
dirigiéndose  sin  duda  para  Canales,  de  donde 
es  originario.  Ramón  Solórzano,  Director 
de  la  Policía  de  la  Estación,  expresa:  que  na- 
da del  hecho  le  consta  de  vista:  que  el  Maes 
tro  de  Patios  Ventura  Ayala,  le  dió  aviso  de 
lo  ocurrido,  trasmitiéndolo  inmediatamente  al 
Policía  de  línea:  que  Fracisco  Orellana  indicó 
a  Federico  Bonil'a,  agente  que  cuida  la  puer- 
ta de  entrada  y  salida  de  las  carretas,  que 
como  a  las  seis  y  cuarto  salió  Samayoa  a  la 
calle  y  como  viera  que  llevaba  sangre  sobre 
la  ternilla,  le  preguntó  de  que  procedía,  con- 
testándole que  acababa  de  sufrir  una  caída  e 
iba  a  lavarse  con  aguardiente  y  momentos 
después  regresó  entrando  de  nuevo  a  la  Esta- 
ción, dirigiéndose  dos  veces  por  la  galera  don- 
de están  los  coches,  pero  que  como  ignoraba 
dicho  agente  lo  ocurrido,  no  procedió  a  su 
captura:  que  supone  que  Samayoa  e  Iriondo 
hayan  entrado  a  discusión  con  motivo  del  aca- 
rreo de  sacos  y  que  por  los  datos  adquiridos 
cree  el  declarante  que  Samayoa  es  el  autor  de 
la  muerte  de  Iriondo. 

Resulta:  que  Federico  Bonilla  dice:  que  a 
la  hora  del  suceso  se  encontraba  de  servicio, 
como  agente  de  Policía  de  la  Estación  en  la 
puerta  de  entrada  y  salida  de  carretas  y  vió 
venir  a  Samayoa  y  como  llevaba  sangre  en  la 
nariz,  le  preguntó  qué  le  pasaba  y  le  respon- 
dió que  se  había  dado  una  caída  y  salió  a  la 
calle  diciéndole  que  se  iba  a  lavar  con  licor: 
que  en  seguida  regrtsó  dirigiéndose  al  interior 
de  la  Estación  y  volvió  a  salir  sin  haber 
regresado  ya:  que  pocos  momentos  después 
se  apercibió  de  que  en  un  carro  de  equipaje 
estaba  un  hombre  ya  casi  sin  vida  reconocien- 
do ser  José  Miguel  Iriondo. 

Kesulto:  que  elevadas  las  actuaciones  al 
Juzgado  O9  de  1*  Instancia  y  obtenida  la  cap- 
tura del  reo,  quien  en  esa  diligencia  expresó: 
llamarse  Víctor  Cobos,  fué  indagado  como 
corresponde  y  manifestó:  que  fué  capturado 
el  miércoles  veintidós  de  aquel  mesi  en  la 
Estación  do  Santo  María,  por  un  individuo 
vestido  de  particular  que  supo  no  era  agente 
de  la  Autoridad  y  se  imagina  que  el  motivo 
es  por  haber  matado  a  un  individuo  en  el  in- 
terior de  la  Estación  de  Ferrocarril;  que  ese 
individuo  de  apellido  Iriondo  trabajaba  junto 
con  él  en  la  Estación  y  era  su  enemigo  por- 
que le  dió  prestado  dinero  y  al  cobrárselo  se 
disgustó:  que  el  día  y  la  hora  del  suceso  se 
encontraba  en  la  Estación  de  los  Forro- 
carriles  llevando  sacos  con  Chibola  a  los  ca- 


rros y  en  uno  de  los  que  estaban  cargando  se 
encontraba  Iriondo  y  por  haber  llegado  tarde 
lo  comenzó  a  injuriar  gravemente,  agredién- 
dolo con  un  linque  y  a  botellazos,  entonces 
él,  indagado,  con  un  cortaplumas  respondió  a 
esos  ataques:  que  Iriondo  le  dió  un  golpe  en 
la  nariz  y  el  deponente  lo  atacó  dos  veces  cod 
su  arma:  que  después  de  lo  ocurrido  se  salió 
del  carro  en  cuyo  interior  había  tenido  lugar 
la  riña  y  de  la  cual  ninguno  se  dió  cuenta  y 
sin  saber  si  había  herido  o  nó  a  Iriondo  salió 
de  la  Estación  por  la  puerta  que  da  a  la  Dé- 
cima Avenida  con  el  objeto  de  irse  a  lavar  la 
cara  qrfe  tenía  ensangrentada,  a  una  Cantina 
de  enfrente;  que  al  salir,  estoba  el  policía  que 
cuida  la  puerta,  pero  no  se  apercibió  de  ello; 
que  en  seguida  regresó  nuevamente  a  la  Es- 
tación por  la  misma  puerta  y  entonces  no 
recuerda  si  estaba  allí  el  policía,  entró  con  el 
objeto  de  sacar  su  roña,  y  al  salir  se  dirigió 
por  la  Décima  Avenida  Sur,  hacia  la  ''Boca 
del  Monte''  en  donde  estuvo  el  sábado:  que 
en  ese  lugar  quemó  la  ropa  que  llevaba  pues- 
to cambiándola  por  la  que  había  sacado  de  la 
Estación;  que  a  las  ocho  de  la  noche  salió  de 
ese  lugar  con  dirección  a  la  costa  Sur  y  per- 
noctó cerca  de  la  laguna  de  Amatitlán,  de  allí 
salió  corjao  a  las  siete  de  la  noche  y  llegó  el 
martes  a  Santa  María  y  el  miércoles  como  a 
las  once,  yendo  a  ver  la  pasada  del  tren  por 
si  llegaba  alguno  de  sus  familiares,  fue  captu- 
rado en  la  propia  estación  por  el  individuo 
que  deja  indicado:  que  el  trayecto  de  esta 
capital  a  Santa  María  lo  hizo  a  pie  y  no  tuvo 
para  que  ocupar  el  tren:  que  se  fué  huyendo 
sin  saber  si  había  herido  o  no  a  Iriondo  y 
que  la  ropa  la  quemó  porque  estaba  mancha- 
'da  con  su  propia  sangre,  que  es  falso  que  el 
agente  Federico  Bonilla  le  haya  facilitado 
la  fuga  y  falso  también  que  el  maquinista 
Justo  Melgar  lo  haya  recogido  en  Pamplo- 
na para  llevarlo  en  la  máquina  que  manejaba. 

Resulta:  que  el  veinticinco  de  aquel  mes  se 
formalizó  la  prisión  de  Víctor  Cobos  por  el 
delito  de  homicidio. 

Resulta:  que  Justo  Melgar  expresa;  que 
no  conoce  las  partes  que  figuran  en  el  proceso 
y  que  del  hecho  nada  le  consta,  pues  en  la 
calle  supo  en  esa  fecha  que  en  la  Estación  un 
hombre  había  matado  a  otro,  sin  saber  quien 
era  la  víctimai  ni  el  victimario.  Federico 
Bonilla  expresa;  que  vió  a  Samayoa  cuando 
salía  por  la  puerta  que  él  cuidaba,  quien  lle- 
vaba en  la  cara  un  pañuelo  manchado  en  san- 
gre diciéndole  que  se  había  golpeado  al  caerse 
sobre  un  saco  de  cerveza  y  lo  vieron  también 
salir  Lupario,  Valerio  y  Andrés  Hernández. 

Resulta:  que  en  el  parte  que  dió  el  Direc- 
tor de  1a  Seguridad  Nacional  al  Juez  de  la 
causa  pon  ir  i  a  a  su  disposción  al  reo  Manuel 
Samayoa  (a)  Víctor  Cobos,  manifiesta  que  el 
policía  que  cuidaba  la  puerta  de  la  Estación 
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facilitó  la  fuga  del  reo  y  que  el  maquinista 
Justo  Melgar  lo  condujo  en  el  tren  y  proyec- 
taba llevarlo  a  A.vutla,  lo  que  fracasó  por 
haberse  procedido  a  la  captura  del  sindicado. 
El  reo  hizo  tales  confesiones  en  la  policía  de 
Seguridad  Nacional;  pero  en  careo  practicado 
con  Federico  Bonilla,  las  desmintió  aseguran- 
do que  ninguno  se  dio  cuenta  cuando  mató  a 
Iriondo  y  por  lo  mismo  no  podían  proporcio- 
narle medios  para  escaparse. 

Resulta:  que  a  petición  del  reo  fueron  exa- 
minados Tomasa  Rosales,  José  Andrino,  Aure- 
lio Salazar  y  seis  testigos  más  acerca  de  su 
conducta  y  todos  unánimente  declararon  que 
siempre  ha  sido  buena.  En  el  mismo  sentido 
informa  el  Alcalde  de  Villa  Nueva. 

Resulta:  que  del  informo  médico  quirúr- 
gico practicado  en  el  cadáver  de  José  Miguel 
Iriondo  aparece  transcrito  el  dictamen  que 
dice:— Guatemala,  16  de  septiembre  de  1920. 
— El  día  de  hoy  a  las  nueve  p.  m.  procedí  al 
reconocimiento  y  autopsia  del  cadáver  de 
Miguel  Iriondo,  individuo  bien  constituido  co- 
mo de  treinta  años  de  edad.  Al  examen  ex- 
terior presenta  tres  heridas,  producidas  con 
arma  cortante,  situadas:  la  1*  en  la  región 
precordial,  a  tres  dedos  de  la  línea  media  y 
cuatro  bajo  la  tetilla  izquierda.  La  2a  en 
la  región  frontal  derecha  y  la  3*  en  la  cara 
externa  del  antebrazo  izquierdo.  Se  notó 
además  esquimosis  en  la  comisura  derecha  de 
la  boca  y  en  el  pómulo  derecho.  Abiertas 
las  cavidades  se  comprobó,  que  en  la  toráxica, 
el  arma  interesó  tegumentos,  músculos  del 
quinto  espacio  intercostal,  pericardio  y  ven- 
trículo izquierdo  del  corazón.  De  lo  ex- 
puesto se  deduce  que  Iriondo  falleció  a  con- 
secuencia de  esta  última  herida  que  fué 
necesaria  y  ejecutivamente  mortal. — De  Ud. 
Atto.  y  S.S.  —I.  Reyna.  Así  mismo  se  agre- 
gó a  los  autos  la  certificación  de  defunción  de 
Miguel  Iriondo;  lo  mismo  que  la  de  nacimien- 
to de  Víctor  Manuel,  hijo  natural  de  Apolonia 
Samayot»,  nacido  el  29  de  mayo  de  1903. 

Resulta:  que  por  estimarse  agotada  la  pes- 
quisa se  elevó  a  plenario  la  causa  y  con 
asistencia  de  tutor  específico  se  tomó  al  reo 
confesión  con  cargos  y  no  se  conformó  con  el 
de  homicidio  que  se  le  formuló. 

Resulta:  que  en  este  estado  y  a  los  folios 
48  y  49,  el  reo  Víctor  Manuel  Cobos  Sama- 
yoa  amplió  la  indagatoria  asistido  de  su  tutor 
y  expuso:  que  al  ser  capturado  sufrió  mu  lms 
vejámenes  en  la  estación  de  Santa  María,  de 
parte  de  sus  a  prehensores,  quienes  lo  metie- 
ron en  miedo  y  lo  acobardaron  y  por  ese  mo- 
tivo no  dió  su  declaración  como  debía,  pero 
que  el  hecho  pasó  como  sigue:  ''que  conoció 
a  José  Miguel  Iriondo,  como  compañeros  que 
eran  de  trabajo  en  la  Estación  del  Ferrocarril, 
sin  que  con  él  tuviera  amistad  íntima;  que  en 
uua  fecha  que  no  recuerda  le  facilitó  la  suma 


de  sesenta  pesos,  que  como  de  costumbre  fue 
a  trabajar  el  quince  de  septiembre  y  que  por 
ser  fiesta  nacional  se  tardó  un  poco  en  llegar 
a  la  bodega  y  entonces  Iriondo  lo  insultó 
de  manera  soez:  que  el  declarante  en  vista 
de  estos  insultos,  le  dijo  a  Iriondo  que  por- 
qué lo  insultaba,  que  si  por  el  simple  moti- 
vo de  haber  llegado  un  poco  tarde  lo  in- 
sultaba así,  y  que  le  pajrara  lo  que  le  debía; 
entonces  Iriondo  se  enfureció  más  y  le  tiró 
al  declarante  unos  botellazos  en  el  interior  del 
carro,  sin  tener  espacio  para  defenderse  por 
lo  que  recibió  un  botellazo  en  la  cara  y 
otros  en  el  cuerpo;  que  cuando  se  sintió  he- 
rido creyó  el  declarante  que  habia  per-, 
dido  un  ojo  por  habérsele  cubierto  la  cara  de 
sangre,  que  en  vista  de  esto  y  en  defensa  de 
su  personarse  vió  en  la  necesidad  de  sacar  su 
cortaplumas  que  utilizaba  para  pelar  frutas, 
la  abrió,  estando  en  el  suelo,  y  creyendo  que 
al  verlo  con  la  navaje  en  la  mano  se  asustara, 
pero  que  también  tomó  Iriondo  un  fierro 
grande  con  el  cual  le  pegó  un  golpe  en  el 
cuerpo  y  por  ese  motivo  le  tiró  el  declarante 
un  rayón  sin  intención  de  matarlo;  que  cuando 
Iriondo  se  sintió  herido  todavía  pudo  pegarle 
al  declarante  un  tierrazo  en  la  nuca  con  la 
•ual  cayó  al  suelo  de  nuevo;  que  cuando  el 
declarante  vió  que  su  agresor  podía  más  que 
él,  buscó  o  prefirió  salir  del  carro  donde  ocu- 
rrió el  hecho;  que  estos  golpes  que  llevaba 
iba  el  declarante  con  su  patrón  a  quejarse, 
creyendo  que  los  dos  navajazos  que  le  diera 
a  su  agresor  no  fueran  mortales  por  ser  la 
navaja  pequeña;  pero  que  al  ver  botado  a 
Iriondo  ya  no  fué  a  quejarse  pues  regresó  y 
creyó  que  no  fueran  graves  las  heridas,  que 
al  regresar  un  individuo  empleado  cuyo  nom- 
bre ignora,  le  dijo  que  Iriondo  estaba  mal 
herido  y  que  iban  a  poner  al  declarante  a  la 
cárcel,  por  lo  que  huyó,  temiendo  que  lo 
agarraran:  agrega  que  por  el  temor  en  que 
lo  pusieron  no  se  presentó:  que  tanto  su  pri- 
mer indagatoria,  como  esta,  las  ratifica  por 
ser  cierto  lo  que  en  ellas  dice  y  no  firmó  por 
no  saber  hacerlo." 

Resulta:  que  tramitado  el  plenario,  se  dictó 
sentencia  en  primera  Instancia  condenándose 
al  prevenido  a  la  p-na  de  dos  años  de  prisión 
correccional,  fallo  que  la  Sala  3*  de  Apelacio- 
nes declaró  insubsistente  por  estimar  nulo  el 
auto  en  que  se  elevó  la  cauta  a  plenario, 
inclusive  todo  lo  actuado  con  posterioridad. 

Resulta:  que  devueltas  las  actuaciones  al 
Tribunal  de  1*  Instancia  fue  examinado 
Ventura  A.vala,  quien  ningún  dato  suministra 
para  la  pesquisa,  pues  asegura  que  tuvo  noti- 
cia del  hecho  cuando  este  se  había  consumado 
ya.  Así  mismo  fueron  examinados  varios 
otros  testigos  que  declaran  en  análogos  tér- 
minos al  anterior. 
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Resulta:  que  nuevamente  se  elevó  a  plena- 
rio  la  causa  y  con  las  formalidades  de  ley  se 
tomó  confesión  con  cargos  al  reo  Víctor 
Manuel  Cobos  Samayoa  y  no  se  conformó 
con  el  de  homicidio.  Evacuada  la  defensa  y 
llamados  autos  se  dictó  por  segunda  vez  la 
sentecia  imponiendo  al  reo  la  pena  de  dos 
años  y  medio  de  prisión  correccional;  pena 
que  fue  reformada  por  la  Sala  3?  de  Apela- 
ciones en  el  sentido  que  se  deja  indicado  al 
principio. 

Resulta:  que  el  prevenido  auxiliado  por  el 
Lie-  Ricardo  C.  Castañeda  y  por  estimar  viola 
dos  los  artículos  80  del  Código  Penal  y  614  del 
Código  de  Prs  Penales,  interpuso  el  presente 
recurso  de  casación. 

Cosiderando:  que  por  ser  la  confesión  del 
reo  la  única  prueba  que  de  los  autos  se  des- 
prende para  dictar  fallo  condenatorio,  es  el 
caso  de  apreciar  en  todas  sus  circunstancias, 
favorables  o  adversas  para  el  prevenido;  y  en 
esta  virtud  para  aceptar  la  legítima  defensa 
que  invoca  en  su  favor,  deben  analizarse  los 
hechos  que  concurrieron,  a  efecto  de  esta- 
blecer si  intervinieron  todos  los  requisitos 
que  la  ley  exige  para  su  validez.  En  este 
concepto,  deben  tenerse  presente  que  los  ante-  I 
"  cedentes  de  enemistad  que  existían  entre  la  víc- 
tima y  victimario:  los  signos  de  riña  que  apa- 
recen descritos  en  el  acta  respectiva;  la  inten- 
ción manifiesta,  observada  por  el  delincuente 
para  hacer  desaparecer  las  huellas  del  delito; 
su  propósito  de  escaparse  eludiendo  la  acción 
de  la  justicia  y  sus  propias  contradiciones  al 
declarar,  constituyen  motivos  muy  fundados 
para  tachar  la  legítima  defensa  que  alega  en 
su  favor  y  por  lo  tanto  la  circunstancia  cuali- 
ficativa  de  su  confesión:  que  en  esa  virtud,  la 
Sala  sentenciadora  ha  hecho  recta  apreciación 
de  los  artículos  80  Código  Penal  y  614  Pro- 
cedimientos Penales  que  se  citan  como  viola- 
dos al  interponer  el  recurá»  de  que  se  trata. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
con  el  mérito  que  los  autos  arrojan  y  en  apli- 
cación de  los  artículos  673,  676  y  690  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  desestima, 
por  improcedente,  el  recurso  de  casasión  inter- 
puesto e  impone  al  reo  Víctor  Mauel  Cobos 
la  pena  de  quince  días  de  arresto,  conmuta- 
bles a  razón  de  cinco  pesos  diarios.  Notifí- 
quese  y  devuélvanse  los  autos- 
José  A.  Medrano. 
Quirino  Flores  y  Flores. 

José  Serrano  Muñóz. 

Abel  Paredes. 

J.  de  D.  Castillo. 
Tomás  Posadas  O. 


CRIMINAL 

En  el  delito  de  estafa  debe  concurrir  como  cir- 
cunstancia esencial  el  engaso,  de  parte  del 
delincuente. 


"Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua- 
temala, siete  de  octubre  de  mil  aove- 
cientos  veintidós. 

Visto  por  recurso  de  casación  y  con 
sus  respectivos  antecedentes  el  auto 
fecha  diez  y  siete  de  agosto  próximo 
pasado,  en  que  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones  manda  sobreseer  definiti- 
vamente, por  no  existir  la  preexisten- 
cia del  delito,  en  la  causa  que,  por 
acusación  de  don  Jesús  Pérez  se  sigue 
contra  Ofelia  Barillas,  por  el  delito  de 
estafa;  y  que  continúe  la  averiguación 
únicamente  por  lo  que  se  refiere  a  otra 
estafa  que  también  se  dice  cometió  la 
referida  Barillas  contra  los  propieta- 
rios del  almacén  "El  Louvre." 

Resulta:  que  con  fecha  veintitrés  de 
diciembre  del  año  próximo  pasado  se 
presentó  al  Juzgado  2'-'  de  Paz,  don 
Jesús  Pérez,  manifestando:  que  Ofelia 
de  Mijares  había  sacado  al  crédito  de 
su  almacén  mercaderías  por  valor  de 
mil  trescientos  veinticinco  pesos,  se- 
tenta y  cinco  centavos  oro,  de  lo  cual 
tenía  los  comprobantes;  y  como  dicha 
señora  que  vivía  con  el  señor  Mijares, 
y  se  firmaba  de  Mijares,  trataba  de 
ausentarse  de  la  República  para  no 
pagarle  la  cuenta,  ocurría  acusándola 
do  estafa  y  pedía  que  se  libraran  con- 
tra ella  las  correspondientes  órdenes 
de  captura. 

Resulta:  que  después  de  ratificada 
la  acusación  y  durante  el  curso  de  la 
causa,  se  examinaron  unos  testigos 
que  declararon  acerca  de  la  efecti- 
vidad de  la  deuda,  y  el  señor  Pérez 
acompañó  unos  documentos  simples 
en  que  la  acusada  le  suplica  le  envíe 
las  mercaderías  que  en  ellos  se  detallan. 

Resulta:  que  lograda  la  captura  de 
la  sindicada,  al  tomársele  su  decla- 
ración indagatoria  expuso:  llamarse 
Ofelia  Barillas  y  que  si  se  había  puesto 
de  Mijares  fue  porque  don  Bruno  de 
este  apellido,  con  quien  vivió  marida- 
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blemente,  la  autorizó  para  «lio;  que  es 
cierto  que  pidió  al  sefior  Pérez  varias 
mercaderías,  cuyo  valor  debe  ser  el 
que  indican  las  facturas,  y  las  cuales 
le  dió  al  crédito  sabiendo  que  no  era 
casada  con  Mijares,  y  que,  tan  pronto 
como  pueda,  pagará  al  señor  Pérez  la 
cantidad  que  le  adeuda,  la  cual  ya  le 
ha  cobrado  varias  veces. 

Resulta:  que  la  señora  Badilas, 
fundándose  en  que  los  hechos  de  que 
se  le  acusaba  no  eran  constitutivos  de 
delito,  pidió  al  Juez  el  sobreseimiento 
de  su  causa,  y  como  le  fuera  denegado, 
interpuso  el  recurso  de  apelación,  en- 
virtud  del  cual,  la  Sala  revocó  lo  re- 
suelto por  el  Juez  y  dictó  el  auto  de 
que  al  principio  se  hizo  relación. 

Resulta:  que  contra  dicho  pronun- 
ciamiento introdujo  el  señor  Pérez  el 
presente  recurso,  por  estimar  violados 
los  artículos  l9,  244,  350,  413  Código 
Penal,  511,  512,  513,  514  y  661  Proce- 
dimientos Penales. 

Considerando:  que  el  señor  Pérez 
no  dió  las  mercaderías  a  la  señora 
Barillas  por  el  hecho  de  firmarse  ésta 
de  Mijares,  porque,  según  manifestó 
al  ratificar  su  acusación,  sabía  perfec- 
tamente que  no  era  la  esposa  de  aquél; 
por  lo  que,  no  habiendo  habido  engaño 
por  parte  de  dicha  señora,  carece  de 
fundamento  el  proceso  que  por  el  de- 
lito de  estafa  se  siguió  contra  ella;  y 
en  consecuencia,  al  declararlo  así  el 
tribunal  sentenciador,  y  mandar  con 
ese  fundapiento  sobreseer  definitiva- 
mente la  causa,  no  violó  los  artículos 
1?,  413  Código  Penal,  511,  512,  513  y 
514  Procedimientos  Penales. 

Considerando:  que  los  artículos  244 
y  350  del  Código  Penal  no  pudieron 
ser  violados  por  la  Sala,  porque  se 
refieren  a  los  delitos  de  infidelidad  en 
la  custodia  de  presos  y  usurpación 
del  estado  civil,  que  no  han  sido  ma- 
teria del  juicio. 

Considerando:  que  no  sólo  porque 
el  recurso  no  se  interpuso  por  infrac 
ción  del  procedimiento,  sino  porque, 
tratándose  de  un  auto,  no  correspondía 
tramitar  la  Segunda  Instancia,  como  i 


si  se  tratara  de  sentencia  definitiva, 
no  puede  tenerse  como  violado  el  ar- 
tículo 661  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  de  lo  que 
disponen  los  artículos  686  y  690  del 
Código  de  Procedimientos  Penales, 
declara:  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto e  impone  a  la  parte  que  lo 
introdujo  quince  días  de  arresto,  con- 
mutables a  razón  de  cincuenta  pesos 
diarios. 

Notifíquese,  y  como  corresponde, 
devuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de 
su  origen. 

José  A.  Medrano 
■  Quirino  Flores  y  Flores, 

José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes. 

J.  de  D.  Castillo. 
Tomás  Posadas  O. 


Si  el  reo  niega  en  su  indagatoria  la  comisión 
del  delito  que  se  le  imputa;  por  este  motivo  y 
no  estar  probada  la  legitima  defensa,  se  deses- 
tima la  que  invocó  con  posterioridad. 


"Corte  Suprema  de  Justicia,  Gua- 
temala, veintidós  de  septiembre  mil 
novecientos  veintidós. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes,  se  examina  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  Primera  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  en  la  criminal  que  por 
lesiones  procede  contra  Juan  y  Vicen- 
te Sotoj  en  la  que,  confirmando  el 
fallo  de  1^  Instancia,  condena  al  'O 
Vicente  Sotoj  a  sufrir  la  pena  de  tres 
años  de  prisión  correccional,  rebajada 
en  una  cuarta  parte  por  el  Decreto  de 
indulto  número  789  si  se  comprobare 
su  buena  conducta  en  la  prisión. 

Resulta:  que  el  Juzgado  'Municipal 
de  Mixco  dió  principio  al  proceso  el 
nueve  de  diciembre  anterior  en  virtud 
de  parte  de  Cirila  Peruillo,  quien  al 
ratificarlo  expuso:  que  a  las  once  de 
la  noche  se  encontraba  durmiendo  con 
su  esposo  Vicente  Sotoj,  cuando  llega- 
i  ron  Francisco  Yantuche,  Félix  Sierra, 
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José  María  Ajú  e  Ignacio  Yantuche, 
diciendo  que  querían  quitarle  la  ca- 
beza a  Vicente;  que  la  declarante  al 
principio  estuvo  negándolo,  pero  des- 
pués de  mucho  tocar,  se  levantó  su 
marido:  que  como  la  casa  tiene  dos 
puertas,  se  colocaron  dos  en  cada  una 
y  al  salir  Vicente  le  indicaron  que  lo 
llamaban  del  Juzgado,  pues  es  auxi- 
liar, pero  en  seguida  comenzó  a  tirarle 
Francisco  Yantuche;  entonces  se  le- 
vantó su  suegra  Vicenta  Quijay  y 
despertó  a  Juan,  hermano  de  Vicente, 
para  que  fuera  a  defender  a  éste;  pero 
cuando  llegó  ya  estaba  herido  Fran- 
cisco Yantuche,  porque  en  la  riña  le 
pegó  Vicente. 

Resulta:  que  Francisco  Yantuche 
expone:  que  a  las  once  de  la  noche 
iba  por  la  esquina  de  la  Crnz  cuando 
le  salió  Vicente  Sotoj  atacándolo  con 
una  escopeta,  con  la  que  le  disparó 
un  balazo,  en  seguida  lo  agredió  a 
machetazos  Juan  del  mismo  apellido, 
causándole  las  heridas  que  presenta, 
las  que  tuvo  a  la  vista  el  Juez;  la  una 
hacia  el  lado  izquierdo  del  cuello  y 
dos  pequeñas  eñ  el  antebrazo  izquier- 
do; que  ignora  el  motivo  de  tal  agre- 
sión pues  no  ha  tenido  antecedentes 
con  sus  ofensores.  Vicenta  Quijay, 
Ignacio  Yantuche  y  José  María  Ajú,  se 
abstuvieron  de  declarar  por  ser  pa- 
rientes inmediatos  de  Jos  sindicados  y 
el  ofendido. 

Resulta:  que  indagado  Vicente  Sotoj, 
expone:  que  fue  detenido  en  el  mo- 
mento que  condujo  a  la  detención  a 
Francisco  Yantuche,  quien  estaba  he- 
rido; que  es  cierto  que  a  las  once  de 
la  Dócht)  llegaron  a  tocarle  la  puerta 
de  su  casa  los  individuos  Francisco  e 
Ignacio  Yantuche,  Félix  Sierra  y  José 
María  Ajú,  diciéndole  que  lo  llamaban 
del  Juzgado;  que  mi  mujer  al  principio 
negó  que  estuviese  en  la  casa,  pero 
después  de  mucho  tocar  se  levantó  el 
indagudo  y  vió  que  cuatro  individuos 
estaban  en  la  puerta  de  su  casa,  dos 
en  cada  una;  indicándole  Francisco 
Yantuche  que  le  prestara  auxilio  por 
que  le  habían  pegado  unas  heridas  y 


como  vió  que  era  cierto,  y  por  ser 
auxiliar,  en  unión  de  su  hermano  Juan 
que  es  Sargento,  lo  condujo  al  Juzga- 
do en  donde  los  dejaron  presos  por 
sindicarlos  Yantuche  como  autores  de 
las  heridas  que  tenía;  que  ningún  an- 
tecedente tiene  con  Yantuche  y  que 
en  la  mañana  de  ese  día  lo  capturó  y 
lo  condujo  al  Juzgado  porque  en  esta- 
do de  ebriedad  andaba  escandalizando; 
que  cuando  salió  de  su  casa  ya  estaba 
herido  Yantuche  y  que  su  hermano 
Juan  sólo  se  concretó  a  darle  auxilio 
para  conducirlo. 

Resulta:  que  indagado  Juan  Sotoj, 
expresa:  que  prestó  auxilio  a  su  her- 
mano Vicente,  que  es  auxiliar,  para 
conducir  al  Juzgado  a  Francisco  Yan- 
tuche que  estaba  herido,  en  donde 
quedaron  detenidos;  que  el  indagado 
no  ha  ofendido  de  ninguna  manera  a 
Yantuche  con  quien  no  tiene  antece- 
dentes de  enemistad.  La  prisión  de 
Vicente  y  Antonio  Sotoj  fué  formali- 
zada por  el  Juez  de  1*  Instancia  el 
catorce  de  aquel  mes  por  el  delito  de 
lesiones. 

Resulta:  que  del  informe  módico 
legal,  aparece:  que  Francisco  Yantu- 
che ingresó  al  Hospital  el  nueve  de 
diciembre  a  curarse  cinco  heridas  pro- 
ducidas por  arma  cortante,  situadas: 
la  primera  en  la  cara,  lado  izquierdo, 
transversal,  paralela  a  la  rama  hori- 
zontal del  maxilar  inferior  de  ocho 
centímetros  de  extensión,  interesó  piel, 
tejido  celular  y  músculos;  la  segunda 
en  el  tercio  superior,  borde  cubital 
del  antebrazo  izquierdo,  transversal, 
de  cuatro  centímetros  de  longitud,  in- 
teresó tegumentos  y  el  cubito,  que 
fracturó;  la  tercera  en  el  tercio  infe- 
rior, borde  cubital  del  mismo  ante- 
brazo izquierdo,  de  cinco  centímetros 
de  extensión,  interesó  piel,  tejido  ce- 
lular y  tendones  exteriores  de  los  de- 
dos meñique  y  anular;  la  cuarta  en  la 
región  dorsal  de  la  mano  izquierda, 
sobre  la  articulación  metacarpo-falan- 
giana; la  quinta  en  la  cara  dorsal  de 
la  primera  falauje  del  dedo  índice  de- 
recho.   Salió  curado  el  seis  de  enero 
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siguiente,  quedándole  cicatriz  visible 
permanente,  por  la  primera  herida  e 
impedimento  funcional  definitivo  con- 
sistente en  imposibilidad  de  los  movi- 
mientos de  extensión  de  los  dedos 
pequeños  y  anular  izquierdo,  por  la 
tercera  herida. 

Resulta:  que  elevada  la  causa  a  ple- 
nario,  no  se  conformaron  los  reos  con 
los  cargos  que  se  les  dedujo  por  le- 
siones. Evacuada  la  defensa,  se  lla- 
maron autos  para  sentencia.  En  este 
estado  el  Juez,  para  mejor  fallar,  mandó 
practicar  careo  entre  Cirila  Pernillo  y 
los  reos,  entre  éstos  y  el  ofendido  y 
declaración  a  José  María  Ajú  e  Ignacio 
Yantuche,  por  no  ser  de  los  parientes 
que  la  ley  autoriza  para  no  declarar. 

Resulta:  que  en  careo  entre  la  Per 
nillo  y  Vicente  Sotoj,  éste  confiesa  que 
efectivamente  al  salir  de  la  casa  se 
armó  de  su  machete  y  se  vió  en  el  caso 
de  hacer  uso  de  él  porque  se  vió  ata 
cado.  En  el  careo  con  Juan  Sotoj, 
éste  confiesa  que  salió  a  defender  a  su 
hermano,  pero  que  cuando  llegó  ya 
éste  había  herido  a  Yantuche.  José 
María  Ajú  declara  que  los  Sotoj  hirie 
ron  a  Yantuche  y  después  de  ello  lo 
condujeron  preso  al  Juzgado. 

Resulta:  que  traídos  nuevamente  los 
autos  a  la  vista  se  dictó  sentencia  en 
1^  Iustancia,  condenando  a  Vicente 
Sotoj  a  tres  años  de  prisión  y  absol 
viendo  de  la  Instancia  a  Juan  del 
mismo  apellido;  fallo  que  fué  coníir 
mado  por  la  Sala  en  el  sentido  que  se 
deja  indicado  al  principio.  El  señor 
Procurador  por  estimar  violados  los 
artículos  21,  inciso  4'-'  y  77  del  Código 
Penal,  interpuso  el  presente  recurso 
de  casación. 

Considerando:  que  el  reo  Vicente 
Sotoj  en  su  primer  indagatoria  negó 
haber  cometido  el  hecho  delictuoso 
que  se  le  imputa  y  no  fue  sino  en  el 
careo  practicado  con  el  ofendido  en 
que  confesó  haber  cometido  el  hecho 
por  haber  sido  atacado;  circunstancia 
que  sólo  la  corrobora  su  suegra  Cirila 
Pernillo;  por  esta  circunstancia  y  la 
de  no  constar  en  autos  que  esa  provo 


cación  haya  sido  proporcionada  al 
delito  cometido, la  Sala  al  no  estimarla, 
ha  hecho  recta  aplicación  de  lo  que 
establece  el  Artículo  21,  inciso  4()  que 
se  cita  violado. 

Considerando:  que  por  no  concurrir 
en  las  diligencias  de  examen,  ninguna 
otra  circunstancia  legal  digna  de  apre 
ciarse  como  atenuante,  no  sólo  no  ha 
violado  la  Sala  el  Artículo  77  del 
Código  Penal  sino  que,  al  imponer  en 
toda  su  extensión  la  pena  señalada  al 
delito  ha  hecho  recta  aplicación  de  lo 
que  él  dispone. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  el  mérito  que  de  los  autos  se 
deprende  y  en  aplicación  de  los  Ar- 
tículos 674,  676,  690  fracción  segunda 
del  Código  Penal,  desestima  el  presen- 
te recurso  de  casación. 

Notifíquese  y  con  certificación  de 
vuélvanse  las  actuaciones. 

José  A.  Medrana. 
Quirino  Flores  y  Flores. 

Abel  Paredes. 

J.  de  D.  Castillo. 

J.  Dan.  Ramírez. 
Tomás  Posadas  0." 


CRIMINAL 

Se  declara  que  no  lia  lugar  a  dictar  providencia 
en  la  queja  presentada  contra  la  Sala  Primen 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  por  el  Lie  Y.  Er- 
nesto Sandoval. 


"Corto  Suprema  de  Justicia:  Gua- 
temala, veinte  de  septienbre  de  mil 
novecientos  veintidós. 

Vista  para  resolver  la  qu^ja  presen- 
tada por  el  Licenciado  don  F.  Ernesto 
Sandoval  contra  la  Sala  1$  de  Apela- 
ciones, por  haber  conocido  de  un  auto 
en  virtud  de  apelación  por  él  inter- 
puesta, sin  notificarle  previamente  el 
señalamiento  de  día  para  la  vista. 

Resultando:  que  del  informe  de  la 
Sala,  y  de  los  antecedentes  que  para 
justificarlo  acompañó,  aparece:  que  e! 
Lic.  Sandoval  sí  fue  notificado  del 
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señalamiento  de  día  para  conocer  del 
auto  apelado,  en  que  el  Juez  1?  de  1* 
Instancia,  fundándose  en  que  no  exis 
tía  juicio,  sino  sólo  una  demanda, 
presentada  por  dicho  letrado  contra 
don  Jorge  VogI,  denegó  su  solicitud 
sobre  que  se  le  pusiera  el  páguese  a  la 
planilla  de  honorarios  que  presentaba 
como  devengados  en  dicho  asunto. 

Considerando:  que  tanto  de  lo  in- 
formado por  la  Sala  como  de  los  ante- 
cedentes que  se  tienen  a  la  vista, 
aparece:  que  el  Lic.  Sandoval  fue 
debidamente  notificado  de  la  diligen- 
cia a  que  se  refiere  su  ocurso, 

Por  tauto:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  de  lo  que  dis- 
pone el  artículo  47  L.  O.  y  R.  del  F. 
J.,  declara:  que  no  ha  lugar  a  dictar 
providencia  con  motivo  de  la  queja  de 
que  se  hizo  relación. 

Notifíquese  y  devuélvanse  a  la  Sala 
los  antecedentes  que  remitió. 

Medrano. 

Flores  y  Flores. 

Serrano  Muñoz. 

Paredes. 

Castillo. 

Tomás  Posadas  O. 


PUBLICACIONES  DE  LAS  SALAS 


La  Sala  2'  de  la  Corte  de  Apelaciones  revoca  la 
sentencia  dictada  por  el  Tribunal  Militar  del 
Departamento  de  Escuintla,  en  lo  Criminal 
instruida  contra  el  Capitán  Eustaquio  Bonilla 
y  Benito  Alquf  y  les  impone  diez  años  de 
prisión  correccional  por  el  delito  de  homicidio. 


"Sala  2»  de  la  Corte  de  Apelaeiones:_Gua- 
temala,  veintitrés  d«  septiembre  de  mil  nove- 
cientos veintidós.  —  Vista  en  consulta  con  Job 
antecedentes  que  procedeu,  la  sentencia  fecha 
veinticuatro  de  mayo  del  corriente  año,  que 
dictó  el  Tribunal  Militar  del  Departamento  de 
Escuintle,  por  la  cual  absuelve  al  Capitán 
Eti-ta]uio  bonilla  del  cargo  qqe  s«  le  formuló, 
por  el  delito  de  homicidio  en  virtud  de  no  ha- 
ber prueba  plena  en  su  contra  y  declara  que 
Benito  Alquí  es  autor  del  homicidio  perpetrado 
en  la  persona  de  Nicolás  Colindres,  pero  lo 
exime  de  responsabilidad  p-nal  por  haber 
obrado  en  cumplimiento  de  un  deber  y  hallar 
se  impelido  por  causa  legítima  e  insuperable. 


Resulta:  que  con  fecha  seis  de  octubre  del 

año  retro-próximo,  siendo  las  once  y  media  de 
la  noche,  el  Juez  de  Paz  de  La  Democracia  tuvo 
conocimiento  de  que  en  el  estanco  de  Felipe 
Carpió  se  encontraba  herido  Nicolás  Colindres, 
siendo  el  autor  un  soldado  de  la  escolta  que 
llegó  de  Siquinalá;  por  lo  que  abrió  la  averi- 
guación examinando  al  Capitán  Eustaquio 
Bonilla,  Comandante  Local  de  Siquinalá,  quien 
previa  protesta  expuso:  que  en  el  pueblo  de  su 
juris iicción  se  cometió  un  homicidio  en  la 
persona  de  Jerónimo  Pérez,  siendo  los  autores 
Juan  Guznián  y  Fabián  Ruano,  por  lo  que  se 
vió  en  el  caso  de  perseguirlos  como  Jefe  de  la 
Autoridad  Militar  de  aquella  población,  hasta 
que  sin  darse  cuenta  llegó  a  esta  población 
como  a  las  once  y  media  de  la  noche,  dirigién- 
dose a  casa  del  Comandante  Local  de  esa 
población  y  de  común  acuerdo  dispusieron 
registrar  la  casa  de  Juan  Guzmán  a  donde 
lleg.-iron  y  cuando  les  abrieron  registraron  sin 
encontrar  al  buscado  y  entonces,  conducido 
por  el  Comandante  de  la  Democracia  y  cada 
uno  con  su  escolta,  se  dirigieron  donde  Carpió 
tocando  Castillo  varias  vec^s  la  puerta  del 
estanco  y  come  oyeron  que  hablaban  adentro 
dispusieron  ir  con  el  Alcalde  a  solicitar  órden 
escrita  para  allanar  la  casa  de  Carpió  y  cuan- 
do estaban  hablando  con  dicho  Juez,  oyeron 
un  disparo  y  pensando  que  algo  grave  ocurri- 
ría, corrieron  a  la  casa  de  Carpió,  donde  encon- 
traron herido  a  un  individuo;  que  cuando  los 
dos  Comandantes  fueron  donde  el  Alcalde, 
dejaron  a  sus  escoltas  custodiando  las  casas  de 
Carpió  y  Ruano  y  después  capturaron  a  Ruano 
quien  no  hizo  resistencia  y  que  no  ordenó  a  su 
escolta  que  hicieran  fuego  contra  la  persona 
que  saliera  de  la  casa  custodiada. 

Resulta:  que  constituido  el  Juez  de  Paz 
en  casa  de  Felipe  Carpió,  encontró  abajo 
de  un  corredor  a  Nicolás  Colindres  tendi- 
do en  tierra  y  herido,  quien  previa  pro- 
testa dijo:  que  las  heridas  que  presenta- 
ba en  el  pecho  y  espalda  se  las  causó  con 
arma  de  fuego  un  soldado  de  los  que  vinieron 
de  Siquinalá  en  el  momento  que  salía  del  es- 
tanco de  Carpió;  lo  que  efectuó  porque  no 
tenía  delito  y  que  el  soldado  le  hizo  fuego  de 
órden  de  su  Jefe;  que  adentro  habían  varias 
personas  como  lo  puede  indicar  Felipe  Carpió 
y  te  suspendió  la  diligencia  por  la  gravedad 
del  herido;  que  hace  constar  que  acompañando 
a  Colindres,  se  encontraban  Mariano  Miróu, 
Arturo  Ortiz,  José  Castillo,  Toribio  Juárez  y 
Pedro  Chajón. 

Resulta:  que  examinado  el  Comandante 
Local  de  La  Democracia,  Teuiente  Miguel 
A.  Castillo,  dijo:  que  como  a  las  once  de 
la  noche  del  día  indicado  se  encontraba  en 
su  casa  de  habitación  cuando  llegó  el  Coman- 
dante de  Siquinalá,  manifestándole  que  en 
su  jurisdicción  se  había  cometido  un  asesinato 
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siendo  los  autores  Fabián  Ruano  y  Juan  Guz- 
mán,  quienes  suponían  se  encontraban  en  este 
pueblo  y  le  pidió  auxilio,  por  lo  que  el  decla- 
rante con  su  escolta  lo  acompaño  a  casa  de 
Juan  Guzmán,  donde  tocó  y  como  la  dueña  le 
abriera,  entraron  y  registraron  sin  encontrar 
al  buscado;  que  en  seguida  fueron  a  casa  de 
Fabián  Ruano  al  que  capturaron  en  la  puerta 
sin  oposición  y  como  oyeron  voces  en  la  fonda 
de  Felipe  Carpió,  fueron  a  esa  casa  cercándola 
con  las  escoltas  y  el  dicente  tocó  varias  veces 
para  que  le  abrieran,  pero  aquel  se  opuso;  por 
lo  que  propuso  al  otro  Comandante  que  fueran 
a  recoger  una  órden  de  allanamiento  donde  el 
Juez  de  Paz  y  entonces  el  declarante  ordenó  a 
su  escolta  no  dejaran  salir  a  nadie  del  estanco 
pero  oyó  que  el  Comandante  de  Siquinalá  or- 
denó a  su  escolta  que  hicieran  fuego  sobre 
cualquier  persona  que  saliera  de  la  casa  de 
Carpió;  que  cuando  estaban  en  casa  del  Alcal- 
de oyeron  una  detonación  y  los  tres  fueron  a 
casa  de  Carpió  encontrando  en  la  puerta  del 
lado  del  patio  a  Nicolás  Colindres  que  se  que- 
jaba herido,  pues  Benito  Alquí,  soldado  de  Si- 
quinalá le  causó  la  lesión;  que  autorizado  por 
el  Jefe  del  hechor  lo  desarmó  enviándolo  a  la 
detención  y  notificó  al  Comandante  de  Siqui- 
nalá que  no  podía  retirarse  mientras  no  lo  or 
denara  el  Comandante  de  Armas  de  Escuintla. 

Resulta:  que  examinados  el  cabo  Prudencio 
Melgar  y  soldado  Gertrudis  Amado,  de  la  es 
colta  de  La  Democracia,  manifestaron:  que  es 
tando  los  deponentes  en  la  cuadra  de  la  Coman 
dancia,  en  la  fecha  indicada  como  a  las  once  de  la 
noche,  llegó  a  caballo  el  Comandante  de  Siqui- 
nalá acompañado  de  uno  de  a  pié  y  preguntaron 
por  el  Comandan te,por  lo  que  les  dieron  la  direc- 
ción; que  al  momento  venían  los  dos  Coman- 
dantes, y  el  cabo  Melgar  recibió  orden  de  se 
guirlos  con  su  escolta,  dirigiéndose  a  casa  de 
Juan  Guzmán  donde  estaba  custodiando  la 
casa  la  escolta  de  Siquinalá;  que  tocaron  y  la 
dueña  abrió,  por  lo  que  registraron  todo  sin 
encontrar  persona  alguna;  que  después  fueron 
al  estanco  de  Felipe  Carpió,  donde  su  Jefe  to- 
có sin  lograr  que  abrieran,  por  lo  que  les  orde 
naron  custodiar  la  casa  de  Carpió  por  el  lado 
de  la  calle  con  otros  dos  soldados  de  Siquinalá, 
y  los  demás  fueron  situados  en  el  sitio  de  di- 
cha casa  y  otros  en  la  casa  de  Fabián  Ruano; 
que  su  Jefe  les  dió  orden  de  que  no  dejaran 
salir  a  ninguno  de  la  casa  de  Carpió,  pero  el 
Comandante  de  Siquinalá  ordenó  a  su  tropa 
que  hiciera  fuego  sobre  el  que  saliera  de  la 
mencionada  casa;  que  como  a  media  noche 
oyeron  un  disparo  sin  oír  antes  alarma  alguna 
y  después  sólo  decían  en  la  casa  de  Carpió  "la 
escolta  fue"  y  en  el  patio  se  quejaba  uno  di- 
ciendo "me  pegaron  injustamente;"  que  cuando 
llegaron  los  Comandantes  se  movieron  de  su 
puesto  para  ver  quién  era  el  herido  resultando 


ser  Nicolás  Colindres  y  el  autor  Benito  Alquí, 
a  quien  de  orden  de  su  Jefe  desarmaron,  con- 
duciéndolo a  la.  detención. 

Resulta:  que  el  perito  en  cirugía  de  La 
Democracia  remitió  dos  informes  referentes 
a  las  lesiones  y  autopsia  practicada  en  el 
cadáver  de  Nicolás  Colindres,  deduciendo  de 
la  situación  de  la  herida  y  los  órganos 
que  atravesó,  que  fué  necesariamente  mor 
tal;  también  corre  en  autos  la  certificación 
de  la  partida  de  defunción  del  occiso. 

Resulta:  que  indagado  Benito  Alquí,  de 
diez  y  siete  años,  dijo:  que  como  soldado 
de  la  escolta  de  Siquinalá  estuvo  custo- 
diando la  casa  de  Felipe  Carpió  y  como 
saliera  nn  hombre  de  la  referida  casa,  le 
hizo  fuego  cumpliendo  con  la  órden  de 
su  Jefe  Eustaquio  Bonilla;  que  dicha  órden 
fué  dada  en  estos  términos:  "que  se  le  tirara 
a  todo  individuo  que  saliera  huyendo,  que 
intentara  oponerse  a  la  escolta  o  pretendiera 
desarmarla"  que  como  a  las  doce  de  la  noche 
estando  apostado  en  el  patio  de  la  casa  de 
Carpió  en  compañía  de  José  Barza,  vió  salir 
a  un  individuo  a  quien  se  le  hizo  alto  pero  no 
hizo  caso  y  se  fué;  que  después  salieron  otros 
dos  que  no  conoció  por  la  oscuridad  de  la 
noche  y  también  les  hicieron  alto  pero  no  se 
contuvieron,  queriéndoles  quitar  las  armas 
tanto  al  dicente  como  a  Barza,  por  lo  que  el 
contestante  viendo  que  no  se  conteníap  tomó 
la  resolución  de  tirarle  al  que  intentaba  desar- 
marlo y  disparó  entrándose  a  la  casa  de  Carpió 
el  que  luchaba  con  Bárcenas;  que  no  conocía 
al  occiso  y  reconoce  el  arma  que  se  le  pone  a 
la  vista  por  ser  la  misma  con  que  disparó.  Se 
practicó  un  careo  con  Bonilla  para  que  se  pon- 
gan de  acuerdo  respecto  a  la  órden  que  dice 
Alquí  haber  recibido  para  hacer  fuego,  pero 
sostuvieron  sus  dichos  y  el  diez  de  octubre 
del  año  pasado  se  le  motivó  la  prisión  por  el 
delito  de  homicidio. 

Resulta:  que  examinados  los  soldados  de 
Siquinalá,  Salvador  Quintana  y  José  Barza,  , 
dijeron:  que  la  noche  de  referencia  llega- 
ron a  la  Democracia  al  mando  de  su  Co- 
mandante y  en  persecución  de  dos  crimina- 
les; que  recibieron  orden  de  rodear  la  casa  de 
Felipe  Carpió,  donde  se  suponía  que  estuvie- 
ran ocultos;  que  el  Jefe  dió  orden  que  no  deja- 
ran salir  a  ninguno  de  la  casa  de  Carpió  y 
que  como  a  las  doce  de  la  noche  intentó  salir 
Juan  Guzmán  con  otro,  y  pretendieron  desar- 
mar a  los  soldados,  siendo  uno  de  ellos  Alquí, 
quien  en  defensa  de  su  arma,  disparó  contra 
el  que  lo  agredía  pegándole  en  el  pecho;  que 
su  Jefe  no  les  ordenó  que  hicieran  fuego,  sino 
sólo  que  no  dejaran  salir  a  las  personas  que 
estaban  dentro  del  estanco. 

Resulta:  que  examinados  el  cabo  Eulalio 
Aguin  y  el  soldado  Nicolás  Pantaleón,  de 
la  escolta  de    Siquinalá,  dijeron:    que  la 
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noche  indicada  les  tocó  quedare  custodian- 
do la  casa  de  Carpió  del  lado  de  la  calle 
y  cuando  oyeron  el  disparo  y  fueron  a  ver 
que  sucedía,  encontrando  a  Colindres  herido  y 
saben  por  referencia  que  el  occiso  trató  de 
oponerse  y  desarmar  a  un  soldado  de  la  eseol 
ta  en  compañía  de  Juan  Guzmán  y  entonces 
otro  soldado  les  hizo  fuego  hiriendo  a  Colin- 
dres. Que  el  Comandante  Bonilla  les  había 
ordenado  que  no  dejaran  salir  a  ninguno  de  1h 
casa  de  Carpió,  pero  que  no  dió  orden  de  hacer 
fuego  contra  el  que  saliera.  Estanislao  Quin- 
tana, declaró  en  igual  forma  pues  estaba  en  la 
calle  y  lo  sabe  por  referencia. 

Resulta:  que  examinado  Anselmo  López, 
soldado  de  la  escolta  de  Siquinalá, '  dijo: 
que  al  custodiar  la  casa  de  Carpió  le  to- 
có del  lado  de  la  calle  y  como  a  las  once 
y  media  de  la  noche  vió  salir  a  Juan  Guzmán 
y  otro  individuo  de  la  casa  de  Carpió  y  habien- 
do el  desconocido  tratado  de  desarmar  a  Alquí, 
éste  en  defensa  propia  y  de  su  arma  le  hizo 
fuego;  que  al  disparo  entró  a  ver  qué  pasaba 
y  que  su  Jefe  no  les  dió  orden  de  hacer  fuego 
contra  la  persona  que  saliera  de  la  casa. 

Resulta:  que  examinado  Felipe  Carpió,  dijo: 
que  en  la  fecha  indicada  se  encontraba  en  el  in- 
terior de  su  casa  como  a  media  noche  cuando 
llegó  la  escolta  y  le  tocaron  para  que  abriera, 
lo  que  no  hizo  por  ser  muy  noche  y  porque  no 
le  dijeron  el  objeto;  que  se  encontraban  en  su 
casa  sin  hacer  ruido  Mariano  Mirón,  Arturo 
Ortiz,  Toribio  Juárez,  José  Castillo,  Pedro 
Chajón,  Francisco  Rosel  y  Nicolás  Colindres; 
que  no  notó  cuando  salió  Colindres  sino  por 
un  disparo,  por  lo  que  salió  con  luz  a  ver  que 
pasaba  y  lo  encontró  en  tierra  con  una  herida 
en  el  pecho  y  revolcándose  en  su  propia  san- 
gre, que  preguntó  quien  lo  había  herido  y  un 
soldado  le  señaló  al  hechor,  quien  lo  hizo  de 
orden  de  su  Jefe  Capitán  Bonilla 

Resulta:  que  examinados  Toribio  Juárez, 
Pedro  Chajón  y  Mariano  Mirón  Aróvalo, 
.  dijeron:  que  del  hecho  no  les  consta  nada 
pues  estaban  dentro  de  la  cantina  por 
invitación  de  Carpió,  cuando  de  repente  sa 
lió  Colindres  y  oyeron  el  disparo,  que  no 
saben  quién  lo  hizo  ni  si  fue  de  órden  del 
Comandante  de  Siquinalá  a  quien  no  cono- 
ceu;  no  dicen  haber  estado  adentro  Juan  Guz- 
mán. 

Examinado  José  Castillo  y  Fabián  Rua- 
no, nada  les  consta  del  hecho,  ni  estaban  en  la 
cantina  de  Carpió  cuando  se  efectuó  el  delito. 

Resulta:  que  agotada  la  pesquisa,  el  cinco 
de  febrero  del  corriente  año  se  elevó  la  causa 
a  plenario,  se  nombró  tutor  específico  de  Be 
nito  Alquí  a  don  Alfonso  Colindres  y  se  tomó 
confesión  con  cargos  a  los  procesados  por  el 
delito  de  homicidio,  con  el  cual  no  se  confor- 
maron, nombrando  defensor  de  Alquí  al  Licen- 
ciado Vicente  Grajeda,  y  defensor  de  Bonilla 


al  Licenciado  José  María  Sergio  Camargo  los 
que  aceptaron  y  corrido  traslado  al  defensor 
de  Alquí,  antes  de  evacuarlo  pidió  al  Juez  que 
se  inhibiera  de  conocer  por  gozar  los  enjuicia- 
dos del  fuero  de  Guerra  y  el  nueve  de  marzo 
de  este  año  se  declaró  incompetente  mandando 
las  diligencias  al  Tribunal  Militar. 

Resulta:  que  después  de  darse  a  conocer  el 
Tribunal  se  oyó  al  Fiscal  para  que  formulara 
su  pedimento  y  corridos  traslados  a  los  defen- 
sores estos  lo  evacuaron  alegando  cada  cual 
en  favor  de  sus  defendidos  lo  que  creyeron 
pertinente  y  llamados  autos  para  fallar  el  Tri- 
bunal Militar,  dictó  la  senteccia  que  se  exa- 
mina. 

Resulta:  que  pasadas  las  diligencias  a  esta 
Sala  se  mandó  oír  al  señor  Fiscal  quien  des- 
pués de  hacer  un  estudio  del  proceso  pide  que 
se  revoque  la  sentencia  de  primera  instancia 
por  considerarla  ilegal. 

Considerando:  que  con  los  informes  médicos 
legales,  la  certificación  de  la  partida  de  defun- 
ción y  el  acta  levantada  por  el  Juez  de  Paz  de 
La  Democracia,  queda  plenamente  establecida 
la  preexistencia  del  delito  de  homicidio  per- 
petrado en  la  persona  de  Nicolás  Colindres, 
artículos  150,  153  y  157  Código  Militar  21 
Parte. 

Considerando:  que  con  las  declaraciones 
del  Comandante  Local  de  La  Democracia,  Te 
niente  Miguel  A.  Castillo,  la  del  Cabo  Pru- 
dencio Melgar  y  sollado  Gertrudis  Amado  se 
demuestra  plenamente  que  el  Comandante 
Local  de  Siquinalá,  Capitán  Eustaquio  Bonilla, 
ordenó  a  la  escolta  que  estaba  bajo  su  mando 
que  hiciera  fuego  sobre  cualquier  persona  que 
saliera  de  la  casa  de  Carpió,  orden  ilícita  toda 
vez  que  implicaba  la  de  la  Comisión  de  un 
delito,  artículos  199  Código  Militar  2»  Parte. 

Considerando:  que  aunque  los  testigos  pre- 
senciales Salvador  Quintana  y  José  Barza  di- 
cen: que  Alquí  disparó  porque  el  occiso  trató 
de  desarmarlo,  estos  testigos  no  son  contestes 
y  uniformes  con  el  dicho  del  enjuiciado,  ha- 
biendo contradicción  en  sus  dichos  y  aunque 
no  la  hubiera  el  medio  empleado  para  repeler 
la  agresión  no  era  racional  ni  necesario,  ya 
que  había  guardia  suficiente  para  detener  a 
Colindres,  artículos  207  y  209  Código  Militar 
2*  Parte. 

Considerando:  que  las  declaraciones  del  Cabo 
Eulalio  Aguíu,  soldado  Nicolás  Pantaleón  y 
soldado  Estanislao  Quintana  todos  de  la  escol- 
ta de  Siquinalá  son  de  referencia  respecto  al 
hecho  pesquisado  y  aunque  estos  como  los  re- 
feridos en  el  anterior  Considerando,  niegan 
que  su  Jefe  les  haya  ordenado  hacer  fuego 
contra  las  personas  que  salieran  de  la  casa  de 
Carpió,  hay  que  estar  a  la  calidad  de  los  tes- 
tigos y  a  su  situación  de  subordinados  de  Bo- 
nilla, ya  que  todos  declaran  que  Guzmán  salió 
junto  con  Colindres,  sin  que  así  lo  aseguren 
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los  miembros  de  la  escolta  de  La  Democracia 
ni  los  testigos  que  después  se  mentarán;  por  lo 
que  no  se  puede  considerar  a  los  mencionados 
testigos  idóneos  y  sí  faltos  de  imparcialidad, 
artículos  207,  209  y  212  Código  Militar  2» 
Parte. 

Considerando:  que  con  las  declaraciones  de 
Felipe  Carpió,  Toribio  Juárez,  Pedro  Chajón 
y  Mariano  Mirón  queda  establecido  que  Juau 
(inztnán  no  estaba  en  el  interior  de  la  cantina 
cuando  la  escolta  rodeó  la  casa  y  que  no  se 
oyó  ruido  de  lucha  ni  el  mando  de  hacer  alto 
cuando  salió  Colindres,  sino  únicamente  el 
disparo  y  a  Carpió  le  dijeron  loe  soldados  que 
Alquí  había  cumplido  con  una  órden  de  su  Jefe, 
artículos  199  y  200  Código  Militar  2"  Parte. 

Considerando;  que  aunque  el  defensor  del 
procesado  Alquí,  dice:  que  este  obró  en  cum- 
plimiento de  una  orden  de  su  Jefe,  lo  que 
constituye  obediencia  debida,  no  debe  tomarse 
como  tal  ya  que  esta  obediencia  se  limita  a  los 
actos  mandados  dentro  del  servicio  militar  y 
siempre  con  sujeción  a  las  leyes;  y  cuando  co- 
mo en  el  caso  presente  se  trate  de  perseguir  a 
delincuentes,  el  subordinado  no  puede  exten- 
derse en  su  desempeño  innecesariamente  y  en 
consecuencia,  si  Alquí  obró  con  orden  de  su 
Jefe,  esta  fue  obediencia  indebida,  y  si  como 
confiesa  lo  hizo  porque  el  ocñso  trató  de 
desarmarlo,  el  medio  empleado  no  fue  racional, 
artículos  69,  70  y  3  Co  ligo  Militar  Ia  Parte  e 
incisos  4<?,  6?,  y  11  Código  Penal. 

Considerando:  que  el  Capitán  Eustaquio 
Bonilla  al  provocar  un  delito  con  la  orden  que 
dió  a  sus  subordinados,  cooperó  como  agente 
moral  a  la  perpretración  del  hecho  punible  de 
de  tal  manera,  que  de  no  haber  dado  esta  te- 
meraria órden  no  se  hubiera  efectuado  el  hecho 
punible  y  que  al  tenor  del  Artículo  29  del  Có 
digo  Penal  debe  considerársele  como  autor  por 
más  que  no  haya  sido  el  agente  material,  Ar 
tículo  20  del  mismo  Código. 

Por  tanto:  esta  Sala  de  acuerdo  con  el  pedi 
mentó  del  señor  Fiscal,  apoyándose  en  las  le- 
yes citadas  y  en  lo  que  disponen  los  artículos, 
654  Pr.  P.,  422,  425,  427,  429,  434,  467,  468, 
469  y  470  Código  Militar  2*  Parte,  revoca  la 
sentencia  dictada  por  el  Tribunal  Militar  del 
Departamento  de  Escuiutla,  en  la  causa  segui 
da  contra  Bonilla  y  Alquí  y  resolviendo  en 
derecho  declara:  que  el  Capitán  Eustaquio 
Bonilla  y  el  soldado  Brnito  Alquí  son  autores 
del  homicidio  perpretraio  en  la  persona  de 
Nicolás  Colindres,  por  lo  que  les  impone  diez 
años  de  prisión  correccional  inconmutables  a 
cada  uno,  que  deberán  purgar  en  la  Penitencia 
ría  Central; 

b)  les  abona  la  prisión  sufrida  desde  el  auto 
de  bien  preso, 

c)  los  condena  al  pago  de  las  responsabili- 
dades civiles  provenientes  del  delito; 


d)  los  suspende  en  el  goce  de  sus  derechos 
políticos  durante  el  tiempo  que  dure  la  con- 
dena y  seau  rehabilitados; 

e)  los  exonera  de  reponer  al  del  sello  el  pa- 
pel empleado  en  la  causa  por  su  pobreza  y  les 
aplica  el  Decreto  Legislativo  Núm.  789  en  caso 
que  muestren  su  buen<t  conducta  en  su  opor- 
tunidad. 

Notifíquese  y  como  corresponde  devuélvanse 
los  autos  al  Juzgado  de  su  origen 

Adalberto  Aguilar  F. — Filadelfo  de  León  _ 
G.  S.  de  Tejada.— Rodolfo  Gálvez  Molina. 


Oficios  cruzados  entre  el  señor  Ministro 
de  Gobernación  y  Justicia  y  el  señor 
Presidente  del  Poder  Judicial  con  mo- 
tivo de  una  importante  insinuación  de 
aquel  Alto  Funcionario. 

Guatemala,  17  de  octubre  de  1922. 
Señor  Presidente: 

Para  la  buena  marcha  y  orientación 
de  los  Tribunales  y  con  objeto  de 
poder  hacer  los  nombramientos  de 
Jueces  en  personas  aptas,  honorables 
y  laboriosas,  me  permito  insinuar  a 
usted  la  conveniencia  de  que  las  Salas 
de  Apelaciones  dieran  mensualmente 
un  informe  de  la  conducta  y  laborio- 
sidad de  los  Jueces  de  su  jurisdicción 
lo  que  vendría  a  facilitar  la  proposición 
de  ternas  y  expeditaría  al  Ejecutivo 
para  la  aceptación  de  candidatos. 

Con  protestas  de  mi  alto  aprecio  y 
consideración  muy  distinguida,  me  es 
grato  suscribirme  como  su  atento  y 
seguro  servidor. 

B.  Alvarado  T. 


Señor  Presidente  de  la  Coi  te  Supre- 
ma de  Justicia. 

Presente. 

Guatemala,  19  de  octubre  de  1922. 
Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  acusar  a  Ud. 
recibo  de  su  atenta  comunicación  de 
17  del  corriente,  en  que  se  sirve  sugerir 
a  este  Tribunal  la  conveniencia  de 
que  los  Presidentes  de  las  respectivas 
Salas,  den  mensualmente  informe  de 
los  Jueces  de  1^  Instancia  de  su  juris- 
dicción, acerca  de  su  honradez  y 
I  laboriosidad. 
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Alabo  los  patrióticos  fines  que  alien- 
tan al  señor  Ministro  y  en  el  deseo  de 
secundar  esa  meritoria  labor,  he  trans- 
crito a  los  Presidentes  de  Sala  dicho 
oficio,  con  la  siguiente  recomendación: 
"Al  tener  el  honor  de  transcribirlo  a 
Ud.,  lo  hago  con  el  objeto  de  recomen- 
darle su  especial  cumplimiento,  a 
efecto  de  dar  campo  y  estímulo  a  la 
laboriosidad  y  honradez;  para  que 
esos  elementos  unidos  a  la  competen- 
cia y  aptitud,  sean  los  exponentes  del 
Poder  Judicial, y  obtener  los  frutos  que 
justamente  se  esperan.  No  dudo  que 
ese  honorable  Tribunal,  estará  ani- 
mado de  idénticos  propósitos  y  que 
colaborará  en  el  sentido  de  llenar  las 
aspiraciones  de  los  Poderes  Públicos, 
que  son  los  de  la  Nación." 

Al  reiterar  al  señor  Ministro,  mis 
atentas  demostraciones  de  distinguido 
aprecio,  quedo  su  atento  y  S.  S. 

José  A.  Medrano. 

Señor  Ministro  de  Gobernación  y 
Justicia. 

Ciudad. 


ACUERDOS 


Guatemala,  7  de  octubre  de  1922. 

La  Presidencia  de  la  Corte  Suprema, 

Estimando  necesario  extirpar  las 
irregularidades  que  se  cometen  ha- 
ciendo salir  inmotivadamente  a  los 
reos  que  se  hayan  cumpliendo  condena. 

ACUERDA: 

prohibir  la  salida  de  dichos  reos  y  su 
remisión  a  los  Juzgados  de  Primera 
Instancia,  de  Paz  o  cualquier  otra 
Oficina  a  no  ser  con  orden  de  la  Pre- 
sidencia, a  la  cual  ocurrirán  solicitán- 
dola los  Jefes  de  Oficina,  cuando  sea 
necesario  el  comparendo  de  tales  indi- 
viduos a  sus  Despachos. 

Comuniqúese. 

Medrano. 

Tomás  Posadas  O. 


Guatemala,  17  de  octubre  de  1922. 

El  Presidente  del  Poder  Judicial, 

haciendo  aplicación  de  lo  dispuesto  en 
el  artículo  44  del  Código  Penal  y 
tomando  en  cuenta  que  las  cárceles 
departamentales,  donde  las  mujeres 
cumplen  actualmente  sus  condenas,  no 
reúnen  las  condiciones  higiénicas  del 
caso,  ni  la  comodidad  suficiente  para 
custodiarlas,  y  que  por  otra  parte  la 
prisión  de  mujeres  de  la  Capital  si 
presta  las  condiciones  requeridas  al 
efecto, 

ACUERDA: 

Primero.— que  en  lo  sucesivo  las 
mujeres  que  fueren  condenadas  a  su- 
frir la  pena  de  prisión  correccional, 
sean  remitidas  para  el  efecto  de  pur- 
garla al  Centro  Penal  de  mujeres 
establecido  en  esta  Ciudad. 

Segundo. — Los  Jueces  y  Coman- 
dantes de  Armas  remitirán  al  mismo 
tiempo  las  ejecutorias  correspondien- 
tes a  la  Secretaría  de  la  Corte  Supre- 
ma, para  los  efectos  legales. 

Comuniqúese  y  transcríbase. 

Medrano. 

Tomás  Posadas  O. 


"Guatemala,  17  de  octubre  de  1922. 

El  Presidente  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia, 

ACUERDA: 

Que  por  la  Receptoría  del  Ramo  se 
erogue  la  suma  de  mil  quinientos 
pesos  moneda  nacional;  invirtiéndose 
mil  pesos  de  la  misma  moneda,  en  los 
gastos  de  viaje  del  señor  Magistrado 
de  la  Sala  511  de  Apelaciones,  que  pasa 
a  investigar  los  sucesos  delictuosos 
ocurridos  en  Ohiquimula  y  el  resto  se 
dará  como  gratificación  a  los  operarios 
de  la  Tipografía  Nacional  por  la  buena 
impresión  de  la  "Gaceta  de  los  Tri- 
bunales." 

Comuniqúese. 

Medrano. 

Tomás  Posadas  O. 


.es  de  la.  Instancia  de  los  Departamentos. 


tez  de  Amatitlán   Licenciado 

jez  de  Alta  Verapaz   

Juez  de  Baja  Verapaz  

Juez  de  Chimaltenango   

Juez  de  Chiquimula  

Juez  de  Escuintla   

Juez  de  Huehuetenango  

Juez  de  Izabal  

Juez  de  Jalapa   

Juez  de  Jutiapa   

Juez  de  Petén  -  

Juez  de  Quiché  

Juez  lo.  de  Quezaltenango   

Juez  2o.  de  Quezaltenango  

Juez  3o.  de  Quezaltenango  

Juez  de  Retalhuleu  

Juez  de  Sacatepéquez  

Juez  de  Suchitepéquez  

Juez  de  Sololá  

Juez  de  San  Marcos   

Juez  de  Santa  Rosa  

Juez  de  Totonicapán  

Juez  de  Zacapa    


Don  Miguel  Prem. 
Porfirio  Barrios. 
Ernesto  Andrade. 
Lorenzo  Hurtado  P. 
Liberato  Valdés. 
J.  Rigoberto  Valdés  C. 
Víctor  Mijangos. 
Ramiro  Fonseca 
Cecilio  Palma. 
Adolfo  Badilas  González. 
Alfonso  Hernández  P, 
Abraham  Bustamante. 
Francisco  Rodríguez. 
Alfredo  Guzmán. 
Tobías  Medina. 
Pedro  R.  Espinosa. 
Luis  Mendoza  G. 
Esteban  Calvillo. 
Javier  Ramos  O. 
Octavio  Martínez 
Abel  Leiva. 
Max.  Palomo  M. 
Emeterio  Girón. 


Cuadro  de  los  Señores  Magistrados  de  las  Salas  4a,  5a  y  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones 
Magistrados  Suplentes  de  las  cinco  Salas,  empleados  principales  del  Poder  Judicial, 
Funcionarios  Militares  y  Vocales  de  la  Corte  Marcial;  Distritos  jurisdiccionales 
de  las  seis  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Sala  4a  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Presidente,  Lic. 
Magistrado,  ,, 
Magistrado,  ,, 
Fiscal,  ,, 
Pracurador,  , , 
Secretario, 


Don  Bernardino  López 
Filadelfo  J.  Fuentes 
Francisco  Castillo  M. 
Fernando  D.  Ramírez 
Enrique  Rodríguez  M. 
Gabriel  Cojulún. 


Sala  5  a  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Presidente,  Lic. 
Magistrado, 
Magistrado, 
Fiscal, 
Procurador, 
Secretario, 


Don  Felicito  Leiva 

Francisco  Contreras 
Antonio  I.  Aguirre 
Fidencio  Duque 
Juan  J.  Recinos 
Fran0  Guerra  y  Guerra 


Sala  6a  de  la  Corte  de  Apelaciones, 

Presidente,  Lic.  Don  Pedro  Santiago  Valdés 
Magistrado,  ,,    .,     Manuel  A.  Núñez 
Magistrado,  ,,    ,,    Juan  C.  Al  varado 
Fiscal,         ,,    ,,    Jorge  A.  Pacheco 


Procurador,  Lic.  Don  Joaquín  Flores  Barrios 
Secretario,     "    "    Liberato  Obando  M. 


Magistrados  Sapientes. 

19  Lic.  don  José  Lara 
1*  Lic.  don  León  de  León  Flores 
2*  Lic.  don  Guillermo  S.  de  Tejada 
29  Lic.  don  Ricardo  C.  Castañeda 
3*  Lic.  don  David  Pivaral 
3"  Lic.  don  Manuel  Rojas  M. 
4*  Lic.  don  Carlos  J.  Martínez 
4?  Lic.  don  Luis  F.  Molina 
5*  Lic.  don  Cecilio  Palma 
59  Lic.  don  Pedro  A.  Ibáñez 
69  Lic.  don  Alberto  C.  Camey 
6?  Lic.  don  Federico  Carbonell. 

Empleados  Especiales. 

Bibliotecario  de  la  Corte,  don  Héctor  Vi- 
llagrán. 

Receptor  de  Fondos  de  Justicia,  don  Fran- 
cisco Cifuentes. 


De  la  Sala 
De  la  Sala 
De  la  Sala 
De  la  Sala 
De  la  Sala 
De  la  Sala 
De  la  Sala 
De  la  Sala 
De  la  Sala 
De  la  Sala 
De  la  Sala 
De  la  Sala 


Funcionarios  Militares 


Distritos  Jurisdiccionales 


Comandante  de  Armas,  General  don  Flavio  Ovalle. 
Auditor  General  de  Guerra  de  la  República,  Licen- 
ciado don  Eliseo  Solís. 


Corte  Marcial  de  la  República 

Vocales  Militares  para  la  Corte  Suprema 
de  Justicia. 

Propietario,  General  don  Mariano  Sánchez. 
Propietario.  General  don  Carlos  Jurado. 
Suplente,  General  don  Enrique  Haeussler. 
Suplente,  General  don  Francisco  Mollinedo. 

Vocales  Militares  para  las  Salas  Ia,  2a  y  3;> 
de  la  Corte  de  Apelaciones 

Propietario,  General  don  Mariano  Serrano  Muñoz. 
Propietario,  Coronel  don  Rodrigo  G.  Solórzano, 
Suplente,  General  Ingeniero  don  Santiago  Romero. 
Suplente,  Coronel  don  Guillermo  Kuhsiek  A. 

Vocales  Militares  para  las  Salas  4a  y  6?  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Quezaltenango 

Propietario,  Coronel  don  Hermenegildo  Rodas. 
Propietario,  Coronel  don  Augusto  Rodríguez. 
Suplente,  Coronel  don  Nicolás  Maldonado. 
Suplente,  Coronel  don  Víctor  M.  Alegría. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  5*  de  la  Corte 
de  Apelaciones  residente  en  Jalapa 

Propietario,  Coronel  Ingeniero  don  Valeriano  Aquino. 
Propietario  Coronel  don  Pedro  Aragón. 
Suplente,  Teniente  Coronel  don  Jesús  Palma. 
Suplente,  Teniente  Coronel  don  Adrián  Salazar. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  6^  de  la  Corte 
de  Apelaciones  residente  en  Totonicapán 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  J.  Canuto  de 
León. 

Propietario,  Teniente  Coronel,  don  Manuel  R.  Es- 
pada. 

Suplente.  Teniente  Coronel  don  Enrique  J.  Cruz. 
Suplente,  Teniente  Coronel  don  Luis  Alfredo  Aragón. 


Sala  1  *  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

Juzgados  lo.  y  6o.  de  Guatemala  y  Juzgados  Ofc'  ^ 
la.  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de 
Chimaltenango,  Petén  y  Santa  Rosa. 

Sala  2a  de  la  Corte  de  Apelacionos 

Juzgados  2o.  y  4o.  de  la.  Instancia  de  Guatemala 
y  Juzgados  de  la.  Instancias  y, Comandancias 
de  Armas  de  Amatitlán,  Alta  y  Baja  Verapaz 
y  Escuintla. 

Sala  3  a  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3o.  y  5o.  de  la.  Instancia  de  Guatemala,  ' 
Comandancia  de  Armas  de  Guatemala  y  Juzga- 
do de  la.  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de 
Sacatepéquez. 

Sala  4a  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  lo.,  2o.  y  3o.  de  la.  Instancia  y  Comandan- 
cia de  Armas  de  Quezaltenangn,  y  Juzgados  de 
la.  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  San 
Marcos,  Retalhuleu  y  Suchitepéquez. 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  la.  Instancia  y  Comandancias  de  Armas 
de  los  departamentos  de  Jalapa,  Jutiapa,  Chi- 
quimula,  Zacapa  e  Izabal. 

Sala  6a  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  la.  Instancia  y  Comandancias  de  Armas 
de  los  departamentos  de  Totonicapán,  Sololá, 
Quiché  y  Huehuetenango. 


NOTAS:  PRIMERA.— El  despacho  de  los  asun- 
tos del  ramo  criminal,  está  a  cargo  de  los  Jueces 
4o.,  6o.  y  6o.  de  la.  Instancia  de  este  Departa- 
mento, entre  quienes  se  reparten  las  causas  con 

igualdad.  SEGUNDA.^- En  materia  civil,  los 

Juzgados  lo ,  2o.  y  3o.  de  la.  Instancia  de  este 
Departamento,  conocen  indistintamente  de  los 
asuntos  de  los  cuatro  Juzgados  de  Paz  de  esta 
Capital  y  de  los  originarios  de  los  pueblos  del 
Departamento. 
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